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Parte I. Introducción 

1. Tras la discusión llevada a cabo por la Comisión de Cuestiones Jurídicas y Normas 

Internacionales del Trabajo 
1
, el Consejo de Administración aprobó, en su 306.

a
 reunión 

(noviembre de 2009), la celebración de una reunión de un grupo tripartito de expertos (en 

adelante la Reunión de Expertos) encargados de examinar el Convenio sobre la 

terminación de la relación de trabajo, 1982 (núm. 158) y la Recomendación sobre la 

terminación de la relación de trabajo, 1982 (núm. 166) (en adelante el Convenio, la 

Recomendación o los instrumentos), así como la financiación de la Reunión 
2
, en el 

entendimiento de que el grupo estaría compuesto por seis expertos gubernamentales, seis 

expertos empleadores y seis expertos trabajadores. La reunión tendrá lugar del 18 al 21 de 

abril de 2011. 

2. El objetivo de la Reunión de Expertos consiste en examinar el Convenio y la 

Recomendación, determinando los obstáculos para su ratificación y aplicación, así como 

otras tendencias actuales en la legislación y en la práctica que sean pertinentes. A partir de 

los resultados de la Reunión, la Oficina elaborará propuestas para someterlas al examen del 

Consejo de Administración 
3
. 

3. La finalidad del presente documento es proporcionar los elementos básicos para las 

deliberaciones de la Reunión de Expertos. Está dividido en cinco partes, incluida esta 

introducción, y concluye con los puntos propuestos para su discusión por la Reunión de 

Expertos. 

4. El volumen de información y análisis que puede utilizarse con provecho para las 

deliberaciones de la Reunión de Expertos es considerable, pues el Consejo de 

Administración, sus comisiones o sus grupos de trabajo han venido examinando estos 

instrumentos desde 1984. Los siguientes documentos en particular están disponibles para 

su examen por la Reunión de Expertos.  

— El Estudio General elaborado en 1995 por la Comisión de Expertos en Aplicación de 

Convenios y Recomendaciones (en adelante la CEACR) y que lleva por título 

Protección contra el despido injustificado (1995) (en adelante el «Estudio General de 

1995»). El Estudio General de 1995 examina a lo largo de ocho capítulos las prácticas 

nacionales a la luz de los requisitos del Convenio y de acuerdo con las orientaciones 

de la Recomendación 
4
. 

— Un estudio breve, publicado en marzo de 2001, elaborado por la Oficina para el 

Grupo de Trabajo tripartito sobre política de revisión de normas (en adelante el 

 

1
 Documento GB.306/10/2 (Rev.). 

2
 Documentos GB.306/PFA/9 y GB.306/9/1 (Rev.). 

3
 Documento GB.309/21. 

4
 El Estudio General de 1995 fue examinado por los grupos tripartitos de la Comisión de Aplicación 

de Normas durante la Conferencia Internacional del Trabajo de 1995, y las conclusiones de este 

examen fueron consignadas en las Actas de la 82.ª reunión (1995) de la Conferencia, Informe de la 

Comisión de Aplicación de Normas, págs. 24/28 y siguientes y 27/6 y siguientes. 
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«estudio breve de 2001») 
5
. El estudio breve de 2001 consta de dos secciones. En la 

primera se describen las principales disposiciones del Convenio núm. 158, se ofrece 

un panorama conciso de su contexto jurídico y se examinan sus orígenes. Contiene 

asimismo un examen pormenorizado de los obstáculos y dificultades encontrados que 

podrían impedir o retrasar la ratificación o hacer necesaria la revisión del Convenio. 

El examen se llevó a cabo a partir de las consultas mantenidas en 1997 con los 

Estados Miembros y de la información complementaria sobre la legislación relativa a 

la terminación de la relación de trabajo en 59 Estados Miembros 
6
. En el estudio breve 

de 2001 se indicaba que la cuestión de los obstáculos y dificultades era compleja, 

pues el examen de la legislación de los 59 países seleccionados sugería que las 

perspectivas de ratificación eran positivas a pesar de que varios de ellos habían 

notificado obstáculos y dificultades. En la segunda sección del estudio breve de 2001 

se examinaba el Convenio núm. 158 en el contexto del debate sobre la flexibilidad 

laboral. Este examen, que se basaba en un estudio realizado por un experto externo a 

petición de la Oficina, se centraba sobre todo en la experiencia de cuatro países: 

Australia, Nueva Zelandia, Reino Unido y Estados Unidos. También se abordaban los 

progresos que habían tenido lugar en dos países que se rigen por el derecho civil 

(Alemania y Francia). El estudio incluía una serie de observaciones finales sobre 

ambas secciones 
7
, aparte de una conclusión general sobre el documento en su 

conjunto 
8
. 

— Una Nota sobre el Convenio núm. 158 y la Recomendación núm. 166 sobre la 

terminación de la relación de trabajo (en adelante la «Nota de 2009»). Esta Nota, 

revisada en marzo de 2009, fue preparada por la Oficina con miras a las consultas 

tripartitas que tuvieron lugar en noviembre de 2008 
9
. Está dividida en cuatro partes: 

en la Parte I se ofrece un panorama general del contenido y la aplicación de ambos 

instrumentos; en la Parte II se presentan los resultados de una investigación efectuada 

en 56 países sobre las disposiciones de su legislación nacional relativas al despido. En 

la Parte III se dan algunos ejemplos ilustrativos de la influencia que el Convenio ha 

ejercido en la jurisprudencia de los tribunales nacionales respecto a los despidos. En 

la Parte IV se presenta el Convenio núm. 158 desde una perspectiva económica; en 

ella se examinan brevemente la teoría económica y las repercusiones de la legislación 

de protección, así como los datos empíricos 
10

. 

5. Además, en 1974 la CEACR elaboró un Estudio General relativo a la Recomendación 

sobre la terminación de la relación de trabajo, 1963 (núm. 119) (en adelante el «Estudio 

General de 1974»); asimismo, la Oficina preparó en 2000 una Recopilación sobre la 

 

5
 Documento GB.280/LILS/WP/PRS/2/2. 

6
 Documento GB.280/LILS/WP/PRS/2/2, párrafo 7. 

7
 Conclusiones relativas a los obstáculos y dificultades encontrados, párrafos 46 a 50; observaciones 

finales sobre la flexibilidad laboral, párrafos 87 a 93. 

8
 El examen del estudio breve de 2001 por los grupos tripartitos del Grupo de Trabajo del Consejo 

de Administración sobre política de revisión de normas formaba parte de las actividades notificadas 

en el documento GB.280/LILS/5, párrafos 57 a 65. 

9
 Puede consultarse en la dirección http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/@ed_norm/@normes/ 

documents/meetingdocument/wcms_103558.pdf (consultada el 9 de enero de 2011). 

10
 La Nota de 2009 fue examinada por los tres Grupos en una consulta celebrada el 15 de noviembre 

de 2008. Para un breve resumen de estas discusiones, véase el documento GB.304/LILS/4, 

párrafo 69 y siguientes. 
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legislación relativa a la terminación de la relación laboral; por último, la Oficina mantiene 

actualmente una base de datos sobre la legislación de protección del empleo (en adelante la 

«EPLex») 
11

. En la elaboración del presente documento se han aprovechado todos los 

documentos y recursos acabados de indicar 
12

. 

6. La finalidad de este documento de referencia es presentar un panorama actualizado de la 

situación que se describe en los documentos citados más arriba; para ello es necesario 

llevar a cabo un examen de la situación actual, prestando especial atención a las posiciones 

adoptadas por los mandantes de la OIT en lo que atañe a la situación de los instrumentos. 

Además, se han seleccionado diez países cuyos casos serán objeto de una presentación y 

un examen pormenorizados en el presente documento: Australia, Chile, España, Gabón, 

Jordania, Singapur, Sudáfrica, Suiza, República Bolivariana de Venezuela y Yemen. 

7. A continuación se presenta un resumen sucinto de los antecedentes históricos de la 

Reunión de Expertos. 

A. Reseña histórica de los instrumentos relativos  
a la terminación de la relación de trabajo  

8. La OIT comenzó a examinar la cuestión de las normas internacionales sobre la terminación 

de los contratos de trabajo hace ya más de 60 años; en efecto, en 1950 la Conferencia 

adoptó una resolución en la que pedía que se elaborara y sometiera a consideración un 

informe acerca de la legislación y las prácticas nacionales en esta materia. En 1963, tras 

completarse una serie de estudios al respecto, la Conferencia adoptó una recomendación 

autónoma, la Recomendación sobre la terminación de la relación de trabajo (núm. 119). El 

conjunto de elementos incluidos en dicha Recomendación — por ejemplo las normas 

aplicables en los casos que tratan sobre la reducción de personal — es el mismo que figura 

actualmente el Convenio núm. 158 y la Recomendación núm. 166. 

9. En su Estudio General de 1974 la CEACR señalaba lo siguiente: 

Aunque el objetivo fundamental de la Recomendación es proteger la seguridad en el 

empleo de los trabajadores, trata también de equilibrar los distintos intereses. Por ejemplo, el 

interés del trabajador en la seguridad en el empleo, puesto que la pérdida del empleo puede 

entrañar la pérdida, para él y su familia, de los medios de vida indispensables; el del 

empleador en mantener la autoridad en las cuestiones que influyen en el funcionamiento eficaz 

de la empresa, y, por último, el interés de la comunidad en mantener relaciones de trabajo 

pacíficas y evitar desequilibrios innecesarios causados ya sea por el desempleo o por unidades 

económicas improductivas 
13

. 

10. En su examen del Estudio General de 1974 la Comisión de Aplicación de Normas de la 

Conferencia (en adelante la «Comisión de la Conferencia») reconoció que la 

Recomendación núm. 119 había desempeñado un papel importante en el fomento de la 

 

11
 Puede consultarse en la dirección http://www.ilo.org/dyn/terminate/termmain.home (consultada el 

8 de enero de 2011). 

12
 Los grupos tripartitos de la Comisión de Aplicación de Normas examinaron el Estudio General de 

1974 en la reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo de ese mismo año; las conclusiones 

de este examen fueron recogidas en las Actas de la 59.ª reunión de la Conferencia (1974), Informe 

de la Comisión de Aplicación de Normas, pág. 527 y siguientes. 

13
 OIT. 1974. Estudio General de los informes relacionados con la Recomendación sobre la 

terminación de la relación de trabajo, 1963 (núm. 119), párrafo 3. 
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protección contra la terminación injustificada de la relación de trabajo. Los miembros 

trabajadores instaron a que se adoptara un nuevo instrumento en forma de convenio en el 

que, por una parte, se aclararan y mejoraran las disposiciones de la Recomendación 

núm. 119 y, por otra, se «pusieran de relieve los vínculos que existen entre la terminación 

de la relación laboral y otra serie de problemas.» Un número considerable de miembros 

gubernamentales también respaldó esta propuesta, arguyendo que «un convenio entrañaría 

obligaciones y estaría supeditado a procedimientos de control». Los miembros 

empleadores estimaron que era poco realista suponer que un convenio en cuanto tal podía 

garantizar mejores resultados, pero se mostraron de acuerdo en que quizás convendría 

reexaminar, e incluso revisar, la Recomendación núm. 119. La Comisión concluyó que 

esta cuestión debería someterse a la Conferencia a fin de elaborar otro instrumento más 

adecuado teniendo en cuenta las novedades que se hubieran producido desde la adopción 

de la Recomendación núm. 119 
14

. 

11. Más adelante, en 1974, el Consejo de Administración creó un grupo de trabajo tripartito 

sobre normas internacionales del trabajo (el «Grupo de Trabajo Ventejol») al que se 

encomendó la elaboración de una propuesta de clasificación de los Convenios y 

Recomendaciones de la OIT, indicando aquellos temas sobre los que se consideraba 

necesario realizar más estudios o elaborar nuevas normas 
15

. En 1979 el Consejo de 

Administración aceptó la propuesta formulada por el Grupo de Trabajo Ventejol de 

distribuir en tres categorías las normas existentes:  

— instrumentos de ratificación y aplicación que deberían promoverse con carácter 

prioritario dado que constituyen un objetivo válido a escala universal;  

— instrumentos que convendría revisar; y 

— «los demás instrumentos existentes», es decir, los convenios y recomendaciones que 

no pueden incluirse en ninguna otra categoría, entre los que cabe mencionar, por 

ejemplo, todas aquellas normas que los países pueden utilizar como objetivos 

intermedios cuando aún no están en condiciones de aplicar instrumentos más 

modernos.  

12. Por recomendación del Grupo de Trabajo Ventejol, el Consejo de Administración decidió 

que la Recomendación núm. 119 debería considerarse un instrumento que habría que 

promover con carácter prioritario y, asimismo, como uno que debería revisarse con miras a 

elaborar un instrumento vinculante 
16

. Estas decisiones se adoptaron a raíz de los debates 

en el seno de la Comisión de la Conferencia y de las novedades en la legislación y en la 

práctica que la CEACR había examinado en su Estudio General de 1974. Así pues, en 

noviembre de 1979, cinco años después del examen del Estudio General de 1974, el 

Consejo de Administración 
17

 incluyó en el orden del día de la 67.ª reunión (1981) de la 

Conferencia Internacional del Trabajo un punto sobre la terminación de la relación de 

trabajo por iniciativa del empleador. El Convenio y la Recomendación fueron adoptados en 

la 68.ª reunión de la Conferencia de 1982. 

 

14
 Actas, Conferencia Internacional del Trabajo, 1974, pág. 527, párrafos 19 a 21. 

15
 Informe final del Grupo de Trabajo sobre normas internacionales del trabajo, Boletín Oficial, 

número especial, vol. LXII, 1979, Serie A, párrafo 2. 

16
 Documento GB.209/PFA/5/3, anexo II B; documento GB. 209/7/24, párrafo 29. 

17
 211.ª reunión (noviembre de 1979). 
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13. En 1984, dos años después de la adopción de estos instrumentos, se creó otro Grupo de 

Trabajo que, entre otras tareas, debía revisar la clasificación de las normas establecida en 

1979, proponer una clasificación revisada y examinar las políticas futuras relativas a la 

adopción de normas. El Consejo de Administración se mostró de acuerdo con la 

conclusión del Grupo de Trabajo según la cual el Convenio y la Recomendación deberían 

promoverse con carácter prioritario e incluirse en la primera categoría 
18

. 

B. Protección contra el despido injustificado – El Estudio 
General de 1995 y la discusión en la Comisión  
de Aplicación de Normas de la Conferencia 19 

14. En 1991, nueve años después de la adopción de estos instrumentos, el Consejo de 

Administración decidió solicitar a los Estados Miembros de la OIT la presentación de 

memorias sobre el Convenio y la Recomendación, lo que permitiría a la CEACR preparar 

el Estudio General de 1995 sobre la aplicación de estos instrumentos 
20

. La razón aducida 

para emprender el examen de estos instrumentos fue, en particular, «hacer posible la 

determinación de los obstáculos a la ratificación del convenio» 
21

. Ello contrastaba con las 

razones aducidas en favor de la posible selección de otros instrumentos, por ejemplo el 

Convenio sobre la readaptación profesional y el empleo (personas inválidas), 1983 

(núm. 159) y la Recomendación núm. 168 
22

, y el Convenio sobre el personal de 

enfermería, 1977 (núm. 149) y la Recomendación núm. 157 
23

. Los obstáculos a la 

ratificación tampoco se adujeron como motivo para tener en cuenta otros seis ámbitos con 

miras a la preparación de estudios generales futuros 
24

. 

15. Veinticuatro países habían ratificado el Convenio cuando se completó el Estudio General 

de 1995. La CEACR dispuso para su información de las memorias presentadas por 

107 Estados Miembros en aplicación de las disposiciones del artículo 19 de la 

 

18
 Véase el Informe final del Grupo de Trabajo sobre normas internacionales del trabajo, Boletín 

Oficial, número especial, Serie A, vol. LXX, 1987. 

19
 Esta sección se basa en el documento GB.268/LILS/WP/PRS/1. 

20
 OIT: Protección contra el despido injustificado, Estudio General relativo a la aplicación del 

Convenio sobre la terminación de la relación de trabajo, 1982 (núm. 158) y la Recomendación sobre 

la terminación de la relación de trabajo, 1982 (núm. 166), Informe III (4B), CIT, 82.ª reunión, 

Ginebra, 1995. 

21
 Documento GB.251/SC/3/4, párrafo 8. 

22
 «… un Estudio General que abarque estos instrumentos permitiría además establecer un balance 

de las políticas relativas a la readaptación profesional y el empleo de las personas inválidas seguidas 

por los países después del Decenio de las Naciones Unidas para los Impedidos». 

Documento GB.251/SC/3/4, párrafo 5. 

23
 «… cubre un sector muy importante cuantitativamente y también por el lugar que ocupa en la 

sociedad. La situación del personal de enfermería está siendo muy debatida tanto en los países 

industrializados como en los países en desarrollo». Documento GB.251/SC/3/4, párrafo 7. 

24
 Documento GB.251/SC/3/4, párrafo 6 (libertad sindical) y párrafos 9, a) a f) (política de empleo, 

servicios de empleo/agencias retribuidas de colocación, salarios, edad mínima, administración del 

trabajo, cooperativas). 
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Constitución, así como de los datos incluidos en las memorias relativas al Convenio 

presentadas en virtud del artículo 22 
25

. 

16. El Estudio General de 1995 fue objeto de un examen exhaustivo ese mismo año en la 

Comisión de la Conferencia. En esa oportunidad los miembros empleadores concluyeron 

que el Convenio núm. 158 debía revisarse cuanto antes. Por su parte, los miembros 

trabajadores señalaron que el Convenio era «tan pertinente ahora como antes», haciendo 

notar que la CEACR no había identificado «ningún punto que requiriera revisión» 
26

. Más 

adelante se citarán otras observaciones formuladas durante los debates en torno al Estudio 

General de 1995. 

C. El Grupo de Trabajo sobre política de revisión de normas 
y los debates en el Consejo de Administración  

17. El Grupo de Trabajo sobre política de revisión de normas (el «Grupo de Trabajo Cartier») 

inició su labor en 1995. Se acordó utilizar la clasificación del Grupo de Trabajo Ventejol 

como punto de referencia para llevar a cabo su revisión 
27

. 

18. El Grupo de Trabajo Cartier inició su primer examen del Convenio y la Recomendación en 

marzo de 1997 
28

. Como resultado de este examen, y como era habitual en el caso del 

Grupo Cartier, se decidió pedir información a los Estados Miembros sobre los obstáculos y 

dificultades encontrados que pudieran impedir o retrasar la ratificación del Convenio o que 

pudiesen señalar la necesidad de su revisión.  

19. En el curso de las consultas mantenidas en 1997, 51 Estados Miembros en total 

respondieron a la solicitud de información sobre los obstáculos y dificultades que podrían 

impedir o retrasar la ratificación. En este grupo se encontraba Luxemburgo, uno de los diez 

países que han ratificado el Convenio desde 1997 
29

. 

20. Un año más tarde, en marzo de 1998, el Grupo de Trabajo reexaminó el Convenio a la luz 

de los resultados de las consultas celebradas en 1997 
30

. El Grupo de Trabajo no alcanzó un 

consenso respecto a la acción futura que recomendaría y, con el fin de profundizar en la 

valoración de las posibilidades de alcanzar un consenso, decidió que se realizase un 

«estudio breve» 
31

. Este documento fue sometido al Grupo de Trabajo en noviembre de 

2000 
32

, pero se decidió aplazar su examen hasta marzo de 2001 
33

. 

 

25
 Estudio General de 1995, párrafo 17. 

26
 Actas, Conferencia Internacional del Trabajo, 82.ª reunión (1995), Informe 24, pág. 24/32, 

párrafo 88 y pág. 24/36, párrafo 99. 

27
 Documento GB.262/LILS/3, apartado 1 del párrafo 67. 

28
 Documento GB.268/LILS/WP/PRS/1. En el anexo II del estudio breve de 2001 figuran 

fragmentos de los documentos correspondientes del Consejo de Administración. 

29
 Tres países de este grupo — Australia, Finlandia y Letonia — ya habían ratificado el Convenio. 

30
 Documento GB.271/LILS/WP/PRS/2, párrafos 49 a 59. En el anexo II del estudio breve de 2001 

figuran fragmentos de los documentos correspondientes del Consejo de Administración. 

31
 El Consejo de Administración ya había empleado antes la metodología de los estudios breves en 

relación con el Convenio sobre las vacaciones pagadas (revisado), 1970 (núm. 132) y el Convenio 
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21. El Estudio breve de 2001 realizaba un examen pormenorizado de los obstáculos y 

dificultades encontrados que podrían impedir o retrasar la ratificación del Convenio o bien 

señalar la necesidad de proceder a una revisión del mismo. El estudio se dividía en dos 

partes: la primera se basaba en los resultados de las consultas sobre el convenio 

mantenidas con los Estados Miembros en 1997. La segunda era un análisis de la 

información (que por aquel entonces acababa de publicarse) sobre la legislación relativa a 

la terminación de la relación de trabajo en 59 Estados Miembros. 

22. En marzo de 2001 el Grupo de Trabajo Cartier no llegó a ninguna conclusión con respecto 

al Convenio ni a la Recomendación 
34

. 

23. En marzo de 2007 la Oficina propuso al Consejo de Administración que se reanudara lo 

antes posible la discusión respecto de la situación de estos instrumentos 
35

. La Comisión 

LILS examinó esta propuesta pero no adoptó ninguna decisión 
36

. 

24. De conformidad con la decisión adoptada en la 300.ª reunión del Consejo de 

Administración celebrada en noviembre de 2007 y por recomendación de la Comisión 

LILS, en la 303.ª reunión se celebraron consultas tripartitas sobre la situación de estos 

instrumentos, consultas que tuvieron lugar el sábado 15 de noviembre de 2008. El Grupo 

de los Trabajadores y el Grupo de los Empleadores pidieron que se incluyera el Convenio 

núm. 158 en el proceso del Estudio General de 2010 relativo al empleo 
37

. Ahora bien, en 

la 303.ª reunión del Consejo de Administración no se modificó la decisión adoptada por la 

Comisión LILS el viernes 14 de noviembre de 2008 respecto a los seis instrumentos 

seleccionados para el Estudio General. 

25. En marzo de 2009 el Consejo de Administración pidió a la Oficina que organizara una 

reunión de un grupo de trabajo tripartito de expertos que se encargara de examinar los 

instrumentos 
38

. 

26. En el Pacto Mundial para el Empleo, adoptado por la Conferencia el 19 de junio de 2009, 

fueron incluidos, además de los convenios fundamentales, los instrumentos relativos a la 

«terminación de la relación de trabajo» 
39

, los cuales figuran entre los varios convenios y 

recomendaciones internacionales del trabajo pertinentes en este ámbito y especialmente 

 
sobre la licencia pagada de estudios, 1974 (núm. 140), llegando a conclusiones con respecto a 

ambos instrumentos. Documento GB.283/LILS/WP/PRS/1/1, párrafo 71. 

32
 Documento GB.279/LILS/WP/PRS/1/3. 

33
 Documento GB.280/LILS/WP/PRS/2/2. El documento de marzo de 2001 era el mismo que había 

sido sometido en noviembre de 2000, sin más modificaciones que las correcciones menores que 

vinieran al caso. 

34
 Documento GB.280/12/2, párrafo 5. La declaración de los miembros trabajadores a este respecto 

figura en el párrafo 6 y la de los miembros empleadores en el párrafo 7. 

35
 Documento GB.298/LILS/4, párrafo 9. 

36
 Documento GB.298/9 (Rev.). 

37
 Documento GB.304/9/2, párrafo 9. 

38
 Documento GB.304/PV, párrafo 210, iii). 

39
 Pacto Mundial para el Empleo, párrafo 14. 
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útiles en momentos de crisis. En la Recomendación sobre el VIH y el sida adoptada en 

junio de 2006 también se hace referencia al Convenio núm. 158 
40

. 

27. Hasta el momento el Convenio ha sido ratificado y se encuentra en vigencia para 

35 Estados Miembros que se indican en el anexo I. 

D. Otras consideraciones 

28. Los debates en torno al Convenio y la Recomendación también han suscitado una serie de 

cuestiones sobre su incidencia en los resultados de las políticas de empleo y de mercado de 

trabajo. El Grupo de los Empleadores consideraba que, entre otras cosas, estos 

instrumentos podrían dificultar la creación de nuevos puestos de trabajo debido a los costos 

que supone para los empleadores la terminación del contrato de trabajo; también podrían 

crear incentivos para mantener en sus puestos a los titulares de un empleo, obstaculizando 

así la entrada de nuevos trabajadores en el mercado de trabajo 
41

. El Grupo de los 

Trabajadores consideraba que entre las repercusiones de estos instrumentos estaban la 

estabilización del empleo en caso de producirse presiones económicas a corto plazo y la 

creación de incentivos para el desarrollo y utilización de los recursos humanos en las 

empresas.  

29. La evaluación de la legislación de protección del empleo por sus efectos en el empleo, el 

comportamiento de los empleadores, la productividad y la competitividad es una cuestión 

que durante décadas ha sido objeto de debates y estudios 
42

. En varios debates de alto nivel 

ha habido controversia sobre la puntuación del indicador de contratación de trabajadores 

(EWI) del informe Doing Business del Banco Mundial — que entre otros elementos 

considera el grado de rigor de la legislación de protección del empleo 
43

. El indicador EWI 

fue modificado tras las consultas mantenidas con la OIT y se dieron instrucciones para que 

el personal del Banco Mundial suspendiera la utilización de este indicador como base para 

 

40
 En el párrafo 11 de la Recomendación núm. 200 se señala que «el estado serológico, real o 

supuesto, respecto del VIH no debería ser un motivo para terminar una relación de trabajo. Las 

ausencias temporales del trabajo motivadas por la necesidad de prestar cuidados a terceros o por 

enfermedad relacionadas con el VIH o el sida deberían tratarse de la misma manera que las 

ausencias por otras razones de salud, habida cuenta del Convenio sobre la terminación de la relación 

de trabajo, 1982». 

41
 «Una protección demasiado rígida daría lugar a que se produjera una acción preventiva debido a 

que debilita la capacidad y la voluntad de las empresas de contratar nuevos trabajadores…» 

Vicepresidente empleador, Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia, párrafo 80, 

examen del Estudio General en 1995. «... una protección contra el despido que fuese más allá de la 

simple prohibición de efectuar despidos arbitrarios complicaría la capacidad de adaptación de las 

empresas a los cambios en materia de funcionamiento o de índole económica general. Estas 

complicaciones pueden ser el resultado de demoras, debidas al cumplimiento de ciertos 

procedimientos previos al despedido de carácter obligatorio a efectuarse con antelación a los 

despidos. Además, la protección contra el despido más bien aumenta los costos de funcionamiento 

de las empresas y de la economía en general. En un contexto de mundialización y de incremento de 

la competencia, la flexibilidad y la rapidez de adaptación son vitales para la supervivencia de las 

empresas. Este tipo de flexibilidad en la contratación no es posible si la prioridad de la política de 

personal consiste en proteger a los trabajadores ya contratados». 

42
 Para un resumen del debate véase El Despido: una perspectiva económica, Nota de 2009, 

Parte IV. 

43
 Véase, por ejemplo, Arrunada, B.; 2007. «Pitfalls to avoid when measuring institutions: Is Doing 

Business damaging business?» en Journal of Comparative Economics, vol. 35, págs. 729 a 747. 
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el asesoramiento en materia de políticas 
44

. En sus indicadores de protección del empleo la 

Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) indexa el grado de rigor 

de la legislación de protección del empleo; estos indicadores cuantifican las disposiciones 

jurídicas que inciden tanto en los despidos individuales y colectivos como en la regulación 

de las formas de empleo temporal 
45

. Las dificultades que plantea la definición de 

indicadores son un reflejo de los obstáculos con que tropiezan todos los estudios que 

vinculan la legislación de protección del empleo con sus repercusiones sobre el empleo 
46

. 

30. En noviembre de 2009 la Comisión de Empleo y Política Social del Consejo de 

Administración examinó un documento titulado «Combinar flexibilidad y seguridad en la 

perspectiva del trabajo decente» 
47

. El documento no centraba el análisis en el debate sobre 

las ventajas y los inconvenientes de la flexibilidad del mercado laboral sino en un temario 

de políticas alternativo, más moderado, que se ha desarrollado en Europa bajo el 

paradigma de la «flexiguridad». Al resumir los principales resultados de la discusión 

mantenida durante el Consejo de Administración el representante del Director General 

señaló lo siguiente: en primer lugar, no había consenso en torno al concepto de 

flexiguridad como tal, ni tampoco respecto a pedir que la Oficina se dotara de un programa 

específico de investigaciones en torno al concepto de flexiguridad como marco 

organizador, o que promoviera este concepto en los países en desarrollo. En segundo lugar, 

Europa podía considerarse como una excepción, puesto que la Oficina ya había puesto en 

marcha un programa de investigaciones sobre la flexiguridad en el ámbito europeo, y que 

la Comisión Europea y sus Estados miembros deseaban que la Oficina mantuviera sus 

actividades sobre esta cuestión. En tercer lugar, en sus intervenciones muchos oradores 

habían recalcado que estaban de acuerdo en que la Oficina prosiguiera las investigaciones, 

el asesoramiento en materia de políticas y el aumento de capacidades en relación con 

componentes específicos de este concepto, como parte de las investigaciones sobre las 

instituciones, la reglamentación y las políticas del mercado de trabajo, sobre el diálogo 

social, la capacitación y el aprendizaje permanente para la empleabilidad, y sobre la 

protección social y las políticas activas de mercado de trabajo, todo ello dentro del marco 

del Programa de Trabajo Decente, de la Declaración sobre la Justicia Social y del Pacto 

Mundial para el Empleo 
48

. Por último, en el Pacto Mundial para el Empleo se afirma lo 

 

44
 Véase Doing Business, Employing worker’s methodology (Empleo de trabajadores), Grupo del 

Banco Mundial, en www.doingbusiness.org. 

45
 Entre los trabajos más recientes, véase Venn, D. (2009), «Legislation, collective bargaining and 

enforcement: Updating the OECD employment protection indicators», en la dirección 

www.oecd.org/els/workingpapers. 

46
 Véase Bertola, Giuseppe; Boeri, Tito; Cazes, Sandrine (2000) «Employment protection in 

industrialized countries: The case for new indicators», in International Labour Review, 2009, 

vol. 139, pág. 57. 

47
 Documento GB. 306/ESP/3/1. 

48
 Véase el párrafo 87 del Informe de la Comisión de Empleo y Política Social que figura en el 

documento GB.306/12 (Rev.). En esa oportunidad la Vicepresidenta trabajadora manifestó que 

había consenso en que este tema no era una prioridad clara en las circunstancias actuales. Sin 

embargo, los países europeos tenían derecho a pedir que la Oficina prosiguiera las actividades 

relativas a este tema si lo estimaban necesario, en cuyo caso deberían considerar las repercusiones 

que tendría el hecho de adaptar este concepto al resto del mundo. En particular, la oradora les pidió 

que consideraran de qué manera podían extenderse a los países en desarrollo los altos niveles de 

protección social que había en los países que, como Dinamarca, ya aplicaban la flexiguridad. 

Reiteró que para la OIT era imperativo trabajar conjuntamente con el sistema multilateral para 

mejorar las normas mínimas de protección social a nivel de los países. La Vicepresidenta 

empleadora expresó su decepción por el hecho de que no se había logrado un consenso en torno a la 
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siguiente: para evitar que se desate una espiral descendente en las condiciones laborales y 

sustentar la recuperación, es especialmente importante reconocer que, además de los 

convenios fundamentales, los instrumentos relativos a la terminación de la relación de 

trabajo son especialmente útiles en tiempos de crisis 
49

. Este documento no pretende 

presentar la flexiguridad como una alternativa al equilibrio de derechos y obligaciones 

previsto en el Convenio y la Recomendación. Esta cuestión se abordará de nuevo en la 

Parte IV, C del presente documento. 

 

 
necesidad de que la OIT prestara mayor atención al concepto de flexiguridad. Recordó el acuerdo 

sobre flexiguridad entre Business Europe y la Confederación Europea de Sindicatos (ETUC), que a 

su juicio era una prueba de que los trabajadores europeos refrendaban este concepto. También 

recordó las conclusiones de la Reunión Regional Europea tripartita de la OIT de 2009, en las que 

figuraba una referencia a la flexiguridad; se decía allí que si bien los modelos europeos de 

flexiguridad no podían superponerse a los países en desarrollo, eran conceptos pertinentes que 

podían ser útiles y seguir siendo objeto de estudio. Por consiguiente, propuso que se buscara una 

alternativa terminológica y dijo que estaba de acuerdo con la presentación de las conclusiones hecha 

por el representante del Director General. 

49
 Pacto Mundial para el Empleo, apartado 2 del párrafo 14. 
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Parte II. Contenido de los instrumentos y actuaciones 
de la Comisión de Expertos en Aplicación de 
Convenios y Recomendaciones en ese ámbito 

31. Los textos del Convenio núm. 158 y la Recomendación núm. 166 figuran en el anexo II. A 

continuación se presenta un breve resumen de sus principales disposiciones. 

A. Resumen de las principales disposiciones  

32. El Convenio núm. 158 se encuentra dividido en tres partes, estructura que también se 

refleja en la Recomendación. La Parte I presenta los métodos de aplicación, el campo de 

aplicación y las definiciones. La Parte II establece una serie de normas de aplicación 

general, como la justificación de la terminación, los procedimientos previos a la 

terminación o en ocasión de ésta, el recurso contra la terminación, el plazo de preaviso, y 

la indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. La 

Parte III comprende las disposiciones complementarias sobre la terminación de la relación 

de trabajo por motivos económicos, tecnológicos, estructurales o análogos, e incluye las 

disposiciones relativas a la consulta de los representantes de los trabajadores y a la 

notificación a la autoridad competente. 

33. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones (artículos 1 y 2). Los Estados 

ratificantes pueden dar efecto a las disposiciones del Convenio de diferentes maneras: por 

medio de las leyes o reglamentos, «por vía de contratos colectivos, laudos arbitrales o 

sentencias judiciales, o de cualquier otra forma conforme a la práctica nacional» 

(artículo 1). Esta posibilidad de escoger entre diferentes métodos de aplicación refleja una 

considerable flexibilidad en cuanto a la manera de dar efecto al Convenio.  

34. Existen dos tipos de exclusiones: aquellas que pueden hacerse en todo momento y aquellas 

que solamente pueden hacerse con la presentación de la primera memoria sobre la 

aplicación del Convenio que se someta en virtud del artículo 22 de la Constitución de la 

OIT. Podrán excluirse determinadas categorías de contratos de trabajo; estas categorías, 

que se especifican en el párrafo 2 del artículo 2, incluyen los contratos de duración 

determinada o para realizar determinada tarea, los contratos para un período de prueba o 

para trabajos con carácter ocasional. Dichas exclusiones pueden hacerse en todo momento, 

siempre que se prevean garantías adecuadas contra el recurso a «contratos de trabajo de 

duración determinada cuyo objeto sea eludir la protección que prevé el presente Convenio» 

(artículo 2, párrafo 3). La Recomendación establece que se deberían prever garantías 

adecuadas contra el recurso a contratos de trabajo de duración determinada cuyo objeto sea 

eludir la protección que prevén los instrumentos (apartado 2 del párrafo 3). Previa consulta 

con las organizaciones de empleadores y de trabajadores interesadas, la autoridad 

competente también podrá tomar medidas para excluir determinadas categorías de 

personas empleadas (párrafos 4 y 5 del artículo 2). La primera categoría se refiere a las 

personas empleadas «cuyas condiciones de empleo se rijan por disposiciones especiales 

que en su conjunto confieran una protección por lo menos equivalente a la que prevé este 

Convenio». La segunda comprende «otras categorías limitadas de personas empleadas 

respecto de las cuales se presenten problemas especiales que revistan cierta importancia 

habida cuenta de las condiciones de empleo particulares de los trabajadores interesados o 

de la dimensión o naturaleza de la empresa que los emplea». Las categorías que quieran 

excluirse deberán enumerarse en la primera memoria sobre la aplicación del Convenio que 

se someta en virtud del artículo 22 de la Constitución de la OIT (párrafo 6 del artículo 2).  

35. Justificación de la terminación (artículos 4 a 6). Se establece como principio básico que 

no se pondrá término a la relación de trabajo de un trabajador a menos que exista para ello 
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una causa justificada relacionada con: a) su capacidad, o b) su conducta, o c) basada en las 

necesidades de funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio. Determinados 

motivos no constituirán causa justificada para la terminación de la relación de trabajo, por 

ejemplo: la afiliación a un sindicato o la participación en actividades sindicales; ser 

candidato a representante de los trabajadores o actuar o haber actuado en esa calidad; 

presentar una queja o participar en un procedimiento entablado contra un empleador por 

supuestas violaciones de leyes o reglamentos; la raza, el color, el sexo, el estado civil, las 

responsabilidades familiares, el embarazo, la religión, las opiniones políticas, la 

ascendencia nacional o el origen social; y la ausencia del trabajo durante la licencia de 

maternidad. La ausencia temporal del trabajo por motivo de enfermedad o lesión tampoco 

deberá constituir una causa justificada de terminación de la relación de trabajo, aunque la 

definición de lo que constituye una ausencia temporal del trabajo será determinada de 

conformidad con los métodos de aplicación mencionados en el artículo 1 del Convenio. La 

Recomendación menciona otros motivos adicionales que no deberían constituir causa 

justificada para la terminación de la relación de trabajo (párrafo 5). 

36. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta (artículo 7). Al trabajador 

deberá ofrecérsele la oportunidad de defenderse de los cargos formulados contra él cuando la 

relación de trabajo vaya a darse por terminada por motivos relacionados con su conducta o su 

rendimiento. La Recomendación precisa que la relación de trabajo no debería darse por 

terminada por una falta del trabajador a menos que el empleador lo haya prevenido por 

escrito de manera apropiada (párrafo 7); que no debería darse por terminada por desempeño 

insatisfactorio a menos que el empleador le haya dado las instrucciones apropiadas 

(párrafo 8); que el trabajador debería tener derecho a contar con la asistencia de otra persona 

cuando se defienda de cargos acerca de su conducta o su trabajo (párrafo 9); que debería 

considerarse que el empleador ha renunciado a su derecho de dar por terminada la relación 

de trabajo de un trabajador a causa de una falta de éste si no ha adoptado esta medida dentro 

de un período razonable (párrafo 10); que el empleador podría consultar a los representantes 

de los trabajadores antes de adoptar una decisión definitiva en los casos de terminación 

individual de la relación de trabajo (párrafo 11); y que empleador debería notificar por 

escrito al trabajador la decisión de dar por terminada su relación de trabajo (párrafo 13).  

37. Recurso contra la terminación (artículos 8 a 10). Los trabajadores tienen derecho a 

recurrir (artículo 8) y a no están obligados a asumir por su sola cuenta la carga de la prueba 

de que su terminación fue injustificada (artículo 9). El Convenio prescribe a tal efecto el 

establecimiento de un organismo neutral, como un tribunal, un tribunal del trabajo, una 

junta de arbitraje o un árbitro (artículo 8), con la facultad de ordenar una reparación, 

incluida la readmisión o el pago de una indemnización (artículo 10). La Recomendación 

señala que podría preverse un procedimiento de conciliación antes de interponer un recurso 

contra una terminación de la relación de trabajo o durante el mismo (párrafo 14) y que los 

trabajadores deberían estar plenamente informados acerca de las posibilidades de recurso 

de que disponen (párrafo 15). 

38. Plazo de preaviso (artículo 11). El trabajador cuya relación de trabajo vaya a darse por 

terminada tendrá derecho a un plazo de preaviso razonable o, en su lugar, a una indemnización, 

a menos que sea culpable de una falta grave de tal índole que sería irrazonable pedir al 

empleador que continuara empleándolo durante el plazo de preaviso (artículo 11). La 

Recomendación preconiza que durante el plazo de preaviso el trabajador debería tener derecho 

a períodos de tiempo libre razonables, sin pérdida de remuneración, con el fin de buscar otro 

empleo (párrafo 16) y que todo trabajador cuya relación de trabajo se haya dado por terminada 

debería tener derecho a recibir un certificado del empleador (párrafo 17). 

39. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos 

(artículo 12). Todo trabajador cuya relación de trabajo se haya dado por terminada tendrá 

derecho a una indemnización por fin de servicios o a otras prestaciones análogas, y a 

prestaciones del seguro de desempleo o a otras formas de seguridad social (artículo 12). 
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40. Consulta de los representantes de los trabajadores (artículo 13) y notificación a la 

autoridad competente (artículo 14). Cuando el empleador prevea terminaciones por 

motivos económicos, tecnológicos, estructurales o análogos proporcionará a los 

representantes de los trabajadores interesados, en tiempo oportuno, la información 

pertinente (artículo 13). Asimismo, el empleador que prevea terminaciones por motivos 

económicos, tecnológicos, estructurales o análogos las notificará lo antes posible a la 

autoridad competente (artículo 14). La Recomendación aconseja adoptar medidas para 

evitar o limitar al máximo las terminaciones, fijar criterios de selección a efectos de la 

terminación, establecer cierta prioridad de readmisión y adoptar medidas encaminadas a la 

atenuación de los efectos de la terminación (párrafos 20 a 26). 

B. Práctica de la CEACR, comités del artículo 24 
y otros órganos de control  

41. La CEACR precisó el alcance de la aplicación de los instrumentos en el Estudio General 

de 1995. En esta sección se hará hincapié en las observaciones que los interlocutores 

sociales han formulado en la Comisión de la Conferencia, destacando especialmente 

aquellas que se refieren a sus respectivas posiciones y, más particularmente, las que tienen 

que ver con las supuestas dificultades señaladas en cuanto a la aplicación del Convenio. 

También se abordarán las inquietudes expresadas por los comités tripartitos establecidos en 

virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT, dado que dichas inquietudes están 

relacionadas con las correspondientes disposiciones sustantivas de los instrumentos. 

42. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones (artículos 1 y 2). Estas 

disposiciones se refieren a las categorías de trabajadores a las cuales debe otorgarse 

protección de conformidad con el Convenio, así como a los métodos que podrían aplicarse 

para garantizar esas protecciones. Las opiniones de la CEACR a este respecto están 

recogidas en los capítulos I y II del Estudio General de 1995.  

43. En su Estudio General de 1974 la CEACR señaló que el tema de que se ocupaba estaba 

regulado en la mayoría de los países «por una combinación variable de leyes, contratos 

colectivos, laudos arbitrales, sentencias judiciales, costumbres o usos y normas laborales» 
1
. En 

cuanto al campo de aplicación, ese mismo año la CEACR hizo hincapié en la inclusión de los 

trabajadores migrantes. El debate acerca de la posible exclusión de los trabajadores con un 

contrato de trabajo de duración determinada, en período de prueba o contratados con carácter 

ocasional ocupaba un párrafo 
2
. Durante la discusión en la Comisión de la Conferencia sobre el 

Estudio General de 1974 ni el Grupo de los Trabajadores ni el Grupo de los Empleadores se 

refirieron a la protección de los trabajadores con un contrato de trabajo de duración 

determinada o para realizar determinada tarea; al tratar la cuestión del campo de aplicación se 

prestó especial atención a la cobertura efectiva de los trabajadores migrantes 
3
. 

44. En los últimos años la CEACR ha tenido la posibilidad de recalcar que el Convenio es 

aplicable a todos los trabajadores, tanto extranjeros como nacionales 
4
. Asimismo, la 

 

1
 OIT. 1974. Estudio General de los informes relacionados con la Recomendación sobre la 

terminación de la relación de trabajo, 1963 (núm. 119), párrafo 14. 

2
 Ibídem, párrafo 20. 

3
 Segunda parte del Informe de la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia, Actas, 

Conferencia Internacional del Trabajo, 59.ª reunión (1974), pág. 526, párrafo 9. 

4
 CEACR, observación – Gabón (2002). 
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CEACR ha señalado que los contratos de duración determinada desempeñan un papel 

variable y un tanto ambiguo, ya que pueden ser un medio de integración o de exclusión del 

empleo estable. En el Estudio General de 1995 se hace notar que existe una tendencia a 

sustituir los empleos asalariados por los empleos por cuenta propia con el fin de eludir la 

protección del Convenio 
5
. 

45. El Convenio no define el concepto de «duración razonable» aplicado a los trabajadores que 

efectúen un período de prueba. Corresponde a cada país determinar los períodos que se 

consideran razonables, siempre que tal determinación se haga de buena fe 
6
. El único 

requisito establecido en el Convenio es que la duración del período se fije de antemano, en 

particular para que el trabajador tenga presentes las condiciones de su contratación y para 

evitar que dicho período se prolongue indebidamente 
7
. Lo mismo puede decirse en 

relación con el concepto de «tiempo de servicios exigido» 
8
.  

46. La Recomendación ofrece ejemplos de garantías adecuadas contra el recurso a contratos de 

trabajo de duración determinada cuyo objeto sea eludir la protección que prevé el 

Convenio. El Estudio General de 1995 también incluía ejemplos de medidas adoptadas por 

diferentes países para limitar su utilización 
9
. Durante todos estos años la CEACR se ha 

mostrado preocupada en relación con los países que no han previsto este tipo de garantías. 

47. La CEACR ha señalado en diversas ocasiones que el párrafo 6 del artículo 2 permite a los 

gobiernos tomar en consideración los avances futuros que favorezcan la modificación de 

las exclusiones mencionadas en la primera memoria. Ha recordado a varios gobiernos que 

el Convenio no autoriza que se enuncien nuevas excepciones otras que aquellas que se 

hayan indicado al presentar la primera memoria 
10

; asimismo, desde 2007 ha formulado 

observaciones a varios gobiernos sobre la exclusión de ciertas categorías de trabajadores 

— que no habían sido enumeradas en la primera memoria — del campo de aplicación del 

Convenio 
11

. Cabe señalar que esta fue una de las cuestiones que se incluyeron en las 

revisiones propuestas que figuran en el estudio breve de 2001 
12

 y en las propuestas 

presentadas a la Comisión LILS en marzo de 2009 
13

. 

 

5
 Estudio General de 1995, párrafo 56. 

6
 Estudio General de 1995, párrafo 40. 

7
 Estudio General de 1995, párrafo 40. 

8
 Estudio General de 1995, párrafo 43. 

9
 Estudio General de 1995, párrafos 45 a 56. 

10
 Estudio General de 1995, párrafo 74. 

11
 Véanse, por ejemplo, CEAR, observaciones – España (presos) (2007), Marruecos (periodistas 

profesionales, mineros, trabajadores de la industria cinematográfica, conserjes de servicio) (2009), 

Australia (exclusión de empleadores con 100 trabajadores) (2008), Turquía (personas empleadas en 

establecimientos con menos de 30 trabajadores, administradores y representantes de los 

empleadores) (2008). 

12
 Párrafo 30 del Estudio breve de 2001. 

13
 La Oficina estimó que podría ser importante: i) promover los principios fundamentales de los 

instrumentos relativos a la terminación de la relación de trabajo, y ii) estudiar la posibilidad de 

reexaminar las cláusulas de flexibilidad del Convenio. Más adelante, en el párrafo 91 del 

documento GB.304/LILS/4, señaló igualmente que «se podrían llevar a cabo actividades de 
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48. Al examinar la aplicación del Convenio, los órganos de control han abordado en varios 

casos la cuestión del recurso a contratos de trabajo de duración determinada.  

49. A continuación se examina una reclamación presentada en virtud del artículo 24 de la 

Constitución en la que se alegó el incumplimiento por Francia 
14

 del Convenio núm. 158.  

 
Estudio de caso: Reclamación presentada en virtud del artículo 24  

en la que se alegó el incumplimiento por Francia del Convenio núm. 158 
(Documento GB.300/20/6 del Consejo de Administración) 

Se constituyó un comité tripartito para examinar una reclamación presentada en virtud del artículo 24 de 
la Constitución de la OIT por la Confederación General del Trabajo – Fuerza Obrera, en la que se alegaba el 
incumplimiento por Francia del Convenio núm. 158 y otros convenios. Por lo que se refería al Convenio 
núm. 158, el comité tripartito analizó la cuestión de si la ordenanza núm. 2005-893 era acorde con las 
disposiciones del Convenio núm. 158, que Francia había ratificado. En la citada ordenanza se había 
establecido un contrato de trabajo de duración indeterminada para las nuevas contrataciones en las empresas 
con un máximo de 20 trabajadores (en adelante, «CNE» por su sigla en francés), el cual permitía eludir la 
aplicación de algunas protecciones previstas en el Código del Trabajo en caso de despido, individual o 
colectivo, en el período de dos años transcurrido desde la celebración de un CNE.  

El Comité tripartito examinó dos cuestiones relativas al Convenio núm. 158: i) si los trabajadores 
contratados en virtud de un CNE podían quedar válidamente excluidos del ámbito de protección del Convenio, 
sobre la base del párrafo 2, b), del artículo 2; y si la aplicación de la ordenanza núm. 2005-893 privaba a los 
trabajadores de la protección prevista en el artículo 4 del Convenio y, de ser así, en qué medida. 

Exclusiones con arreglo al apartado b) del párrafo 2 del artículo 2  

El comité tripartito examinó la posibilidad de que los trabajadores sujetos a un CNE fuesen excluidos del 
ámbito de aplicación del Convenio en virtud de lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 2 del Convenio. Al 
respecto, aunque por una parte el Comité observó que era posible aplicar, sin procedimiento particular, 
exclusiones en virtud del párrafo 2 del artículo 2, por otra parte manifestó dudas acerca de si el párrafo 2 del 
artículo 2 del Convenio constituía «un fundamento suficiente para justificar toda exclusión de la protección que 
pudiera considerarse necesaria para alcanzar esos objetivos». A juicio del Comité, las consideraciones de 
política subyacentes a la institución del CNE, incluido en particular el fomento del pleno empleo productivo, 
bien podrían haber justificado, por su índole, la adopción de medidas en virtud de los párrafos 4 ó 5 del 
artículo 2. El Comité estimó que esas consideraciones guardaban escasa relación con las situaciones 
contempladas en el párrafo 2 del artículo 2, y que el objetivo de calificar el período de consolidación del empleo 
como período de acumulación del «tiempo de servicios exigido» tenía esencialmente por objeto permitir la 
exclusión de los trabajadores contratados por CNE de la aplicación de ciertas disposiciones del Convenio. 

Por otra parte, el Comité analizó la cuestión de si el «período de consolidación del empleo» tenía una 
duración razonable, en el contexto del apartado b) del párrafo 2 del artículo 2 del Convenio. A este respecto, el 
Comité señaló que «la principal preocupación debería estribar en garantizar que la duración del período de 
exclusión de los beneficios derivados del Convenio quede limitada a lo que cabe considerar razonablemente 
necesario a la luz de los objetivos para los cuales se instauró este tiempo de servicios exigido, a saber, en 
particular [para permitir] a los empleadores medir la viabilidad económica y las perspectivas de desarrollo de su 
empresa y permitir a los trabajadores interesados que adquieran competencias laborales o experiencias». Así, 
el Comité no pudo inferir, a partir de los criterios aparentemente considerados por el Gobierno para determinar 
esa duración, que un período de hasta dos años fuese razonable.  

Por consiguiente, el Comité concluyó que no había fundamentos suficientes para considerar que el 
período de consolidación del empleo fuera un tiempo de servicios exigido de duración razonable, en el sentido 
del apartado b) del párrafo 2 del artículo 2, lo cual justificaría la exclusión de los trabajadores interesados de la 
protección derivada del Convenio durante ese período.  

 
promoción junto con un proceso que tome en consideración la revisión parcial de las disposiciones 

del artículo 2 del Convenio mediante la adopción de un protocolo. Asimismo, se podría considerar 

también la posibilidad de introducir una mayor flexibilidad que permita a los Estados que lo han 

ratificado hacer uso de las exclusiones en la aplicación del Convenio, si bien se prevé la celebración 

de consultas tripartitas antes de recurrir a las exclusiones». 

14
 Este estudio de caso figura en la Nota de 2009, págs. 7 y 8. Véase asimismo el 

documento GB.300/20/6. 
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Protecciones en virtud del artículo 4 del Convenio  

El comité tripartito también examinó la cuestión de si los trabajadores sujetos a un CNE estaban 
amparados por las protecciones previstas en virtud del artículo 4 del Convenio. Basándose en las 
comunicaciones del Gobierno, el Comité observó que, en caso de despido durante el período cubierto por el 
CNE: a) los trabajadores despedidos por motivos de rendimiento o conducta (salvo en los casos de índole 
disciplinaria) no tendrán necesariamente, ni en el momento del despido ni antes de éste, la oportunidad de 
defenderse frente a las alegaciones formuladas; b) el requisito previsto en el artículo 4 del Convenio, en 
concomitancia con el artículo 7 del mismo, en virtud del cual se debe comunicar al trabajador un motivo válido 
en el momento del despido o antes de éste, al menos en los casos relacionados con su conducta o su 
rendimiento, sólo debe aplicarse cuando el despido sea de índole disciplinaria; c) los trabajadores podrían 
verse obligados a incoar acciones judiciales simplemente para obtener información en cuanto al motivo del 
despido, y d) aun cuando debe haber una razón válida para el despido, en el sentido de que éste no debe 
constituir un abuso de derecho ni obedecer a motivos relacionados con el estado de salud del trabajador, sus 
opiniones políticas o religiosas, o sus costumbres, en circunstancias que evidencien un acoso o cualquier 
motivo de discriminación enunciado en el Código del Trabajo, no resultaba claro que la ordenanza permitiera la 
adopción efectiva de medidas contra los despidos por otros motivos no válidos. 

Por lo tanto, el Comité llegó a la conclusión de que la ordenanza núm. 2005-893 se apartaba 
considerablemente de lo dispuesto en el artículo 4 del Convenio núm. 158. 

Respecto a lo que antecede, el comité tripartito invitó al Gobierno a que, en consulta con los 
interlocutores sociales: i) tomara todas las medidas necesarias para velar por que las exclusiones de la 
protección prevista en virtud de la legislación por la que se aplica el Convenio núm. 158 se encuentren en 
plena conformidad con las disposiciones del Convenio; y ii) diera cumplimiento al artículo 4 del Convenio 
núm. 158, velando por que los CNE no puedan darse por terminados de no concurrir una causa justificada. 

En la memoria presentada en virtud del artículo 22 de la Constitución, comunicada en 2008, el Gobierno 
informó de que, teniendo en cuenta las recomendaciones del Comité Tripartito, se había aprobado la ley 
núm. 2008-596 de 25 de junio de 2008, dando ejecución a un acuerdo nacional tripartito, por la que se 
abrogaban las disposiciones sobre el CNE. Los CNE que se encontraban en vigencia al publicarse la ley se 
reclasificaron en contratos de duración ilimitada. Además, la Sala de lo Social del Tribunal de Casación de 
Francia, en su sentencia de 1.º de julio de 2008 (núm. 1210) dictaminó también la falta de conformidad del 
CNE con el artículo 2, párrafo 2, b) del Convenio. El CNE no pertenecía a ninguna de las categorías 
contractuales que podían excluirse de la protección del Convenio. El Tribunal sostuvo también que el CNE no 
era conforme a los requerimientos del Convenio. 

En su observación de 2008, la Comisión de Expertos tomó nota con satisfacción de la información 
brindada por el Gobierno por la que se notificaba la aplicación del Convenio a nivel nacional. 

 

50. La Comisión de la Conferencia examinó la aplicación del Convenio por España y sus 

deliberaciones fueron recogidas en el Estudio General de 1995. En la reunión de 1994 de la 

Comisión de la Conferencia los miembros trabajadores pusieron de relieve el elevado 

número de contratos temporales en el mercado de trabajo español. Estimaron que una 

situación de este tipo requería que se prestase especial atención al establecimiento de 

garantías contra el recurso abusivo a este tipo de contrato 
15

. Los miembros empleadores 

declararon que la lógica del Convenio consistía, por una parte, en permitir la exclusión de 

los contratos temporales de su campo de aplicación y, por otra, en exigir el establecimiento 

de garantías para evitar que el recurso a tales contratos esté dirigido a eludir la protección 

que prevé el Convenio. Señalaron que era difícil determinar cuántos contratos temporales 

constituían una violación de esta última disposición, indicando además que evidentemente 

el recurso cada vez más frecuente a este tipo de contratos respondía a otras necesidades 

relacionadas con la evolución de las economías nacionales. Más adelante se facilita 

información sobre la situación actual en España a este respecto (párrafo 175 y siguientes). 

51. Justificación de la terminación (artículos 4 a 6). La CEACR señaló que la piedra angular 

de las disposiciones del Convenio es el requisito de que la terminación se fundamente en 

una causa justificada relacionada con la capacidad o la conducta del trabajador o basada en 

 

15
 Actas Provisionales núm. 25, Conferencia Internacional del Trabajo, 81.ª reunión (1994), 

pág. 25/123. 
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las necesidades de funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio 
16

. A este 

requisito se suma la prohibición de terminar la relación de trabajo por una serie de motivos 

especificados en el artículo 5, varios de los cuales están relacionados con otros convenios o 

principios y derechos fundamentales en el trabajo. En opinión de la CEACR, el hecho de 

que la ausencia temporal por motivo de enfermedad o lesión no constituya una causa 

justificada de terminación de la relación de trabajo puede considerarse un motivo similar a 

los que se enumeran en el artículo 5 del Convenio 
17

.  

52. La CEACR ha señalado que el alcance y la aplicación de las disposiciones del Convenio 

pueden ajustarse de modo que respondan a las condiciones y circunstancias de cada país, 

de ahí que haya solicitado precisiones sobre dichas condiciones y circunstancias 

nacionales 
18

. 

53. La CEACR ha examinado la función de los tribunales del trabajo y otros tribunales en la 

interpretación de las disposiciones nacionales y, por tanto, en el cumplimiento de las 

obligaciones dimanantes del Convenio 
19

. En cuanto a la terminación por ausencia 

temporal del trabajo por motivo de enfermedad o lesión, la CEACR ha tomado nota de los 

métodos utilizados para definir los conceptos de «ausencia temporal» y de «enfermedad o 

lesión» y, en particular, de la interpretación de ambos conceptos por los tribunales; por el 

contrario, no ha formulado ninguna observación sobre las limitaciones impuestas en tales 

contextos 
20

.  

54. Aunque la CEACR ha formulado observaciones sobre el hecho de que, con arreglo al 

Convenio, la incapacidad para el trabajo no puede justificar la aplicación de sanciones 

disciplinarias encaminadas a la terminación, no ha formulado sin embargo ninguna 

observación sobre las leyes o prácticas nacionales que podrían requerir la aplicación de 

sanciones disciplinarias de otro tipo antes de recurrir a esta sanción en última instancia 
21

.  

55. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta (artículo 7). No es 

necesario ofrecer al trabajador la posibilidad de defenderse de los cargos formulados contra 

él cuando «no pueda pedirse razonablemente al empleador que le conceda esta 

posibilidad». En la discusión de la Comisión de la Conferencia sobre el Estudio General de 

1995 los miembros trabajadores, a diferencia de los miembros empleadores, formularon 

observaciones sobre la importancia del artículo 7. Desde 1995 la CEACR ha venido 

formulando observaciones sobre la aplicación de este artículo en varios países. En algunos 

casos la CEACR ha preguntado qué ocurre cuando no se ofrece esta posibilidad 
22

; en 

 

16
 Estudio General de 1995, párrafo 76. 

17
 Estudio General de 1995, párrafo 137. 

18
 CEACR, observación – Turquía (2010) (terminación permitida «en una situación incompatible 

con la buena voluntad o el código ético u otras situaciones análogas»; CEACR, solicitud directa – 

Malawi (2010) (necesidad de una razón justificada); CEACR, solicitud directa – Namibia (2010) 

(razón válida y justificada). 

19
 Estudio General de 1995, párrafo 76. CEACR, observación – Turquía (2010); CEACR, 

observación – Camerún (2010); CEACR, solicitud directa – Antigua y Barbuda (2010). 

20
 Estudio General de 1995, párrafo 137; CEACR, solicitud directa – Antigua y Barbuda (2010); 

CEACR, solicitud directa – Bosnia y Herzegovina (2010).  

21
 CEACR, solicitud directa – Marruecos (2007). Estudio General de 1995, párrafo 93. 

22
 CEACR, solicitud directa – Antigua y Barbuda (2010). 
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otros, cómo puede ofrecerse si no parece haber sido prevista en la legislación 
23

 y cómo se 

ofrece en la práctica la posibilidad de defenderse 
24

. En un caso la CEACR señaló que la 

prohibición de terminar la relación de trabajo antes de haber ofrecido al trabajador la 

posibilidad de defenderse de los cargos formulados contra él no era equivalente a la 

prohibición de terminar la relación de trabajo sin un motivo justificado 
25

. En dos casos se 

ha planteado la cuestión del momento más oportuno, en relación con la terminación 

efectiva de la relación de trabajo, para ofrecer al trabajador esa posibilidad de 

defenderse 
26

; sólo una vez se ha planteado la cuestión de si se ofrece esta posibilidad en 

casos de terminación por motivos que no estén relacionados con la conducta 
27

. 

56. Recurso contra la terminación (artículos 8 a 10). Los instrumentos se refieren al 

principio subyacente a este derecho, a los organismos competentes para examinar el 

recurso, así como a las facultades de dichos organismos y a la carga de la prueba en tales 

casos. Las disposiciones de estos artículos también tratan sobre la aplicación de medidas 

de reparación. 

57. En relación con estas últimas, en la discusión sobre el Estudio General de 1995 los 

miembros empleadores manifestaron que les parecía preocupante que la CEACR opinara 

que al interpretar el Convenio debía prestarse atención a las normas de un determinado 

sistema jurídico 
28

. 

58. Por lo que respecta al seguimiento, desde el Estudio General de 1995 la CEACR ha 

formulado observaciones a ocho países sobre la atribución de la carga de la prueba; en la 

mayoría de los casos ha solicitado información sobre la aplicación en la práctica de esta 

 

23
 CEACR, solicitudes directas – República Centroafricana (2010), Etiopía (2010). 

24
 CEACR, solicitud directa – Malawi (2010). 

25
 CEACR, solicitud directa – Zambia (2010). 

26
 CEACR, observación – España (1996). 

27
 CEACR, solicitud directa – Yemen (2000). 

28
 Según los miembros empleadores, 

«… la clave de algunas interpretaciones erróneas se podrían encontrar en el párrafo 203 del 

Estudio general. En dicho párrafo la clara disposición del artículo 9 relativo a la carga de la 

prueba se vio ensombrecida por la declaración según la cual el Convenio se apartaba del 

derecho contractual y se basaba en el ‛common law’. Una tal declaración sólo tendría sentido 

si su intención fuera la de considerar también otra reglamentación de tradiciones legales o 

sistema muy determinados, a la hora de interpretar el Convenio. Rechazaron con rotundidad la 

intención de tal tentativa. De otro modo, en el futuro, no serían los términos del Convenio, sino 

el sistema legislativo nacional verdaderamente o supuestamente utilizado como modelo para el 

Convenio, el que influiría decididamente en la interpretación de las disposiciones del 

Convenio. Ese resultado estaba totalmente en contradicción con la certeza legal. El más grave 

error de interpretación podía encontrarse en la última oración del párrafo 203 del Estudio 

General, que declara que ‛en los conflictos laborales las disposiciones jurídicas deben ser 

interpretadas en favor del trabajador’. Tal interpretación contravenía los criterios legales, dado 

que significaría que, en todos los casos, las disposiciones legales habían de ser interpretadas a 

favor de los trabajadores.». Véase Actas Provisionales núm. 24, Conferencia Internacional del 

Trabajo, 82.ª reunión (1995), pág. 24/30, párrafo 84. 
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disposición 
29

. En dos casos ha solicitado información sobre las medidas adoptadas para 

garantizar que no sea el trabajador quien asuma por su sola cuenta la carga de la prueba de 

que su terminación fue injustificada 
30

.  

59. Plazo de preaviso (artículo 11). La CEACR ha señalado que el objetivo que se persigue 

al imponer esta obligación a los empleadores que quieran prescindir de los servicios de un 

trabajador es impedir que a este último lo tome por sorpresa la terminación inmediata de la 

relación de trabajo, mitigando de este modo sus consecuencias perjudiciales. 

60. Desde 1995 se han formulado observaciones sobre la aplicación de este artículo en el caso 

de 11 países. El alcance del concepto de «falta grave» ha sido objeto de varias solicitudes 

directas 
31

; la mayor parte de las demás han tratado sobre el alcance de una obligación 

establecida y, en particular, si ésta se refiere a todas las terminaciones justificadas, con la 

posible excepción de aquellas motivadas por una falta grave 
32

. En un caso se trata de la 

falta de disposiciones concernientes al plazo de preaviso 
33

.  

61. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos 

(artículo 12). El Convenio reconoce por igual la indemnización por fin de servicios y las 

prestaciones de otras formas de seguridad social financiadas por el empleador como 

métodos para proteger los ingresos en caso de terminación. La CEACR ha hecho hincapié 

en el hecho de que el Convenio deja al arbitrio de los países la determinación del sistema 

de protección de los ingresos que mejor se adapte a sus condiciones específicas. En efecto, 

nada impide que los países pasen gradualmente de un sistema que sólo otorgue una 

indemnización por fin de servicios a otro en el que esta protección se vea reforzada por 

otra protección parcial en virtud de un sistema de seguridad social que ofrezca prestaciones 

de desempleo, o a otro que únicamente otorgue prestaciones de seguro de desempleo.  

62. En el Estudio General de 1995 la CEACR señaló que la indemnización por fin de servicios 

desempeña un papel importante en la protección de los ingresos en aquellos países en que 

el sistema de seguridad social no prevé esta protección o prevé una protección insuficiente 

en este sentido 
34

. También hizo notar que cada vez más países establecían sistemas de 

seguridad social. De los 163 países que en 1993 habían establecido un sistema de 

seguridad social, 63 habían establecido un régimen de prestaciones de desempleo 
35

. Otros 

15 países cuentan en la actualidad con sistemas obligatorios de prestaciones de desempleo, 

lo que supone un total de 78 países con este tipo de sistemas 
36

. En un caso por lo menos la 

CEACR observó que se habían emprendido reformas de seguridad social que incluían el 

 

29
 CEACR, solicitudes directas – Etiopía (2010), Luxemburgo (2010), Lesotho (2008), Serbia 

(2007), Serbia y Montenegro (2006), Eslovenia (2001). 

30
 CEACR, solicitudes directas – República Centroafricana (2010), República de Moldova (2001). 

31
 CEACR, solicitudes directas – Marruecos (1997), Yemen (1997), Namibia (2001), República 

Centroafricana (2009). 

32
 CEACR, solicitud directa – Ucrania (1998), República de Moldova (2001); CEACR, observación 

– Finlandia (2000) en relación con los trabajadores a tiempo parcial. 

33
 CEACR, solicitud directa – Serbia (2007). 

34
 Estudio General de 1995, párrafos 267 y 268. 

35
 Estudio General de 1995, párrafo 274. 

36
 OIT, Informe Mundial sobre la Seguridad Social 2010-2011, pág. 59. 
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seguro de desempleo 
37

. Aparte de las disposiciones relativas al seguro de desempleo, en 

varios países se han adoptado disposiciones sobre las indemnizaciones por fin de servicios, 

posibilidad que está prevista en el párrafo 1, c) del artículo 12 del Convenio. El recuadro 

comparativo que figura en el anexo VI muestra que, de los Estados Miembros que han 

ratificado el Convenio, 13 han adoptado medidas de protección de los ingresos mediante 

indemnización por fin de servicios, 13 han adoptado medidas de protección que 

comprenden tanto una indemnización por fin de servicios como prestaciones del seguro de 

desempleo, y sólo uno ha adoptado medidas de protección que únicamente comprenden 

prestaciones del seguro de desempleo. 

63. En la discusión de la Comisión de la Conferencia sobre el Estudio General de 1995 los 

miembros empleadores señalaron que, en su opinión, «prever que incluso en caso de 

despido justificado debe haber indemnización (artículo 12 del Convenio) constituye un 

ejemplo de un enfoque del Convenio poco adecuado e irrealista desde el punto de vista de 

los recursos» 
38

. Por su parte, a los miembros trabajadores les parecía que debían tenerse en 

cuenta las interacciones y equilibrios entre los distintos elementos de los sistemas de 

seguridad en el empleo 
39

. 

64. La CEACR ha formulado observaciones a 17 países sobre la indemnización por fin de 

servicios 
40

. Se han formulado varias solicitudes directas pidiendo información sobre la 

manera en que se aplican las disposiciones que autorizan la pérdida de este derecho en caso 

de terminación por falta grave. Otras han solicitado información sobre las condiciones 

atinentes al nivel de los salarios o la duración de los servicios con el mismo empleador. En 

respuesta a estas solicitudes los países interesados han puesto sus respectivas legislaciones 

en conformidad con el Convenio 
41

. 

65. Consulta de los representantes de los trabajadores (artículo 13). Los artículos 13 y 14 se 

leen conjuntamente con los demás artículos del Convenio. La CEACR ha hecho notar que 

la terminación de la relación de trabajo por motivos económicos, tecnológicos u otros 

motivos, al igual que las demás terminaciones emprendidas por iniciativa del empleador, 

deben fundamentarse en una causa justificada y prever procedimientos de recurso 
42

.  

66. En el párrafo 283 del Estudio General de 1995 la CEACR señaló que: 

… la consulta dará lugar a un intercambio de opiniones y al mantenimiento de un diálogo, que 

indefectiblemente redundan en beneficio de los trabajadores tanto como del empleador, al 

preservar el empleo, en la medida en que ello sea factible, y, por ende, unas relaciones 

laborales armoniosas y un clima social propicio a la continuación de las actividades del 

empleador. 

 

37
 CEACR, observación – Turquía (2001). 

38
 Actas Provisionales núm. 24, págs. 24/31-32, párrafo 87. 

39
 Actas Provisionales núm. 24, pág. 24/32, párrafo 91. 

40
 Bosnia y Herzegovina, República Centroafricana, República Democrática del Congo, Chipre, 

Etiopía, Malawi, República de Moldova, Namibia, Níger, Santa Lucía, Serbia, Serbia y 

Montenegro, España, Turquía, Ucrania, Yemen, Zambia. 

41
 CEACR, solicitud directa – Malawi (1993) (mínimo cinco años con el mismo empleador); CEACR, 

solicitud directa – Namibia (2001) (mínimo 12 meses de empleo ininterrumpido). Aún está pendiente 

la cuestión de la práctica en el caso de Zambia. CEACR, solicitud directa – Zambia (2008). 

42
 Estudio General de 1995, párrafo 276. 
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67. Los miembros empleadores de la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia se 

preguntaron: 

… cuál [era] la razón de dividir la expresión «consulta» en las expresiones «intercambio de 

opiniones» y «mantenimiento de un diálogo» (...) consideraron que en efecto esas 

subcategorías podrían haber sido traducidas a otros idiomas si hubiesen tenido un sentido 

tradicional sólo en un país. Se preguntaron cuál era la razón de que esas expresiones utilizadas 

en un contexto nacional determinado [tuvieran que] imponerse a la expresión «consulta» 

utilizada en todo el mundo. Los miembros empleadores estimaron que si en el futuro se 

examinase la aplicación del Convenio núm. 158 a un caso determinado debería hacerse 

referencia al párrafo núm. 283 del Estudio General del presente año y se llegaría a la 

conclusión de que esta particular expresión «consulta» debe entenderse como un intercambio 

de opiniones y mantenimiento de un diálogo. Si en un caso concreto falta uno de esos 

elementos, esto se consideraría como incumplimiento del Convenio 
43

. 

68. Por su parte, los miembros trabajadores manifestaron lo siguiente al exponer su punto de 

vista sobre la importancia de las consultas: 

La negociación y la consulta colectivas son por excelencia medios para prevenir los 

despidos e instrumentar medidas de reparación social. No obstante, debe recurrirse a ellos antes 

de que se hayan tomado las decisiones. Las autoridades públicas tienen también un papel 

importante que desempeñar, por ejemplo sosteniendo esfuerzos para la formación, la colocación, 

la mediación, la financiación o cofinanciación de las garantías de ingresos, etcétera 
44

. 

69. En 2009, en una observación general sobre el Convenio, la CEACR subrayó que el «diálogo 

social es un procedimiento esencial para responder a los despidos colectivos — la consulta 

con los trabajadores o con sus representantes debería permitir encontrar la manera de evitar o 

de minimizar el impacto social y económico de los despidos para los trabajadores». 

70. La CEACR ha formulado observaciones en las que: reconoce los límites que pueden 

establecerse a las consultas 
45

; solicita información sobre la manera en que se aplica la 

disposición relativa a las consultas en el caso de los funcionarios públicos 
46

; pide que se 

aclare el alcance de las consultas que se refieren específicamente a los fines establecidos en 

el párrafo 1, b) del artículo 13 
47

; solicita información sobre la manera como se aplica en la 

práctica el requisito sobre las consultas 
48

; pregunta cómo se da efecto al artículo 13 en 

términos generales 
49

; y pide que se informe sobre las medidas adoptadas para dar efecto a 

dicha disposición 
50

.  

 

43
 Actas Provisionales núm. 24, pág. 24/33, párrafo 81. 

44
 Actas Provisionales núm. 24, pág. 24/36, párrafo 98. 

45
 CEACR, observación – España (1997). 

46
 CEACR, solicitud directa – Finlandia (1996). 

47
 CEACR, observación – República de Moldova (2003); CEACR, solicitudes directas – Serbia y 

Montenegro (2006), Letonia (2003), Ucrania (1999), Zambia (2010). 

48
 CEACR, observación – Lesotho (2008); CEACR, solicitudes directas – Malawi (2010), República 

de Moldova (2009), Serbia (2007), Ucrania (2008). 

49
 CEACR, solicitudes directas – República Centroafricana (2010), Santa Lucía (2009), Yemen (2000). 

50
 CEACR, observaciones – Turquía (2001), República Bolivariana de Venezuela (2008). 
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71. Los miembros empleadores manifestaron que las medidas preconizadas en el Estudio 

General de 1995 para evitar y limitar las terminaciones 
51

 «daban la impresión ilusoria de 

que con buena voluntad y suficientes esfuerzos era posible evitar los despidos, incluso en 

aquellas situaciones en que era necesario recurrir a esta medida» 
52

.  

72. Los despidos colectivos que se produjeron a raíz de la crisis económica mundial de 2008 

demuestran que en determinadas circunstancias no pueden evitarse, de ahí que sea 

necesario reglamentar el despido 
53

. La consulta con los representantes de los trabajadores 

puede considerarse un mecanismo para gestionar eficazmente las consecuencias sociales de 

despidos de dicha índole 
54

.  

73. Notificación a la autoridad competente (artículo 14). La CEACR ha señalado que el 

Convenio deja a cada país entera libertad para decidir el curso que se dará a la notificación 

presentada a las autoridades competentes 
55

. Asimismo, ha indicado que el momento en el 

cual debe hacerse efectiva la notificación y, específicamente, si ésta debería ser simultánea 

o posterior a la consulta, dependerá de los métodos de aplicación nacionales y, sobre todo, 

de la función que incumba a los representantes de los trabajadores y a la autoridad 

competente, respectivamente 
56

. 

74. Desde 1995 la CEACR ha formulado observaciones en las que: reconoce los plazos 

permitidos para hacer efectiva la notificación a la autoridad competente 
57

; pide 

información sobre los pormenores relativos a la aplicación en la práctica de esta 

disposición 
58

; pide precisiones sobre el plazo de preaviso mínimo 
59

; solicita información 

sobre las medidas previstas para hacer plenamente efectiva esta disposición 
60

; y pide que 

se establezca un plazo mínimo con arreglo a lo dispuesto en el apartado 3) del 

artículo 14 
61

. 

 

 

51
 Estudio General de 1995, párrafo 315 y ss. 

52
 Actas Provisionales núm. 24, pág. 24/31, párrafo 86. 

53
 Véase la referencia a los instrumentos de la OIT sobre la terminación de la relación de trabajo que 

figura en el apartado 2 del párrafo 14 del Pacto Mundial para el Empleo. 

54
 Baker & Mckenzie 2009. The Global Employer: How to Respond to a Global Crisis. Servicio de 

asistencia de la OIT, 2009. The Financial & Economic Crisis: Responding Responsibly, Some 

frequently asked questions. 

55
 Estudio General de 1995, párrafo 290. 

56
 Estudio General de 1995, párrafo 289. 

57
 CEACR, observación – España (1997). 

58
 CEACR, solicitudes directas – República Bolivariana de Venezuela (1996), Yemen (1998), 

Ucrania (1998, Letonia (2003). 

59
 CEACR, solicitudes directas – República Bolivariana de Venezuela (2000), Namibia (2001). 

60
 CEACR, observación – Turquía (2001); CEACR, solicitudes directas – Etiopía (2010), Malawi 

(2010). 

61
 CEACR, solicitudes directas – Bosnia y Herzegovina (2008), Antigua y Barbuda (2009), Santa 

Lucía (2010). 
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Directiva núm. 98/59/CE del Consejo de 20 de julio de 1998 relativa a la aproximación  

de las legislaciones de los Estados miembros que se refieren 
a los despidos colectivos 

El Consejo de la Unión Europea adoptó en 1998 una Directiva cuyas prescripciones en materia de 
consulta y notificación guardan relación con las del Convenio núm. 158. En virtud de esta Directiva, tal y como 
ha sido transpuesta por los Estados miembros, cuando el empresario tenga la intención de efectuar despidos 
colectivos, deberá consultar, en tiempo hábil, a los representantes de los trabajadores con vistas a llegar a un 
acuerdo. Las consultas versarán, como mínimo, sobre las posibilidades de evitar o reducir los despidos 
colectivos y de atenuar sus consecuencias, mediante el recurso a medidas sociales de acompañamiento 
destinadas, en especial, a la ayuda para la readaptación o la reconversión de los trabajadores despedidos. La 
Directiva establece requisitos en materia de información, así como una serie de procedimientos que deberán 
seguirse en tales casos, incluida la notificación a la autoridad pública competente. 

La Directiva no se aplica a los despidos colectivos efectuados en el marco de contratos de trabajo 
celebrados por una duración o para una tarea determinadas; a los trabajadores de las administraciones 
públicas o de las instituciones de derecho público; ni a las tripulaciones de buques marítimos. También se fijan 
umbrales cuantitativos al número de despidos previstos en relación con el número de trabajadores empleados 
en los centros de trabajo. 

Los 27 Estados miembros tienen la obligación de incorporar la Directiva en su legislación nacional. 
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Parte III. Examen de la legislación relativa a la 
terminación de la relación de trabajo 

Diez estudios por país 

75. En esta parte se analiza la legislación y la práctica relativas a la terminación de la relación 

de trabajo en diez países seleccionados. Los estudios nacionales se realizaron en función 

de unas pautas comunes que se recogen en el anexo V y que se establecieron en consulta 

con la Oficina. No en todos los casos fue posible recopilar y presentar los datos 

especificados en las pautas. Por ejemplo, se solicitó expresamente a la Oficina de 

Estadística de Suiza que proporcionara datos sobre despidos, pero ésta indicó que no 

recopilaba dicha información. Chile, España y Sudáfrica presentaron datos sobre tipos de 

contratos. Se recibieron datos sobre los motivos de la terminación de la relación laboral 

para Chile (según figuran en las cartas de despido) y Yemen. Se presentaron datos sobre 

casos de recursos para Jordania (si bien no constaban los motivos), España y Yemen. Esto 

no hace sino corroborar lo que ya se sabía, y es que escasean los datos comparativos sobre 

despidos 
1
. En algunos casos, los datos disponibles resultaban irrelevantes, mientras que en 

otros se logró obtener la información necesaria a raíz de las cuestiones planteadas en los 

estudios por país, como fue el caso respecto de los datos relativos al mercado de trabajo de 

Australia, Singapur y Yemen. Dadas las circunstancias, no se pudo llegar a una conclusión 

respecto de ciertos asuntos como por ejemplo el alcance de la protección efectiva. 

Australia 

76. Australia ratificó el Convenio en 1993. Se pueden observar las tendencias relativas a la 

aplicación del Convenio a lo largo de tres períodos regidos por disposiciones legislativas 

diferentes pero conexas, y que coinciden con cambios de Gobierno: la Ley de Relaciones 

Laborales de 1996 (Workplace Relations Act, en adelante «Ley de Relaciones Laborales»), 

la Ley de Reforma de las Relaciones Laborales (elección del trabajo) de 2005 (Workplace 

Relations Amendment (Work Choices) Act, en adelante «Ley de Elección del Trabajo») y la 

última reforma, plasmada en la Ley sobre Trabajo Equitativo de 2009 (Fair Work Act, en 

adelante «Ley sobre Trabajo Equitativo»). 

77. Al tratarse de una confederación, el Parlamento Nacional de la Mancomunidad de 

Australia está facultado para legislar en determinadas cuestiones específicas. En la medida 

en que la Mancomunidad no ejerza sus competencias, los seis estados pueden aprobar 

leyes propias. A consecuencia de los acontecimientos judiciales y legislativos de los 

veinte últimos años, cinco de los seis estados han transferido determinadas competencias 

legislativas a la Mancomunidad 
2
. Por consiguiente, la Ley sobre Trabajo Equitativo, 

aprobada por la Mancomunidad, se ha podido aplicar sin excepción a todos los 

empleadores y empleados del sector privado de los cinco estados a partir del 1.º de enero 

de 2010. También se aplica a todos los funcionarios públicos federales y a la mayoría de 

 

1
 Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos, OCDE Employment Outlook 2010 — 

Moving beyond the jobs crisis, pág. 176. 

2
 Véanse Industrial Relations (Commonwealth Powers) Act 2009 (NSW); Fair Work 

(Commonwealth Powers) Act 2009 (Vic); Fair Work (Commonwealth Powers) and Other 

Provisions Act 2009 (Qld); Fair Work (Commonwealth Powers) Act 2009 (SA); Industrial Relations 

(Commonwealth Powers) Act 2009 (Tas). Uno de los cinco estados, Victoria, dispone de un acuerdo 

similar desde 1996. 
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los funcionarios públicos del Estado de Victoria. Sólo el Estado de Australia Occidental se 

ha negado a cooperar con la Mancomunidad, pero incluso en ese Estado la Ley sobre 

Trabajo Equitativo ampara a más del 60 por ciento de los empleados. Anteriormente, la 

aplicación de la Ley de Relaciones Laborales descansaba en diversas bases 

constitucionales; en ese período, la CEACR tomó nota con interés de la primera memoria 

del Gobierno sobre la aplicación del Convenio y pidió información sobre su aplicación 

práctica 
3
. 

78. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones. Durante los períodos 

examinados, tres exclusiones han sido objeto de modificaciones legislativas y políticas. 

79. En virtud de la Ley de Relaciones Laborales, se preveía un plazo de tres meses de servicio 

continuo para poder acogerse a la protección frente a un despido sin causa justificada. Ese 

plazo se amplió a seis meses con la aprobación de la Ley de Elección del Trabajo y se 

mantuvo en la Ley sobre Trabajo Equitativo. Esta última ley introdujo un plazo de un año 

para los «pequeños empresarios», esto es, las empresas con menos de 15 trabajadores. 

80. Antes de la Ley de Elección del Trabajo no había limitaciones legislativas en función del 

tamaño de la empresa. Esta ley introdujo una excepción para los empleadores con menos 

de 100 empleados 
4
. La Ley sobre Trabajo Equitativo eliminó esa excepción, y en su lugar 

introdujo la categoría de pequeños empresarios en relación con los aspectos de la 

protección que se describen más adelante. 

81. Por último, antes de la adopción de la Ley de Elección del Trabajo, los empleados que 

habían sido despedidos podían alegar que habían sido objeto de un despido injustificado si 

no se había respetado la justicia procesal en el procedimiento de despido. La Ley de 

Reforma introdujo una exclusión basada en «motivos operativos legítimos» (genuine 

operational reasons) que impedía que se presentara una demanda por despido 

improcedente si se aducían motivos económicos, tecnológicos, estructurales o análogos 

relacionados con la empresa, establecimiento, servicio o negocio del empleador o con parte 

de éste. La Ley sobre Trabajo Equitativo sustituyó la exclusión basada en «motivos 

operativos legítimos» por una protección mucho más delimitada, denominada «despido 

legítimo» (genuine redundancy), que se definía como una situación en la que «el 

empleador ya no necesitaba que nadie efectuara el trabajo desempeñado por el empleado 

debido a los cambios sobrevenidos en los requisitos operativos de las empresas del 

empleador», siempre que se hubieran llevado a cabo consultas de conformidad con lo 

estipulado en los correspondientes convenios o contratos 
5
. 

 

3
 CEACR: solicitud directa – Australia (1997). 

4
 Ley de Elección del Trabajo, artículo 643(10). 

5
 Véase Forsyth, A. 2008. «Australian regulation of economic dismissals: Before, during and after 

‹Work Choices›». Sydney Law Review, vol. 30, págs. 506-536. 
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Ley de Relaciones 
de Trabajo (1996) 

 Ley de Elección del Trabajo (2005)  Ley sobre Trabajo Equitativo (2009) 

Plazo de 3 meses  Plazo de 3 meses ampliado a 6 meses 

Exención relativa a la terminación de 
la relación de trabajo si el empleador 
tiene menos de 100 empleados 

Exención relativa a los empleados con 
contratos estacionales 

 Eliminación de la exclusión relativa a la 
demanda por despido injustificado en las 
empresas con menos de 100 empleados 

Eliminación de las exclusiones relativas a: 
a) los trabajadores con contratos de duración 
determinada o contratos por obra y servicio,  
y b) los trabajadores despedidos durante o al 
finalizar el período de prueba 

Conservación del plazo de 6 meses 

Plazo establecido en 12 meses para las 
empresas con menos de 15 empleados 

82. La Ley sobre Trabajo Equitativo establece un «umbral de ingresos altos» — actualmente a 

partir de 108.300 dólares australianos — que impide que se presente una demanda por 

despido injustificado. Los ingresos medios anuales de un adulto que trabaja a tiempo 

completo se sitúan en torno a los 68.000 dólares australianos, según las cifras 

correspondientes a los ingresos medios semanales para el sector público y el sector privado 

de mayo de 2010. En relación con lo anterior, se establece otra limitación en virtud de la 

cual el empleado que recurre debe estar cubierto por un convenio sectorial (modern award) 

o por un acuerdo colectivo de empresa; en la práctica, esto podría suponer la exclusión del 

personal de la alta dirección 
6
. 

 
Cambios legislativos y políticos que afectan a las pequeñas empresas en Australia 

La Ley de Elección del Trabajo introdujo una exclusión relativa a las empresas con menos de 
100 empleados para ayudar a las empresas más pequeñas. El Gobierno de entonces explicó que «el costo de 
las demandas por despido injustificado resulta demasiado oneroso para las pequeñas empresas, que no 
siempre tienen los conocimientos o recursos necesarios para hacerles frente. Se trata de un costo que las 
pequeñas y medianas empresas no se pueden permitir» 1. Un estudio de Oslington y Freyens citado por el 
Gobierno puso de manifiesto que el costo medio de los despidos recurridos podía alcanzar los 15.000 2 dólares 
australianos, o el 35,7 por ciento del costo salarial anual. En el estudio también se estimaba que el costo medio 
de los despidos no recurridos ascendía a 3.044 dólares australianos, o el 10,3 por ciento del costo salarial 
anual. 

El Gobierno explicó también que «las exclusiones propuestas reducirían las barreras a la creación de 
empleo y beneficiarían a los empleados potenciales que anteriormente hubieran podido quedar al margen del 
mercado de trabajo». El Gobierno hizo referencia a un estudio de Harding en el que «se ponía de manifiesto 
que las leyes sobre el despido contribuían a la pérdida de cerca de 77.000 empleos en empresas que solían 
contratar trabajadores y que dejaron de hacerlo. Sin embargo, el impacto sobre el crecimiento del empleo 
podría ser superior a lo estimado en el estudio, dado que en estas cifras no se contabiliza la pérdida de 
puestos de trabajo en empresas que se han visto obligadas por ley a reducir su plantilla pero que aún tienen 
empleados. Tampoco se incluyen los puestos de trabajo que podían haberse creado de no haber existido una 
ley sobre el despido injustificado. En el estudio también se puso de relieve que esas leyes repercuten 
negativamente en los solicitantes de empleo más desfavorecidos, demostrando que las empresas están ahora 
menos dispuestas a contratar a jóvenes, desempleados de larga duración y personas con un bajo nivel 
educativo, y que en su lugar recurren a trabajadores ocasionales y a trabajadores con contratos de duración 
determinada o períodos de prueba más largos». 

En el estudio de Oslington y Freyens, además de calcular los costos, también se examinaba la 
documentación y metodologías basadas en las encuestas que se utilizaban para elaborar estimaciones del 
impacto en el empleo, incluida la de Harding. A partir de las pruebas empíricas del costo real de la terminación 
de la relación laboral, y teniendo en cuenta la frecuencia de los despidos recurridos, Oslington y Freyens 
estimaron que el impacto en el empleo directo de los cambios entonces propuestos en Australia en relación 
con la protección frente al despido injustificado era significativamente inferior a 77.000 puestos de trabajo 3. 

 

6
 Se observó una exclusión similar en el Estudio General de 1995, párrafo 85. 
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A partir de las características reales del tamaño de la empresa, el Gobierno actual ha estimado que la 
exclusión privó de la protección frente al despido improcedente a aproximadamente el 56 por ciento de los 
empleados de Australia 4. Los casos de recurso disminuyeron considerablemente tras la aprobación de la Ley 
de Elección del Trabajo 5. 

En la Ley sobre Trabajo Equitativo también se contemplaba un trato especial para determinadas 
pequeñas empresas en lo referente a la terminación de la relación de trabajo, y situaba el umbral en 
15 empleados en lugar de 100. Además de un plazo de 12 meses, se incluyó un código sobre despido 
justificado en las pequeñas empresas que reduce la carga de la prueba para los empleadores en caso de que 
el motivo del despido sea una falta grave 6. Una decisión reciente ratifica el criterio mínimo en el marco del 
código sobre despido justificado en las pequeñas empresas. El despido estará justificado si el pequeño 
empresario tiene motivos fundados para llegar a esa conclusión; lo que se examina no es la conducta del 
empleado, sino la opinión del empleador 7. 

1 Explanatory Memorandum, Workplace Relations Amendment (Work Choices) Bill 2005, pág. 26.   2 En realidad, 14.705 
dólares australianos según Oslington y Freyens.   3 Freyens, B. y Oslington, P. 2007. Dismissal costs and their impact on 
employment: Evidence from Australian Small and Medium Enterprises. The Economic Record, 83, 1-15.   4 Explanatory 
Memorandum, Fair Work Bill 2008 (Cth) [r.210].   5 Chapman, A. 2009. Protections in relation to dismissal: From the 
Workplace Relations Act to the Fair Work Act. University of New South Wales Law Journal, 32(3), 746-771.   6 Ibíd.   
7 Narong Khammaneechan v. Nanakhon Pty Ltd ATF Nanakhon Trading Trust T/A Banana Tree Café (U2010/8180), 14 de 
octubre de 2010, http://www.fwa.gov.au/decisionssigned/html/2010fwa7891.htm (consultado el 5 de noviembre de 2010): 
«De entrada, conviene observar que, a diferencia de la consideración del despido de un empleado de una empresa que no 
es un pequeño empleador, la función de la Ley sobre Trabajo Equitativo no consiste en establecer a partir de las pruebas si 
existía un motivo válido para el despido. Esto es, el ejercicio que nos ocupa no implica hallar pruebas de si el demandante 
es o no culpable. La aplicación del código sobre despido justificado en las pequeñas empresas implica la determinación de 
si había motivos fundados para que el denunciado llegue a la conclusión de que la conducta del demandante era tan grave 
que justificara su despido inmediato. Como tal, la determinación debe estar basada en el conocimiento que tenía el 
empleador en el momento del despido, y exige necesariamente una evaluación de la razonabilidad de las medidas tomadas 
por el empleador para recabar la información pertinente en la que se basó la decisión del despido.», párrafo 60. 

 

83. Los datos correspondientes a agosto de 2009 indican que 9,33 millones de empleados, la 

mayor proporción (36 por ciento) de los grupos para los cuales se dispone de datos, trabajan 

en empresas de 100 empleados o más. Esos datos no incluyen los lugares de trabajo con 

15 empleados o menos, por lo que resulta difícil establecer qué porcentaje de empleados 

trabaja para pequeños empleadores. La cifra se situaría entre el 23 y el 37 por ciento 
7
. 

Gráfico 1. Australia: Tamaño del lugar de trabajo por número de empleados, 
en su empleo principal, proporcional, agosto de 2009 

 
Fuente: Oficina de Estadística de Australia, Employee earnings, benefits, and trade union members, table 5 (series 6310.0) (agosto de 2009). 

 

7
 Australian Bureau of Statistics, Employee earnings, benefits, and trade union members 

(series 6310.0) (agosto de 2009). 
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Cobertura de la fuerza de trabajo 

Las cifras más recientes publicadas por la Oficina de Estadística de Australia (ABS) revelan que cerca 
del 9 por ciento de todas las «personas empleadas» trabajan como «contratistas independientes» en su 
empleo principal 1. Por consiguiente, esos trabajadores no pueden acogerse a las medidas de protección del 
empleo previstas en la Ley sobre Trabajo Equitativo. Con respecto a los empleados, el Gobierno federal 
estimaba en noviembre de 2008 que su entonces propuesta de ley sobre la terminación de la relación de 
trabajo — en la que contemplaba un plazo y limitaciones a los salarios altos — significaría que cerca del 80 por 
ciento de los trabajadores estaría facultado para presentar una demanda por despido injustificado, frente a sólo 
el 44 por ciento en el marco de la Ley de Relaciones Laborales vigente hasta entonces 2. Esa cifra asciende al 
100 por ciento en lo referente a los recursos de despidos por motivos prohibidos o discriminatorios, esto es, 
«terminación ilícita» en virtud de la legislación anterior. 

1 Australian Bureau of Statistics, Forms of Employment, November 2009, Catalogue No 6359.0, Canberra, 2010.   
2 Explanatory Memorandum, Fair Work Bill 2008, págs. lxxxi–lxxxiii (Regulatory Analysis, Attachment B). 

 

84. Justificación de la terminación. En esos tres períodos, la terminación de la relación de 

trabajo se consideraba «despido injustificado» si se determinaba que había sido «duro, 

injusto o infundado» y «despido nulo» cuando obedecía a motivos prohibidos, siempre que 

fueran coherentes con los motivos aducidos en el Convenio. 

  Ley de Relaciones 
Laborales (1996) 

 Ley de Elección del Trabajo 
(2005) 

 Ley sobre Trabajo Equitativo 
(2009) 

Despido 
injustificado 

 Cuando la terminación de 
la relación de trabajo es 
«dura, injusta o infundada» 

 Sin modificaciones  Sin modificaciones 

Despido nulo  El empleador no puede 
poner fin a la relación de 
trabajo, a tenor de lo 
establecido en el artículo 5 

 Sin modificaciones  Prácticamente inalterado 
Introducción de un motivo nuevo: 
«responsabilidades como cuidador» 
El «despido nulo» se incluye en la 
«acción adversa» 

85. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta. Se examinan todas las 

circunstancias de la terminación con miras a determinar si ha sido improcedente, esto es, 

«dura, injusta o infundada». También se contempla si al empleado acusado de mala 

conducta o de incapacidad para desempeñar el trabajo se le ha dado la oportunidad de 

defenderse. Sin embargo, el hecho de que no se le haya dado esa oportunidad no implica 

que el despido sea improcedente, siempre que el empleador pueda justificar el despido 
8
. 

86. Recurso contra la terminación. Se puede presentar un recurso frente a un despido 

injustificado ante la autoridad encargada de aplicar la Ley sobre Trabajo Equitativo, que 

está facultada para conciliar, mediar y, en última instancia, arbitrar en la materia. El 

recurso debe presentarse en un plazo de 14 días a partir del despido, si bien la autoridad 

puede prorrogar ese plazo en circunstancias excepcionales 
9
. Ese período era de 21 días en 

la Ley de Relaciones Laborales y la Ley de Elección del Trabajo. En virtud de la Ley sobre 

 

8
 Byrne v Australian Airlines Ltd (1995) 185 CLR 410. Véase, Industrial Relations Act 

1988, sección 170DC, en virtud del cual la falta de un juicio justo haría que el despido fuera 

improcedente, con independencia de que la conducta o el desempeño del empleado puedan justificar 

el despido: véase Shields v. Carlton & United Breweries (NSW) Pty Ltd (1999) 86 FCR 446. 

9
 Ley sobre Trabajo Equitativo, artículo 394i. 
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Trabajo Equitativo, se aplica una limitación de 60 días para los recursos frente a los 

despidos nulos 
10

. 

87. La Autoridad encargada de aplicar la Ley sobre Trabajo Equitativo está facultada para 

estudiar los motivos del despido y establecer si éste está justificado. Habida cuenta de que 

es necesario demostrar ante la autoridad que el despido no está justificado 
11

, en la práctica 

es el demandante quien debe establecer que cabe una reparación. Por otra parte, cuando el 

empleador alega una falta del demandante, y no se admite la alegación, le corresponde al 

empleador demostrar que el trabajador incurrió en una falta 
12

. La situación relativa a la 

carga de la prueba es diferente si el empleado alega que el despido es nulo. En esos casos, 

el empleador es quien debe demostrar que el empleado no fue despedido por un motivo 

prohibido 
13

.  

88. Si se determina que la terminación ha sido improcedente o nula, puede solicitarse una 

reparación completa, incluida la readmisión. Las indemnizaciones tienen un límite máximo 

en caso de despido sin causa justificada, pero no en caso de despido nulo, en el que 

también se puede imponer una sanción al empleador. 

  Ley de Relaciones Laborales 
(1996) 

 Ley de Elección del Trabajo 
(2005) 

 Ley sobre Trabajo 
Equitativo (2009) 

Despido 
injustificado 

 Readmisión con o sin efectos 
retroactivos en el salario o, si no 
procede la readmisión, 
indemnización por un máximo de 
6 meses de salario 

 También se tendrá en cuenta 
que la falta en que ha incurrido 
el empleado haya contribuido 
a la decisión de despido 

Se prevé que no se pagarán 
indemnizaciones por shock, 
angustia o humillación 

 Sin modificaciones 

Despido nulo  Readmisión, indemnización sin 
límite máximo, sanción 

 Sin modificaciones  Sin modificaciones 

89. Plazo de preaviso. En los tres regímenes normativos se exige un preaviso acorde con la 

antigüedad del empleado. En la Ley sobre Trabajo Equitativo se añade que el preaviso 

deberá formularse por escrito, y se prevé un plazo mínimo de una semana y máximo de 

cuatro semanas si el empleado tiene una antigüedad superior a cinco años. Se permite 

sustituir el preaviso por una compensación dineraria. El requisito de preaviso no afecta a: 

a) los empleados contratados para «un período específico, una tarea específica, o una 

temporada específica» 
14

; b) los empleados despedidos por una falta grave; c) los 

 

10
 Ley sobre Trabajo Equitativo, artículo 366. 

11
 Ley sobre Trabajo Equitativo, artículo 385. 

12
 Hinchey v North Goonyella Coal Mines Pty Ltd (2009) 178 IR 252. 

13
 Ley sobre Trabajo Equitativo, artículos 361 y 783. 

14
 Los tribunales sostienen que no se considerará que los contratos de trabajo son para un período, 

una tarea o una temporada específicos si pueden extinguirse mediante preaviso, incluso si se 

puede pactar que el contrato vencerá en una fecha determinada o al finalizar un trabajo concreto: 

Cooper v. Darwin Rugby League Inc (1994) 1 IRCR 130; Andersen v. Umbakumba Community 

Council (1994) 1 IRCR 457; SPC Ardmona Operations Ltd v. Esam (2005) 141 IR 338. En el 

artículo 123, 2), también se prevé que esa excepción no se aplicará si un «motivo sustancial» para 

contratar al empleado bajo esa modalidad era evitar la aplicación de las normas mínimas relativas al 

preaviso de despido. Esta cláusula, que se remonta a 1993, se incluyó de conformidad con el 

párrafo 3 del artículo 2 del Convenio. 
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empleados ocasionales (temporeros); y d) los trabajadores en formación (que no sean 

aprendices) contratados por un período concreto o exclusivamente para la duración del 

convenio de formación. 

90. También existen excepciones al plazo de preaviso para determinados empleados jornaleros 

o semanales en el sector de la construcción o en las industrias cárnicas 
15

. 

Ley de Relaciones Laborales 
(1996) 

 Ley de Elección del Trabajo 
(2005) 

 Ley sobre Trabajo Equitativo (2009) 

El empleador debe presentar un 
preaviso de conformidad con una 
escala variable de plazos de 
preaviso mínimos 

 Sin modificaciones  Se añade el requisito de que el 
empleador debe formular el preaviso 
por escrito 

91. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. Un 

trabajador que ha perdido su empleo suele tener derecho a percibir un apoyo a los ingresos. 

El apoyo previsto en la legislación vigente se evalúa en función de los recursos. Para tener 

acceso al mismo, la persona debe estar buscando un empleo remunerado y participar en 

diversas actividades concebidas para aumentar las posibilidades de conseguir un empleo. 

En la Ley sobre Trabajo Equitativo se añadió el derecho general a percibir una 

indemnización por despido en función de la antigüedad en los casos en que el empleado 

haya sido despedido porque el empleador «ya no necesitaba que nadie efectuara el trabajo 

desempeñado por el empleado» y el empleado tenga una antigüedad mínima de 

12 meses 
16

. Los pequeños empleadores están exentos de la obligación de satisfacer una 

indemnización por despido; en otros casos se puede aplicar una excepción especial si se 

demuestra que el empleador es insolvente. 

Ley de Relaciones Laborales 
(1996) 

 Ley de Elección del Trabajo 
(2005) 

 Ley sobre Trabajo Equitativo (2009) 

Prestación por desempleo a 
través de la seguridad social 

 Sin modificaciones  Sin modificaciones 
Se añade el derecho general a percibir 
una indemnización por fin de servicios 
en función de la antigüedad en casos de 
despido; no se aplica a los empleadores 
con menos de 15 empleados 

92. Consulta de los representantes de los trabajadores. Todos los convenios sectoriales 

(modern awards) — que amparan a casi todos los trabajadores del país — contienen una 

cláusula que obliga a los empleadores a notificar a los empleados y a sus representantes 

cualquier cambio relevante que pueda tener un impacto significativo en los empleados, y/o 

cualquier decisión de despido, y posteriormente discutir acerca de esos cambios 
17

. La Ley 

sobre Trabajo Equitativo exige que todos los acuerdos de empresa nuevos contengan una 

cláusula que haga obligatoria la consulta sobre esos cambios. Si las partes no logran 

acordar una cláusula propia, el convenio deberá incluir una cláusula tipo 
18

. 

 

15
 Ley sobre Trabajo Equitativo, artículo 123, 3). 

16
 Véase también SHI, E. 2008. Redundancy pay in Australia – Before and after work choices, en 

Labor Law Journal, vol. 59, págs. 47-68. 

17
 Véase Award Modernisation Statement (2008), 177 IR 8 at [18]. 

18
 Fair Work Regulations 2009, Schedule 2-3. 
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93. Si el empleador decide despedir a 15 o más empleados «por motivos económicos, 

tecnológicos, estructurales o análogos», deberá notificarlo a los sindicatos representativos 

y darles la oportunidad de efectuar consultas acerca de las medidas para evitar o minimizar 

los despidos propuestos, o bien atenuar sus consecuencias 
19

. Si esto no se lleva a cabo, 

uno de los empleados afectados o el sindicato podrán solicitar reparación ante la autoridad 

encargada de la aplicación de la Ley sobre Trabajo Equitativo 
20

. La autoridad podrá dictar 

«las medidas que considere apropiadas, por razones de interés público» para que los 

empleados y los sindicatos se encuentren en la misma situación, dentro de lo posible, que 

si el empleador hubiera cumplido con sus obligaciones de notificación y consulta. Esta 

potestad está sujeta a determinadas limitaciones 
21

. Por ejemplo, la autoridad no puede 

ordenar la readmisión de un trabajador ya despedido, la retirada de un preaviso de 

terminación si el plazo de preaviso no ha vencido o el pago de una cantidad en lugar de la 

readmisión, o indemnización por fin de servicios. Sin embargo, si el recurso se presenta 

con la celeridad suficiente, la autoridad podría evitar que se produjeran los despidos o 

garantizar que se lleven a cabo las consultas adecuadas 
22

. 

94. Notificación a la autoridad competente. Si se despide a 15 o más empleados por motivos 

económicos, tecnológicos, estructurales o análogos, la Ley sobre Trabajo Equitativo exige 

que el empleador lo notifique al organismo federal encargado de la administración del 

sistema de la seguridad social. La notificación «deberá efectuarse lo antes posible después 

de tomar la decisión, y antes de despedir a ningún empleado como consecuencia de esta 

decisión» 
23

. Se establecen reparaciones en caso de incumplimiento. 

Chile 

95. Chile no ha ratificado el Convenio. En el Estudio General de 1995 se informó de que el 

país experimentaba dificultades en relación con la aplicación del artículo 13, y no se 

ofrecía información sobre las perspectivas de ratificación. En el Estudio breve de 2001 se 

indicaba que Chile era una de los 15 Estados Miembros que no excluían la cuestión de la 

ratificación, la estaban examinado o la analizarían nuevamente una vez eliminados los 

obstáculos de la legislación nacional 
24

. Actualmente, el Gobierno no ha incluido en su 

programa la intención de ratificar el Convenio ni la de modificar la legislación relativa a la 

terminación de la relación de trabajo o la protección contra el despido injustificado. 

96. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones. El Código del Trabajo de 

Chile se aplica a todos los trabajadores excepto los funcionarios, los trabajadores de 

empresas o instituciones del Estado 
25

 y los trabajadores independientes 
26

. Los servicios 

 

19
 Ley sobre Trabajo Equitativo, artículos 531 y 786. 

20
 Ley sobre Trabajo Equitativo, artículos 533 y 788. 

21
 Ley sobre Trabajo Equitativo, artículos 532 y 787. 

22
 Véase, por ejemplo, Australian Bureau of Statistics v Community and Public Service Union 

[2009] AIRC 476. 

23
 Ley sobre Trabajo Equitativo, artículos 530 y 785. 

24
 Estudio breve de 2001, párrafo 17. 

25
 Código del Trabajo de Chile, artículo 1. 

26
 Código del Trabajo de Chile, artículos 3 y 8. 
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prestados por personas que ejecutan trabajos directamente al público o aquellos que se 

efectúan discontinua o esporádicamente a domicilio no dan origen a un contrato de trabajo 

y, por consiguiente, no entran dentro del campo de aplicación del Código del Trabajo de 

Chile 
27

. También quedan excluidos los egresados de una institución de educación superior 

o de la enseñanza media técnico-profesional, durante un tiempo determinado 
28

. Los 

trabajadores domésticos y el personal directivo están sujetos a normas específicas en 

relación con la terminación de la relación de trabajo. 

97. Se prevé una norma especial para facilitar el despido sin indemnización en el caso de los 

contratos de plazo fijo, contratos por obra o servicio o contratos ocasionales 
29

. La duración 

del contrato de plazo fijo no podrá exceder de un año, inclusive si ha sido prorrogado una 

vez 
30

. Ese plazo será de dos años en el caso de los gerentes o personas que tengan un título 

profesional o técnico. Se presumirá legalmente que el trabajador ha sido contratado por 

una duración indefinida en los casos en que siga prestando servicios una vez vencido el 

plazo. El uso de contratos de plazo fijo y contratos por obra o servicio ha aumentado en los 

últimos años. En el gráfico 2 se muestran las cifras correspondientes a 2008 facilitadas por 

la Dirección del Trabajo. 

Gráfico 2. Chile: Contratos censados por la Dirección del Trabajo, por tipo, 2008 

 

Fuente: Archivos administrativos, Dirección del Trabajo, Chile, 2009. 

 

27
 Código del Trabajo de Chile, artículo 8. 

28
 A tenor del artículo 7 del Código del Trabajo de Chile, un contrato individual de trabajo es una 

convención por la cual el empleador y el trabajador se obligan recíprocamente, éste a prestar 

servicios personales bajo dependencia y subordinación del primero, y aquél a pagar por estos 

servicios una remuneración determinada. 

29
 Código del Trabajo de Chile, artículos 159.4 y 159.5. 

30
 Código del Trabajo de Chile, artículo 159. 
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98. La legislación no prevé un período de prueba, excepto en el caso de los trabajadores 

domésticos, para quienes se prevé un período de prueba de dos semanas en el que 

cualquiera de las partes podrá resolver el contrato con un preaviso de tres días. 

99. Justificación de la terminación. El Código del Trabajo de Chile prohíbe el despido sin 

causa justa, y ello se determina en función de la conducta del trabajador 
31

 o de requisitos 

operativos, que pueden ser causas económicas o técnicas, o bien una combinación de 

ambas 
32

. La jurisprudencia sostiene que «es necesario que las circunstancias [que rodean 

la actividad económica] no emanen de la sola voluntad o responsabilidad de la empresa, 

sino que deben ser objetivas, graves y permanentes. Los problemas económicos de la 

empresa no deben ser transitorios y subsanables» 
33

. En el caso de los trabajadores que 

representen al empleador y de los trabajadores domésticos, se permite el despido sin 

necesidad de alegar una causa (desahucio) 
34

. 

100. La legislación chilena hace suyos todos los motivos aducidos en el artículo 5 del Convenio 

como circunstancias que no pueden constituir una causa justificada para la terminación de 

la relación de trabajo. Las decisiones judiciales han sido unánimes en su apoyo a estas 

restricciones establecidas por la ley. Además, algunos trabajadores gozan de una 

protección especial por su calidad (fuero laboral). En esos casos, el despido deberá estar 

autorizado por un juez competente, quien podrá concederla con motivo de la conducta del 

trabajador, el vencimiento del plazo convenido en el contrato o la conclusión del trabajo 
35

. 

 
Terminación de la relación de trabajo por motivos de capacidad 

Entre las causas que justificaban el despido, la legislación chilena no contemplaba motivos relacionados 
con la capacidad del trabajador hasta la entrada en vigor de la ley núm. 19.759 de 2001. Esta ley suprimía la 
causa relativa a «la falta de adecuación laboral o técnica del trabajador» de los motivos válidos para la 
terminación de la relación de trabajo con objeto de motivar a los empleadores a dar formación a la fuerza de 
trabajo en lugar de recurrir al despido. Las organizaciones de empleadores consideran que la falta de 
flexibilidad de la legislación conduce a la concertación de contratos de duración determinada o de contratos por 
obra y servicio. 

En el Convenio, la capacidad del trabajador constituye una causa justificada para la terminación de la 
relación de trabajo. 

 

101. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta. La legislación no prevé 

ningún requisito, por lo que en la práctica los empleadores pueden adoptar sus propias 

normas. 

102. Recurso contra la terminación. Los trabajadores pueden acudir a la Inspección del 

Trabajo si consideran que el despido es injustificado, indebido o improcedente. La 

Inspección está obligada a mediar en el litigio. Si la mediación no acaba en acuerdo, el 

 

31
 Código del Trabajo de Chile, artículo 160. 

32
 Código del Trabajo de Chile, artículo 161.1. 

33
 Corte de Apelaciones de Concepción. Rol 342/2007, noviembre de 2007. 

34
 Código del Trabajo de Chile, artículo 161.1. 

35
 Código del Trabajo de Chile, artículo 174. 
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trabajador podrá llevar al empleador ante los tribunales en un plazo de 60 días a partir de la 

separación 
36

. 

103. En 2008 se emprendió una reforma de la justicia laboral en la que se contemplaban tres 

procedimientos: uno de aplicación general, un procedimiento de control y un 

procedimiento específico para la protección de los derechos fundamentales. 

104. No existe el derecho general a la readmisión a raíz de un despido injustificado. La 

readmisión sólo cabe en casos de despido por motivos de discriminación y en otros casos 

relacionados con el despido de trabajadores que gozan de fuero laboral. 

105. Plazo de preaviso. Un plazo de preaviso de 30 días es obligatorio tanto en los casos de 

desahucio como en función de los requisitos de la empresa; en su defecto, se puede abonar 

una indemnización. El empleador podrá poner término al contrato sin preaviso en caso de 

despido por motivos de conducta 
37

.
 

 

106. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. En 

2002 se estableció un seguro de desempleo mediante un fondo de cesantía para 

proporcionar a las personas empleadas una cuenta individual con la que se cubrirán las 

prestaciones en caso de desempleo involuntario 
38

. La participación en este régimen ha sido 

obligatoria para todos los trabajadores con contrato de trabajo desde 2002, ya sean éstos de 

duración indefinida, a plazo fijo o por obra o servicio, si bien se les aplican normas 

diferentes. A la financiación de esta cuenta contribuyen tanto el trabajador como el 

empleador 
39

. Las prestaciones se financiarán con cargo a la cuenta individual en caso de 

terminación involuntaria de la relación de trabajo; si los trabajadores tienen derecho a ello, 

pueden completar esas prestaciones con cargo a un Fondo de Cesantía Solidario financiado 

por el Gobierno. El régimen establece plazos y normas mínimas para la contribución 
40

. El 

importe de la prestación depende del saldo de la cuenta y del número de meses de 

contribución. 

107. Según la administración que gestiona el sistema 
41

, 6,2 millones de trabajadores estaban 

afiliados al seguro de desempleo en septiembre de 2009, con un promedio mensual de 

97.387 trabajadores solicitantes de prestaciones por desempleo. En 2009, 

559.063 trabajadores con contrato de plazo fijo y contrato por obra o servicio solicitaron 

prestaciones con cargo a su cuenta individual, frente a 251.066 trabajadores con contrato 

indefinido. 

 

36
 Código del Trabajo de Chile, artículo 168. 

37
 Código del Trabajo de Chile, artículo 161. 

38
 Ley núm. 19728 de 2001. 

39
 2,2 por ciento del salario — 1,6 por ciento a cargo del empleador, 0,6 por ciento a cargo del 

trabajador, con un límite máximo. 

40
 Los detalles figuran en la siguiente dirección: www.ssa.gov/policy/docs/progdesc/ssptw/ 

2008-2009/americas/chile.html (consultada el 9 de noviembre de 2010). 

41
 Véase, www.afcchile.cl/frameset.asp?orden=1 (consultada el 7 de noviembre de 2010). 



 

 

TMEE-R-[2011-02-0011-12]-Sp.docx  35 

108. Además de la protección de los ingresos que garantiza el sistema del fondo de cesantía, 

cuando la causa de la separación no puede atribuirse al trabajador (despido o deshaucio), 

los empleadores deberán abonar a los trabajadores una indemnización de 30 días de salario 

por cada año de servicio 
42

 prestado de forma discontinua hasta un límite máximo de 

330 días de remuneración, siempre que el contrato tenga una duración mínima de un 

año 
43

. Esta obligación mínima de indemnizar se extingue si un acuerdo individual o 

colectivo establece condiciones más favorables. Los trabajadores domésticos, que no 

pueden acogerse al régimen del seguro de desempleo, tendrán derecho a una 

indemnización diferente. Si un tribunal declara que se trata de un despido injustificado, 

indebido o improcedente, la compensación se incrementará en un 30 por ciento. Si se 

considera que no se ha invocado una causa plausible para el despido, la compensación se 

incrementará en un 50 por ciento. Si los motivos del despido por causa de conducta 

resultaran infundados, la compensación se incrementará en un 80 por ciento. Por último, el 

aumento de la compensación será del 100 por cien si el despido fuere además declarado 

carente de motivo plausible por el tribunal 
44

. 

109. Consulta de los representantes de los trabajadores. En caso de que la causa de la 

terminación de la relación de trabajo obedezca a los requisitos de la empresa, no es 

obligatorio consultar previamente a los sindicatos respecto de la necesidad de aplicar 

medidas para atenuar las consecuencias de los despidos. Los convenios colectivos no han 

incluido nunca cláusulas de esa índole. En el Estudio General de 1995, se informaba de 

que el Gobierno había señalado que esa carencia planteaba dificultades para la aplicación 

del Convenio 
45

. 

110. Notificación a la autoridad competente. Sea cual fuere el motivo de la terminación de la 

relación de trabajo, ésta deberá notificarse a la Inspección del Trabajo en el momento en 

que el trabajador recibiere la carta de cese 
46

. En la notificación deberá constar el motivo de 

la terminación (véase el gráfico 3). Si bien no se estipula que sea obligatorio remitir una 

notificación en caso de despidos masivos, el requisito de notificación ordinario 

proporcionaría información sobre el número y la categoría de los trabajadores que podrían 

ser objeto de despido y el período en el que se prevé llevar a cabo esos despidos. 

 

42
 Así como las fracciones superiores a seis meses. 

43
 Código del Trabajo de Chile, artículo 163. 

44
 Código del Trabajo de Chile, artículo 168. 

45
 Estudio General de 1995, párrafo 359. 

46
 Código del Trabajo de Chile, artículos 161 y 162. 
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Gráfico 3. Chile: número de cartas de avisos recepcionadas en la Dirección del Trabajo,  
según causal de despido enero-septiembre de 2010 

 

Gabón 

111. Gabón ratificó el Convenio en 1988. La CEACR solicita actualmente información sobre la 

aplicación práctica del Convenio. 

112. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones. El Código del Trabajo de 

1994, en su tenor modificado, se aplica a todos los trabajadores y empleadores de todos los 

sectores de la actividad económica, con independencia de su estatuto jurídico formal 
47

. 

113. Se prevén garantías para los contratos que no sean de duración indefinida. Los contratos de 

duración determinada deberán concertarse por escrito, no podrán superar los dos años y 

sólo podrán prorrogarse una vez. En 2010 se introdujo una enmienda para eliminar la 

posibilidad de que los contratos de duración determinada pudieran prorrogarse más de una 

vez cuando la duración acumulada de esos contratos no superara los dos años 
48

. Existe una 

garantía general según la cual todo contrato que no sea conforme a los requisitos de la 

legislación laboral se considerará de duración indefinida 
49

. 

 

 

47
 Código del Trabajo, artículo 1. 

48
 Código del Trabajo, artículo 23, modificado por la orden núm. 018/PR/2010, de 25 de febrero 

de 2010. 

49
 Código del Trabajo, artículo 27. 
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Población activa y mercado de trabajo de Gabón 

La composición de la fuerza de trabajo gabonesa repercute en el modo en que «todas las ramas de la 
actividad económica y las personas empleadas» puedan verse afectadas por el Código del Trabajo y por el 
Convenio. La población de Gabón se aproxima al millón y medio de habitantes. En 2008, fuentes oficiales 
estimaban que la población económicamente activa era de 687.000 personas. Se estima que el 60 por ciento 
de la fuerza de trabajo está empleada en la agricultura, el 15 por ciento en la industria y el 25 por ciento en los 
servicios. El número de funcionarios gubernamentales a todos los niveles ascendía a 100.500 en 1999 1. 
Según el Banco Africano de Desarrollo, en Gabón existen tres tipos de empresas. Las grandes empresas 
— cerca de 20 — que en su mayor parte son filiales legalmente reconocidas de grandes grupos 
internacionales. Las empresas medianas, que operan principalmente en el comercio minorista, la hostelería, la 
restauración y los servicios. Este grupo representaría el 25 por ciento de los trabajadores del sector servicios 
censados por el BAD. El tercer grupo según el Banco Africano de Desarrollo se compone de un gran número 
de pequeñas empresas que operan en el sector informal. En 2005, el Ministerio para la Pequeña y Mediana 
Empresa calculaba que había cerca de 4.000 empresas que entraban dentro de la categoría oficial de PYME, y 
entre 6.000 y 9.000 pequeños comercios y otras unidades de pequeño tamaño en el sector informal  2. 

1 Base de datos LABORSTA de la OIT.   2 Banco Africano de Desarrollo. 2005. African Economic Outlook 2005. Gabón, 
pág. 245. 

 
114. Justificación de la terminación. En Gabón existen dos causa válidas para poner fin a la 

relación de trabajo: los motivos personales (le motif personnel) relacionados con la 

capacidad o conducta del trabajador, o bien los motivos económicos relacionados con el 

funcionamiento de la empresa. El empleador únicamente podrá poner término a los 

contratos de duración determinada si el trabajador incurre en una falta grave, y a los 

contratos por obra o servicio con un preaviso si el trabajador ha cometido un error o sin 

preaviso en caso de falta grave 
50

. 

115. Las causas que no justifican el despido (licenciements abusifs) incluyen todas las 

contempladas en el artículo 5 del Convenio, además de otras causas 
51

. 

116. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta. Si se prevé despedir a un 

trabajador por motivos de capacidad o conducta, deberá enviarse una carta al trabajador 

citándolo para una entrevista. Entre otros requisitos, en la carta deberá constar el motivo 

por el cual se adopta la medida y deberá informar al trabajador de su derecho de asistencia 

o representación 
52

. El trabajador tendrá la oportunidad de defenderse durante la entrevista 

y se prevé un período de reflexión posterior de cinco días durante el cual el empleador no 

 

50
 Código del Trabajo, artículos 47 y 48. 

51
 Código del Trabajo, artículos 8 y 36. Estas incluyen la raza, el color, el sexo, la religión, las 

opiniones políticas, la ascendencia nacional y el origen social. Entre las causas prohibidas también 

figuran las opiniones del trabajador, sus actividades sindicales y su pertenencia o no a un sindicato, 

así como por haber presentado una denuncia o participado en un procedimiento en el que se alegue 

que el empleador ha violado la ley, los despidos contrarios a los procedimientos o decisiones de 

autorización de la Inspección del Trabajo (de los delegados de los trabajadores, por ejemplo), la 

negativa a readmitir a un trabajador cuyo contrato haya sido suspendido ilegalmente — como en 

caso de cierre de la empresa, el cumplimiento del servicio militar o civil por parte del trabajador, un 

período de enfermedad no profesional inferior a seis meses, una enfermedad de larga duración, una 

indisposición debida a un accidente laboral o enfermedad profesional, una baja por maternidad, una 

investigación disciplinaria no superior a ocho días, etc. 

52
 Código del Trabajo, artículo 51. 
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podrá cesar al trabajador 
53

. Estas cláusulas son conformes a muchas de las disposiciones 

contenidas en la Recomendación. 

117. Recurso contra la terminación. Los tribunales del trabajo tendrán jurisdicción en caso de 

recurso contra un despido injustificado 
54

. Los litigios relativos a la terminación de una 

relación de trabajo serán objeto de conciliación 
55

. También se pueden recurrir ante los 

tribunales las decisiones tomadas en situaciones en que el despido debe ser aprobado 

previamente por la Inspección del Trabajo 
56

. Se puede recurrir hasta cinco años después 

del despido 
57

. El Código del Trabajo autoriza expresamente a los tribunales para que 

aprecien la justificación del despido 
58

 y la carga de la prueba recae en el empleador 
59

. Se 

podrá ordenar la readmisión en caso de despido injustificado llevado a cabo como 

consecuencia del ejercicio de los derechos de negociación colectiva o los derechos de los 

delegados de los trabajadores; en caso contrario, se deberá conceder una indemnización 
60

. 

118. Plazo de preaviso. La parte que extingue el contrato deberá enviar un preaviso, o en su 

lugar satisfacer una indemnización. El plazo de preaviso depende de la antigüedad del 

trabajador. No es necesario preaviso en caso de falta grave 
61

. 

119. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. Se 

abonará una indemnización por fin de servicios a todos los trabajadores despedidos por un 

motivo que no sea una falta grave, siempre que el trabajador tenga dos años de antigüedad 

en la empresa; no obstante, los trabajadores despedidos por motivos de orden económico 

tendrán derecho a percibir la indemnización cuando tengan una antigüedad de un año. El 

porcentaje de la indemnización por fin de servicios se establece como mínimo en el 20 por 

ciento del salario total anual durante los últimos 12 meses de empleo por cada año de 

antigüedad 
62

. 

120. Consulta de los representantes de los trabajadores y notificación a la autoridad 

competente. La Inspección del Trabajo deberá aprobar previamente los despidos 

individuales o colectivos por motivos económicos. No se podrá solicitar la aprobación si 

 

53
 Código del Trabajo, artículo 52. 

54
 Código del Trabajo, artículo 317. 

55
 Código del Trabajo, artículos 314-316. 

56
 Véase, Conseil d’Etat, 24 de junio de 2005, aff. Ekoundangoye c/Etat Gabonais, Rep. n° 37/2004-

2005. Se requiere la aprobación previa en casos de terminación de la relación de trabajo por motivos 

económicos, y de despido de los delegados de los trabajadores, mujeres embarazadas y mujeres que 

se encuentran en licencia de maternidad. 

57
 Código del Trabajo, artículo 159, si bien no se mencionan específicamente casos de despido. El 

artículo 2262 del Código Civil de Francia, tal como rige en Gabón, establecía el límite en 30 años. 

58
 Código del Trabajo, artículo 74. Véase, por ejemplo, Cour d’appel judiciaire de Libreville, 29 de 

junio de 1999, aff. Ekang Ekang André c/Africa Diffusion, Rep. n° 86/98-99. 

59
 Código del Trabajo, artículo 53. 

60
 Código del Trabajo, artículo 75. 

61
 Código del Trabajo, artículo 64. 

62
 Código del Trabajo, artículo 70. 
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no se ha consultado antes a los representantes de los trabajadores. En la legislación se 

dispone qué información ha de transmitirse a los representantes de los trabajadores, 

quiénes son esos representantes y cuál es el plazo para la celebración de las consultas. Se 

requiere un plan social en caso de despido de más de 10 trabajadores. Los resultados de las 

consultas se consignarán por escrito y se remitirán a la Inspección del Trabajo junto con la 

solicitud de aprobación de los despidos 
63

. El incumplimiento de ese procedimiento en los 

casos de despido por motivos económicos acarreará sanciones penales y civiles 
64

. 

Además, los despidos que no sean conformes a ese procedimiento se declararán abusivos y 

estarán sujetos a las reparaciones pertinentes. 

Jordania 

121. Jordania no ha ratificado el Convenio. En el Estudio General de 1995 no constaba 

información relativa a los obstáculos o perspectivas para la ratificación. En el Estudio 

breve de 2001 se informaba de que Jordania era uno de los ocho países que consideraban 

que sus legislaciones nacionales representaban un obstáculo para la ratificación, pero no 

fueron más allá al especificar el carácter de esos obstáculos 
65

. 

122. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones. Los contratos de trabajo 

pueden ser de duración determinada, por obra o servicio o bien de duración indefinida. No 

existen limitaciones al uso de los contratos de duración determinada o de los contratos por 

obra o servicio, si bien se aplican normas ligeramente diferentes en lo relativo a su 

terminación. Se puede prever un período de prueba máximo de tres meses. Si el empleado 

sigue trabajando una vez superado el período de prueba, el contrato se considerará de 

duración indefinida, y estará sujeto a las normas pertinentes en materia de despido. 

123. Justificación de la terminación. No existe ningún requisito general para justificar la 

terminación de la relación de trabajo. Ahora bien, se puede presentar una demanda ante los 

tribunales alegando que el despido fue «arbitrario y contravenía lo dispuesto en la 

legislación laboral». Los empleados que se encuentran en período de prueba pueden ser 

despedidos sin preaviso ni indemnización. 

124. Se prevén diversos motivos que no constituyen causa justificada de despido: embarazo, 

licencia de maternidad, servicio militar o reserva, vacaciones anuales, licencia por 

enfermedad, licencia de formación o aprendizaje, peregrinación o licencia convenida por 

ambas partes para encargarse de la secretaría del sindicato o cursar estudios en un 

establecimiento de enseñanza superior reconocido 
66

. Tampoco constituirán causa que 

justifique el despido la raza, el idioma y la religión, que son motivos de discriminación 

según la Constitución. 

125. El empleador no está obligado a alegar razón alguna para extinguir cualquier tipo de 

contrato. En principio, los contratos de duración determinada y los contratos por obra o 

servicio expiran al finalizar el plazo o la tarea. Sin embargo, el empleador puede poner 

término a un contrato de duración determinada antes de su vencimiento. Si bien no es 

 

63
 Código del Trabajo, artículo 59. 

64
 Código del Trabajo, artículo 62; en el artículo 80 se prevén además una multa y/o una pena de 

hasta seis meses de prisión. 

65
 Estudio breve de 2001, párrafo 19. Los demás países eran Argentina, China, Estonia, Panamá, 

Qatar, Singapur y República Árabe Siria. 

66
 Código del Trabajo de Jordania, artículo 27. 
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necesario alegar motivo alguno para la terminación antes del vencimiento, el empleador 

estará obligado a abonar íntegramente el salario y las prestaciones. No existirá esa obligación 

si la ruptura del contrato interviene por causas que de otro modo permitirían despedir al 

trabajador sin preaviso (por ejemplo, cuando el contrato sea de duración indefinida) 
67

. 

126. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta. La legislación no 

contempla estos procedimientos. 

127. Recurso contra la terminación. Se puede presentar una denuncia por despido arbitrario 

en un plazo de 60 días a partir de la terminación. No obstante, el tribunal podrá dar trámite 

a denuncias por un plazo máximo de dos años a partir del despido siempre que no se 

solicite la readmisión del trabajador a modo de reparación del despido arbitrario 
68

. 

128. En lo referente a la carga de la prueba, los tribunales han señalado que «si bien la persona 

que denuncia la injusticia tiene la obligación de demostrar los hechos, al empleador, que 

alega que el despido fue válido y no fue improcedente, corresponderá demostrar la 

legalidad del despido de conformidad con lo dispuesto en la legislación» 
69

. 

129. Las enmiendas introducidas en 2008 y 2010 facultan al tribunal para ordenar al empleador 

que readmita al trabajador en su empleo anterior o le abone una indemnización equivalente 

a la mitad del salario mensual por cada año de servicio, con una cuantía mínima de dos 

meses de salario, además de la indemnización en sustitución del preaviso y otras 

prestaciones 
70

. 

130. En el cuadro siguiente se muestra el número de casos vistos por los tribunales del trabajo y 

para los cuales se ha dictado sentencia. El tema del despido no consta en las estadísticas. 

La información disponible sugiere que la mayor parte de las demandas entabladas en el 

marco del artículo 25 (cerca del 90 por ciento) están relacionadas con despidos. 

Jordania: Casos vistos por los tribunales, 2008 y 2009 

Año 
judicial 

 Casos cerrados 
en el año judicial 

 Casos vistos durante 
el año judicial 

 De los cuales: presentados 
en el año judicial 

 presentados en el 
año judicial anterior 

2008  8.837  13.492  7.960  5.532 

2009  7.993  12.934  8.279  4.655 

131. Plazo de preaviso. Cualquiera de las partes puede poner término a un contrato de 

duración indefinida con un mes de preaviso, y se prevé la posibilidad de pagar una 

 

67
 Código del Trabajo de Jordania, artículos 26 y 28. No se requiere alegar una causa justificada 

para la ruptura de un contrato de duración determinada. 

68
 Tribunal de Casación, sentencias núms. 98/793 (8 de junio de 1999) y 97/2113 (29 de diciembre 1997). 

69
 Tribunal de Casación, sentencia núm. 99/1067. 

70
 Artículo 9 de la ley provisional núm. 26, de 2010, por el que se modifica el artículo 25 del Código 

del Trabajo de Jordania. 
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indemnización en lugar del preaviso 
71

. No es necesario preaviso si el empleador pone fin a 

cualquier tipo de contrato por motivos relacionados con la conducta o la capacidad 
72

. 

132. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. Si bien 

la legislación contempla esta figura, el desempleo no constituye aún una contingencia 

activa en el sistema público de la seguridad social. En los últimos dos años se han 

celebrado debates y actividades encaminados a desarrollar esta rama de la seguridad social. 

La OIT ha prestado asistencia técnica al respecto 
73

. 

133. Todos los trabajadores percibirán un pago por fin de servicios en función de la antigüedad, 

con independencia de la causa del despido. En 2010 se introdujo una enmienda para que 

esta norma pudiera aplicarse a los trabajadores con contratos de duración determinada, 

estableciendo que se deberá abonar la indemnización siempre que el intervalo entre 

contratos sea superior a 60 días 
74

. 

134. Consulta de los representantes de los trabajadores y notificación a la autoridad 

competente. La comunicación de las causas del despido, la consulta con los 

representantes de los trabajadores y la notificación a las autoridades competentes se 

realizan en virtud de la obligación de todos los empleadores de enviar una notificación al 

Ministro antes de formalizar los despidos y de constituir un comité tripartito para revisar 

los procedimientos seguidos por el empleador. 

135. La legislación ha evolucionado desde que el primer Código del Trabajo de 1960 autorizó al 

empleador a poner término al servicio de cualquier trabajador por motivos económicos o 

de reestructuración de la empresa, sin que las autoridades públicas estuvieran facultadas 

para examinar el asunto 
75

. El Código del Trabajo de 1996 permitió que el empleador 

pusiera fin al contrato por los motivos anteriores siempre que lo hubiera puesto en 

conocimiento del Ministerio y éste hubiera autorizado al Ministro a crear un comité 

tripartito para examinar la validez de esas medidas 
76

. Las enmiendas introducidas en 2002 

obligan al empleador a alegar una causa para el despido en el momento de la notificación y 

al Ministro a constituir un comité, y establecen la posibilidad de recurso 
77

. En 2004 se 

introdujeron nuevas enmiendas por las que se obliga al empleador a realizar una 

notificación inmediata al Ministro, y amplían el derecho de recurso a los trabajadores. Por 

último, los cambios introducidos en 2010 requieren expresamente que el empleador curse 

una solicitud antes de tomar una medida, señalando que es necesaria la autorización previa 

del Ministerio. La ley establece un plazo para las decisiones del comité y del Ministro. 

 

71
 Código del Trabajo de Jordania, artículo 23 A) y C). 

72
 Código del Trabajo de Jordania, artículo 28. Se contemplan causas específicas. 

73
 Según fuentes de la OIT, la Ley de Seguridad Social Provisional Modificada, promulgada en 

marzo de 2010, propone la creación de una cuenta de ahorro individual. 

74
 Código del Trabajo de Jordania, artículo 32. 

75
 Código del Trabajo de Jordania, artículo 16, b). 

76
 Código del Trabajo de Jordania, artículo 31, 1) y 2). 

77
 Código del Trabajo de Jordania, artículo 31, D). 
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Jordania: Solicitudes para efectuar despidos por motivos operativos,  
número de despidos solicitados y aprobados por la autoridad del trabajo 

Trabajadores 
afectados 

 Año 

 2004   2005   2006  2007   2008   2009  2010  

Solicitados  2.198   1.230   –  525   104   –  976  

Aprobados  877   1.230   –  300   104   –  546  

Tasa de aprobación  40 %  100 %  –  57 %  100 %  –  56 % 

Singapur 

136. Singapur no ha ratificado el Convenio. En el Estudio General de 1995 se indicaba que no 

se había modificado la legislación a la luz del Convenio y que no estaba prevista su 

modificación. En el Estudio breve de 2001, el Gobierno señaló que había obstáculos para 

su ratificación. 

137. La peculiar composición de la fuerza de trabajo de Singapur influye en la práctica en el 

alcance y los fundamentos de la legislación relativa a la protección del empleo. De una 

fuerza de trabajo de 3,03 millones de personas en 2009, dos tercios eran residentes. El otro 

tercio se componía de trabajadores extranjeros presentes en el país con un permiso de 

trabajo válido (trabajadores poco cualificados) o con un permiso de empleo (trabajadores 

altamente cualificados) 
78

. Sólo existen estadísticas del trabajo desglosadas por ocupación 

respecto del empleo de los residentes. Los trabajadores extranjeros que poseen un permiso 

de trabajo siempre cuentan con un contrato de duración determinada o un contrato por obra 

o servicio, y están obligados a abandonar el país en un plazo de siete días a partir de la 

fecha de vencimiento del contrato. 

138. El sector servicios agrupa la mayor proporción de trabajadores residentes en Singapur — 

370.800 empleos en 2009 (77 por ciento). La administración pública y la educación — los 

empleados gubernamentales quedan excluidos de la Ley de Empleo — constituyen el 

segundo grupo por importancia (después del comercio mayorista y minorista) dentro del 

sector servicios, con 57.900 puestos de trabajo. En total, la administración pública da 

trabajo a 120.000 funcionarios. 

139. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones. La Ley de Empleo de 

Singapur se aplica a todos los empleados, tanto extranjeros como residentes, salvo a los 

funcionarios, la gente de mar, los trabajadores domésticos, los empleados de organismos 

oficiales (statutory boards) y los trabajadores que ocupan puestos de dirección o 

ejecutivos. En lo que respecta a los trabajadores excluidos de lo dispuesto en la legislación, 

la terminación de la relación de trabajo se regirá por el derecho consuetudinario o la 

jurisprudencia en la materia. 

140. En lo que atañe a las protecciones contempladas en la Ley de Empleo de Singapur, no 

existen exclusiones para los trabajadores con diversos tipos de contratos o en período de 

prueba. Los contratos por obra o servicio o de duración determinada terminan cuando la 

tarea especificada ha finalizado o cuando llega la fecha de vencimiento, o bien mediante 

notificación, al igual que en las otras modalidades de contratos laborales. 

 

78
 Singapore Yearbook of Manpower Statistics, 2010 (Ministerio de Trabajo), págs. A1  

y A3. 
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Gráfico 4. Singapur: trabajadores residentes en todos los sectores 
y en el sector servicios, 2009 

 

 

Fuente: Ministerio de Trabajo, Departamento de Estadística e Investigación Laboral, mercado de trabajo, segundo trimestre de 2010, cuadro 1.1, 
Empleo. 

141. Justificación de la terminación. En virtud de la Ley de Empleo de Singapur, no es 

necesario aducir motivo alguno — lo que no quiere decir que no debe existir una causa 

justificada — para que el empleador o el empleado ponga término a un contrato de 

servicios. En el contrato modelo propuesto por el Gobierno a las empresas figura 

expresamente que «la empresa se reserva el derecho a no indicar motivo alguno para la 

terminación» 
79

. La terminación de la relación de trabajo sólo debe cumplir con los 

requisitos en materia de preaviso. Ahora bien, el empleado puede personarse ante el 

Ministerio para solicitar su readmisión si considera que el despido no estaba justificado, 

hubiera o no un preaviso y con independencia de que estuviera motivado por una falta u 

otros motivos. 

142. Si un empleado representado por un sindicato considera que su despido no obedece a una 

causa justificada, puede recurrir ante el Ministerio en un plazo de un mes desde la fecha 

del despido, en virtud de la Ley de Relaciones Laborales 
80

. 

143. No están justificados los despidos por motivos de afiliación sindical o participación en las 

actividades del sindicato, la presentación de una queja contra el empleador sobre 

 

79
 www.business.gov.sg/EN/ResourceLibrary/LawsNPolicy/rl_hire_samplecontract_full.htm (consultado el 4 de 

octubre de 2010). 

80
 Ley de Relaciones Laborales de Singapur, artículo 35, 3). 
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cuestiones relativas a la seguridad y la salud, el embarazo, la licencia de maternidad «sin 

causa suficiente» y la edad 
81

. 

144. Los datos sobre empleo de 2008 ponen de relieve que más de la mitad de los empleados 

residentes desempeñaban trabajos ajenos al ámbito de la Ley de Empleo de Singapur 
82

. A 

éstos y otros empleados no cubiertos por la Ley de Empleo de Singapur se les aplicará el 

derecho consuetudinario. Si bien se ha desarrollado una confianza implícita en la 

legislación singapurense y rige el principio de buena fe en las jurisdicciones de derecho 

consuetudinario, no se han litigado causas relevantes en este ámbito y por consiguiente el 

empleador puede despedir a un trabajador sin una causa justificada a menos que en las 

cláusulas del contrato se estipule lo contrario 
83

. 

Gráfico 5. Singapur: empleo total, por ocupación (sólo residentes), 2009  

 

Fuente: Ministerio de Trabajo, Departamento de Estadística e Investigación Laboral, mercado de trabajo, segundo trimestre de 2010, cuadro 1.1. 
Empleo. 

 

81
 Ley de Relaciones Laborales de Singapur, artículo 82; artículo 18 de la Ley de Seguridad y Salud 

en el Trabajo; artículos 81, 84 de la Ley de Empleo de Singapur; artículo 4, 2), de la Ley sobre la 

Edad de Jubilación, 1993. 

82
 OIT, base de datos LABORSTA. 

83
 D’Cruz v. Seafield Amalgamated Rubber Co Ltd (1963) 29 MLJ 154; Latham v. Credit Suisse 

First Boston (2000) 2 SLR 693; Hui Cheng Wan Agnes v. Nippon SP Tech (S) Pte Ltd. Suit 

No. 1069 of 2000, Singapore High Court, unreported; GYC Financial Planning Pte Ltd 

v. Prudential Assurance Company Singapore (Pte) Ltd (2006) 2 SLR 865. 
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Gráfico 6. Empleo total, por ocupación, Singapur (sólo residentes), 2008  

 
Fuente: Ministerio de Trabajo, Departamento de Estadística e Investigación Laboral, mercado de trabajo, segundo trimestre  
de 2010, cuadro 1.1. Empleo. 

145. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta. Los empleadores pueden, 

después de «la debida investigación, despedir sin preaviso a un empleado si ha incurrido en 

una falta incompatible con el cumplimiento de las condiciones expresas o implícitas del 

servicio» 
84

. Según el Ministerio de Trabajo, la «investigación deberá conformarse a las 

normas de la justicia natural: nadie puede ser juez de su propia causa, nadie puede ser 

condenado sin haber sido escuchado» 
85

. El Ministerio proporciona otros consejos relativos 

al procedimiento en su sitio web. 

146. Tanto la Comisión de la Administración Pública 
86

 como la dirección 
87

 aplican normas que 

ofrecen a los funcionarios la posibilidad de defenderse a sí mismos para investigar las 

alegaciones de falta o negligencia en el cumplimiento de las obligaciones por parte de los 

funcionarios públicos sujetos a la jurisdicción de la Comisión de la Administración 

Pública. 

147. Recurso contra la terminación. En el artículo titulado «falta de un empleado» de la Ley 

de Empleo de Singapur se establece que si «el empleado considera que ha sido despedido 

sin una causa justificada» podrá presentar una queja ante el Ministerio para solicitar su 

readmisión. Una enmienda de 2008 a la Ley de Empleo de Singapur aclaraba que «el 

 

84
 Ley de Empleo de Singapur, artículo 14, 1). 

85
 www.mom.gov.sg/employment-practices/employment-rights-conditions/contract-of-service-termination/ 

Pages/contracts-of-service-and-termination.aspx (consultado el 9 de noviembre de 2010). 

86
 Reglamento de la Administración Pública (procedimiento disciplinario) (edición revisada, 1996). 

87
 Instrucciones de la Comisión de la Administración Pública (Delegación de Funciones 

Disciplinarias) (1.º de abril de 1997). 
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despido equivalía a la terminación del contrato de servicio de un empleado por parte del 

empleador, con o sin preaviso, ya sea por una falta o por otro motivo» [se han añadido las 

cursivas]. El debate parlamentario clarifica la intención de la enmienda de ampliar la 

protección y establece la carga de la prueba. 

Esta aclaración relativa a la aplicación de la ley es importante porque una interpretación 

demasiado restrictiva del término «despido» descartaría el mecanismo de reparación del 

despido improcedente. La responsabilidad del empleador, esto es, que ningún despido se lleve 

a cabo sin una causa justa, no varía … Cuando un empleador despide a un empleado sin 

preaviso por una falta, deberá demostrar la causa del despido, así como que ha llevado a cabo 

la investigación procedente. En los casos en que se ha proporcionado un preaviso y se han 

respetado las cláusulas contractuales para el despido, será el empleado quien deberá probar 

que el despido no estaba justificado. Para ello, puede demostrar por ejemplo que el despido 

obedeció a la intención del empleador de impedirle percibir unas prestaciones a las que de otro 

modo hubiera tenido derecho… 
88

. 

148. En caso de recurso, éste deberá presentarse en el plazo de un mes a partir del despido. El 

Ministro podrá ordenar la readmisión o el pago de una indemnización 
89

. Habida cuenta de 

que no se informa sobre estas cuestiones, se ignora qué normas se aplican para dirimirlas.  

149. Plazo de preaviso. La Ley de Empleo de Singapur permite a cualquiera de las partes 

poner término al contrato mediante preaviso. A falta de una cláusula contractual al 

respecto, la Ley de Empleo de Singapur establece plazos de preaviso mínimos en función 

de la duración del servicio. Se puede renunciar al derecho de preaviso, y se puede abonar 

una indemnización en sustitución del preaviso. Ahora bien, no será necesario notificar un 

preaviso ni abonar la correspondiente indemnización en caso de incumplimiento 

deliberado de la relación contractual o en caso de despido por falta. 

150. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. No 

existe seguro de desempleo en Singapur. Respecto de cualquier otra forma de pago por 

terminación del contrato, la Ley de Empleo de Singapur establece que los empleados con 

menos de tres años de servicio continuado serán los únicos que no tendrán derecho a 

percibir una indemnización por despido por motivos económicos o de reorganización de la 

profesión, negocio, comercio o actividad del empleador 
90

. En la práctica «los empleadores 

de Singapur suelen estar dispuestos a satisfacer indemnizaciones por despido a sus 

empleados, como medio de evitar que los empleados que no están conformes presenten 

una queja ante el Ministerio de Trabajo. A falta de cláusulas contractuales, el importe 

exacto de la indemnización por despido es objeto de negociación. Sin embargo, se suele 

pagar una indemnización equivalente a un mes por cada año trabajado» 
91

, por lo general 

hasta un máximo de 25 años de servicio 
92

. 

151. En el caso de los trabajadores sindicados se aplica el convenio colectivo. En ese caso, no 

es infrecuente que la indemnización oscile entre uno y dos meses de salario por cada año 

 

88
 Vol. 85 (2008), sesión 6. 

89
 Ley de Empleo de Singapur, artículo 14, 4). 

90
 Ley de Empleo de Singapur, artículo 45. 

91
 Baker y McKenzie, 2009. Worldwide Guide to termination, employment discrimination, and 

workplace harassment laws, págs. 303 y 304. Véase también 

www.entersingaporebusiness.info/Bus07.htm (consultado el 5 de noviembre de 2010). 

92
 www.entersingaporebusiness.info/Bus07.htm (consultado el 5 de noviembre de 2010). 

http://www.entersingaporebusiness.info/
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trabajado. En la práctica, algunas organizaciones de Singapur abonan a los trabajadores no 

sindicados la misma indemnización que a los trabajadores afiliados a un sindicato. En lo 

referente al ámbito de influencia de la negociación colectiva, en 2008 se certificaron 

354 convenios colectivos que daban cobertura a 51.312 empleados 
93

. De los 166 litigios 

que fueron objeto de conciliación en 2009, 34 (20 por ciento) hacían referencia a las 

indemnizaciones por despido 
94

. 

152. Consulta de los representantes de los trabajadores. No existen requisitos legales 

relativos a la consulta. 

153. Notificación a la autoridad competente. No existen requisitos legales relativos a la 

notificación. 

154. En las Directrices tripartitas sobre la gestión del exceso de mano de obra 

(2008, actualizadas en 2009) que negociaron los interlocutores sociales y que tienen por 

objeto reflejar las buenas prácticas se indica que «las empresas deberán notificar lo antes 

posible al Ministerio de Trabajo … una reducción inminente de la plantilla si ya han 

tomado la decisión correspondiente. De este modo, el Ministerio y los organismos 

pertinentes podrán ayudar a la empresa a gestionar cualquier cuestión laboral derivada de 

una reducción de plantilla, así como ayudar a los trabajadores afectados a hallar otro 

empleo sin demora y/o a proporcionarles la formación necesaria para mejorar su 

empleabilidad». 

Sudáfrica 

155. Sudáfrica no ha ratificado el Convenio. En el Estudio General de 1995 no se proporcionaba 

información sobre los obstáculos o las perspectivas para la ratificación. En el Estudio 

breve de 2001 se indicaba que no parecía haber obstáculos que impidieran o retrasasen la 

ratificación del Convenio 
95

. 

156. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones. Las disposiciones 

legislativas pertinentes tienen un campo de aplicación amplio: la Ley de Relaciones de 

Trabajo se aplica a casi todos los empleadores, trabajadores, sindicatos y organizaciones de 

empleadores 
96

, y la Ley de Condiciones Básicas de Empleo también ampara a la mayoría 

de empleadores y trabajadores 
97

. 

157. En el anexo a la Ley de Relaciones de Trabajo se publicó un Código de Buenas Prácticas 

relativas al despido (Code of Good Practice: Dismissal). Lo dispuesto en este Código, 

incluidas las disposiciones que requieren justificación y garantías procesales en caso de 

 

93
 El Tribunal de Arbitraje Laboral certifica los convenios colectivos. Éstos deben tener una 

duración mínima de dos años y máxima de tres años. 2008 Annual Report of the Industrial 

Arbitration Court, págs. 6 y 11. La afiliación sindical en Singapur casi se ha duplicado entre 1999 y 

2009, pasando de 289.707 a 526.089 miembros. 

94
 Singapore Yearbook of Manpower Statistics, 2010, pág. E8. 

95
 Estudio breve de 2001, párrafo 18. 

96
 La Ley de Relaciones de Trabajo no se aplica a los miembros de las fuerzas armadas, el servicio 

nacional de inteligencia o los servicios secretos. 

97
 La Ley de Condiciones Básicas de Empleo no se aplica a los miembros de las fuerzas armadas, el 

servicio nacional de inteligencia o los servicios secretos, ni tampoco a los trabajadores voluntarios. 
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terminación, tiene fuerza de ley en la medida en que cualquier persona que considere si el 

despido es o no improcedente debe tener en cuenta lo establecido en el Código. 

158. En virtud de la legislación de Sudáfrica, los empleadores pueden emplear a trabajadores 

con contratos de duración determinada sin restricciones. A fin de evitar que se soslayen las 

garantías previstas en la ley en relación con los despidos improcedentes, se considerará 

despido la no renovación de un contrato de duración determinada en caso de que el 

empleado tuviera motivos razonables para aspirar a una renovación 
98

. Los tribunales 

sostienen que el empleado deberá establecer de manera objetiva que: 1) de hecho esperaba 

que se le renovara el contrato, y 2) una vez tenidos en cuenta todos los factores pertinentes, 

la expectativa de renovación resultaba razonable. Si no se demuestran esas circunstancias, 

la no renovación de un contrato de duración determinada, con independencia de su 

duración, no constituirá despido improcedente 
99

. 

159. La legislación de Sudáfrica contempla la realización de períodos de prueba, en los que no 

se aplican las garantías frente a un despido sin causa justificada 
100

. 

160. Lo dispuesto en la Ley de Condiciones Básicas de Empleo en materia de despido no se 

aplica a los empleados que trabajan menos de 24 horas al mes para un mismo 

empleador 
101

. 

161. Justificación de la terminación. A tenor del artículo 188 de la Ley de Relaciones de 

Trabajo, el despido no estará justificado si el empleador no puede demostrar que el motivo 

del despido: a) constituye una causa justificada relacionada con la conducta o la capacidad 

del empleado, o b) está basado en las necesidades de funcionamiento de la empresa, y c) 

que el despido se llevó a cabo con arreglo a un procedimiento justo. La Ley de Relaciones 

de Trabajo establece que el despido por determinadas causas siempre es improcedente. Los 

requisitos contemplados en los artículos 4, 5 y 6 del Convenio se reflejan en la Ley de 

Relaciones de Trabajo y en el Código de Buenas Prácticas relativas al despido.  

162. Respecto de los períodos de prueba, el Código de Buenas Prácticas relativas al despido 

prevé un período de prueba razonable durante el cual el empleador deberá ocuparse 

adecuadamente de la evaluación, instrucción, formación, orientación y asesoramiento del 

empleado. En el Código también se establece que cualquier persona (como un juez o 

árbitro) encargada de decidir acerca de la justificación de la terminación por un desempeño 

deficiente durante o al finalizar el período de prueba deberá aceptar que se esgriman causas 

menos concluyentes para la terminación que en el caso de los despidos efectuados una vez 

realizado el período de prueba. Se ha criticado este enfoque por la falta de concreción del 

 

98
 Ley de Relaciones de Trabajo, artículo 186, 1), b). 

99
 Los analistas jurídicos han observado que los órganos de conciliación, arbitraje y judiciales 

competentes «han aplicado los principios de justicia y razonabilidad al determinar si existe una 

expectativa razonable». Para establecer si la expectativa del empleado relativa a la renovación de un 

contrato de duración determinada era razonable, los tribunales han tenido en cuenta los siguientes 

factores: la redacción del contrato, las garantías otorgadas por el empleador o un representante del 

empleador al empleado, los usos y prácticas en materia de renovación de contratos, la disponibilidad 

del puesto de trabajo, la intención o motivo para la finalización del contrato de duración 

determinada, la medida en que el empleador dio un preaviso razonable al empleado y la naturaleza 

del negocio del empleador. Véase, Vettori, S. 2008. «Fixed term employment contracts: The 

permanence of the temporary». Stellenbosch Law Review, vol. 2. 

100
 Código de Buenas Prácticas relativas al despido, artículo 8, 2). 

101
 Ley de Condiciones Básicas de Empleo, artículo 36. 
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concepto de «causas menos concluyentes» y porque no evalúa la idoneidad del empleado 

para el puesto de trabajo 
102

. 

Gráfico 7. Sudáfrica: tipos de contratos, 2007 

 

163. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta. En el Código de Buenas 

Prácticas relativas al despido se describe el «procedimiento justo» que se debe seguir: 

investigación de las causas del despido, notificación de las alegaciones al empleado, 

derecho de defensa del empleado y comunicación de la decisión al empleador una vez 

concluida la investigación. 

164. Recurso contra la terminación. En cualquier litigo relativo a un despido, el empleado 

deberá establecer que hubo despido y el empleador deberá demostrar que el despido estaba 

justificado. Este requisito se fundamenta en el derecho consuetudinario, que establece que 

la parte que alega incumplimiento sustancial del contrato para poner término al mismo 

deberá demostrar que ha habido incumplimiento, así como su importancia relativa. 

165. Las diferencias sobre la terminación por conducta o capacidad se pueden remitir al 

organismo público de conciliación y arbitraje, la Comisión de Conciliación, Mediación y 

Arbitraje (CCMA). Además, para los trabajadores de los sectores en los que existen, los 

41 consejos de negociación del sector privado y los seis del sector público tienen 

jurisdicción en materia de conflictos por despido.  

166. Se estima que cada año se despide al 4 por ciento de los aproximadamente siete millones 

de trabajadores de la economía formal del sector privado, y que uno de cada dos 

trabajadores despedidos apela a la Comisión de Conciliación, Mediación y Arbitraje. Los 

casos de despido representan el 80 por ciento del volumen de casos que maneja la 

Comisión. En promedio, los arbitrajes concluyen en un plazo de 38 días desde su inicio, el 

árbitro debe rendir su decisión en un plazo de 14 días desde el final de la vista y ésta no se 

puede recurrir. 

 

102
 H. Cheadle, Regulated Flexibility: Revisiting the Labour Relations Act and the Basic Conditions 

of Employment Act ( 2006), 27 ILJ 663. 
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167. En los casos que se remiten al tribunal de arbitraje, un tercio de los empleados ven 

satisfecho su recurso. Menos del 10 por ciento de los empleados que ganan un caso (cerca 

de 1.500 al año) son readmitidos en su puesto de trabajo 
103

. Entre los factores que explican 

esta baja proporción de readmisiones figura el hecho de que un gran número de recursos 

corresponden a trabajadores domésticos y a empleados de empresas muy pequeñas que no 

tienen grandes posibilidades de ser readmitidos debido a la naturaleza personal de la 

relación, a que muchos empleados no solicitan su readmisión y a que los árbitros se 

muestran renuentes a ordenar una readmisión si el empleador se opone a ello. En los casos 

en que se ha demostrado que los trabajadores habían sido despedidos sin causa justificada, 

la gran mayoría de ellos recibe una indemnización equivalente a cuatro meses de salario. 

168. El Tribunal de Trabajo es competente en materia de diferencias sobre despidos motivados 

por las necesidades de funcionamiento de la empresa. 

169. Plazo de preaviso. En la Ley de Condiciones Básicas de Empleo se establecen los plazos 

de preaviso para la terminación de la relación laboral. También se contempla la posibilidad 

de abonar una indemnización en lugar de respetar el plazo de preaviso 
104

. 

170. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. En los 

casos de terminación de la relación de trabajo, la protección de los ingresos se realiza a 

través del seguro de desempleo y la indemnización por fin de servicios. 

171. La Ley de Condiciones Básicas de Empleo sólo exige el pago de una indemnización por 

fin de servicios si el despido se debe a las necesidades de funcionamiento de la empresa, 

esto es, por motivos económicos, tecnológicos, estructurales o análogos. Si el empleado 

rechaza injustificadamente una oferta de empleo alternativo perderá el derecho a percibir la 

indemnización por fin de servicios establecida por la ley. Tanto los contratos de trabajo 

como los convenios colectivos podrán contemplar una indemnización superior. El derecho 

a percibir las prestaciones de desempleo no se verá afectado por el pago de una 

indemnización por fin de servicios o de una compensación en caso de despido 

improcedente. 

172. En virtud de la Ley del Seguro de Desempleo (2000), los contribuyentes desempleados 

tendrán derecho a percibir prestaciones de desempleo si el período de desempleo es 

superior a 14 días 
105

. Para percibir las prestaciones de desempleo, la situación de 

desempleo deberá estar motivada por la terminación por parte del empleador de la relación 

de trabajo con el contribuyente, la finalización de un contrato de duración determinada, el 

despido del contribuyente o la insolvencia del empleador 
106

. La percepción de las 

prestaciones está supeditada a que la solicitud de éstas se lleve a cabo de conformidad con 

los requisitos exigidos 
107

, a que el contribuyente esté inscrito como demandante de empleo 

 

103
 Estos datos están basados en la información obtenida del sistema electrónico de gestión de casos 

de la Comisión de Conciliación, Mediación y Arbitraje. Informes anuales de la CCMA, 

www.ccma.org.za (consultado en julio de 2010). 

104
 Ley de Condiciones Básicas de Empleo, artículos 37 y 38. En esta ley se clarifica el requisito del 

derecho consuetudinario de respetar un preaviso para el despido. 

105
 Ley del Seguro de Desempleo, artículo 16, 1). 

106
 Ley del Seguro de Desempleo, artículo 16, 1), a), iii). 

107
 Ley del Seguro de Desempleo, artículo 16, 1), b). 
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en una oficina de empleo 
108

, y a que el contribuyente sea capaz de trabajar y esté 

disponible para ello 
109

. El empleado tendrá derecho a un día de prestación de desempleo 

por cada seis días trabajados y contribuidos, hasta un máximo de 238 días en los cuatro 

años inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud de las prestaciones. 

173. El número de desempleados que percibía prestaciones de desempleo aumentó en un 32 por 

ciento, de 474.793 en 2008-2009 a 628.595 en 2009-2010. A finales de marzo de 2010, 

7,75 millones de empleados cotizaban al Fondo del Seguro de Desempleo, lo que 

representa un incremento del 2,2 por ciento con respecto a marzo de 2009. El Fondo tiene 

registrados a 1,24 millones de empleadores, principalmente en el ámbito del comercio 

(657.859), con 6,95 millones de empleados, del trabajo doméstico (557.985) con 

637.987 trabajadores, y del taxi (5.516), con 5.643 trabajadores. La exclusión más 

significativa del Fondo la constituyen los funcionarios públicos empleados por la 

administración nacional y provincial, que se amparan en otro régimen de garantía de la 

protección de los ingresos en caso de despido 
110

. 

174. Consulta de los representantes de los trabajadores y notificación a la autoridad 

competente. En la Ley de Relaciones de Trabajo se establece el procedimiento de 

notificación y de consulta con los representantes de los trabajadores o con los propios 

trabajadores en el caso de despidos relacionados con las necesidades de funcionamiento de 

la empresa 
111

. En las empresas con 50 empleados o más se aplican requisitos específicos 

para la reducción de plantilla concebidos para facilitar la consulta en caso necesario. Por lo 

tanto, si bien por lo general el empleador que prevé efectuar despidos relacionados con las 

necesidades de funcionamiento de la empresa no está obligado a notificarlos a la 

administración del trabajo, sí puede acudir a esta última para facilitar las consultas en las 

empresas. En este caso, se proporcionará información completa a la CCMA, que nombrará 

a un facilitador a petición del empleador o de los representantes de los trabajadores 
112

. 

España 

175. España ratificó el Convenio en 1985. La CEACR ha formulado periódicamente 

comentarios sobre la aplicación del Convenio y la Comisión de Aplicación de Normas de 

la Conferencia discutió la aplicación del Convenio en 1994.  

176. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones. Se excluyen del ámbito 

regulado por el Estatuto de los Trabajadores 
113

 los funcionarios públicos empleados en la 

administración central o autonómica, el Congreso y el poder judicial, los trabajadores de 

empresas o instituciones estatales o los trabajadores empleados en órganos en los que 

 

108
 Ley del Seguro de Desempleo, artículo 16, 1), c). 

109
 Ley del Seguro de Desempleo, artículo 16, 1), d). 

110
 Informe Anual de la Ley del Seguro de Desempleo, 2009. 

111
 Ley de Relaciones de Trabajo, artículo 189. 

112
 Ley de Relaciones de Trabajo, artículo 189A. 

113
 Ley núm. 8/1980, versión consolidada, modificada por la ley núm. 40/2007 de medidas en 

materia de Seguridad Social. 
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contribuyen, a los que participan o en los que están representados. También se excluyen 

del ámbito de la ley los trabajos familiares y los trabajadores independientes 
114

. 

177. En España están autorizados diversos contratos de duración determinada para dar repuesta 

a un incremento temporal de la carga de trabajo, llevar a cabo proyectos específicos y 

delimitados o sustituir a trabajadores 
115

, con sus respectivas garantías 
116

. Los trabajadores 

que en un período de 30 meses hubieran estado contratados durante un plazo superior a 

24 meses, con o sin solución de continuidad, para el mismo o diferente puesto de trabajo 

con la misma empresa o grupo de empresas, mediante dos o más contratos temporales, sea 

directamente o a través de su puesta a disposición por empresas de trabajo temporal, con 

las mismas o diferentes modalidades contractuales de duración determinada, adquirirán la 

condición de trabajadores fijos 
117

. 

178. Los períodos de prueba se suelen establecer por convenio colectivo y no podrán superar los 

seis meses para los técnicos titulados ni los dos meses para los demás trabajadores 
118

. Por 

lo general, las empresas de todos los sectores de la economía exigen un período de prueba. 

En las empresas de hasta 25 empleados el período de prueba no podrá exceder los tres 

meses para los trabajadores no cualificados. 

179. Justificación de la terminación. El empleador podrá poner término al contrato si existe 

una causa objetiva 
119

 o disciplinaria. El despido no estará justificado si obedece a otras 

causas o si se han seguido procedimientos indebidos 
120

. Los contratos de duración 

determinada no están excluidos de estas disposiciones. 

180. Entre las causas que no justifican el despido figuran las razones de sexo, estado civil, edad 

dentro de los límites enmarcados por la ley, raza, condición social, ideas religiosas o 

políticas, orientación sexual, afiliación o no a un sindicato, idioma y discapacidad 
121

. Los 

despidos motivados por estas causas se considerarán nulos y sin efecto 
122

. Al determinar la 

nulidad de esos despidos, el Tribunal Constitucional 
123

 se ha remitido al artículo 5 del 

 

114
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 1. 

115
 Véase, Temporary employment examined, Observatorio Europeo de Relaciones Laborales, 

EIROnline, www.eurofound.europa.eu/eiro/2004/09/feature/es0409104f.htm (consultado el 10 de 

noviembre de 2010). 

116
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 15.1, a), en su tenor modificado por la nueva reforma del 

mercado de trabajo, ley núm. 35/2010, de 17 de septiembre. 

117
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 15, 5). 

118
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 14. 

119
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 52. Por ejemplo, la ineptitud del trabajador o la necesidad 

objetivamente acreditada de reducir la plantilla por motivos de funcionamiento de la empresa. La 

reforma del mercado de trabajo (ley núm. 35/2010, de 17 de septiembre) introdujo la figura del 

absentismo persistente. 

120
 Estatuto de los Trabajadores, artículos 55.4 y 56. 

121
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 4, 2), c). 

122
 Estatuto de los Trabajadores, artículos 17, 1), y 55, 5). 

123
 Entre otras, STC 7/1993, de 18 de enero; STC 14/1993, de 18 de enero; STC 54/1995, de 24 de 

febrero; TC 136/1996, de 23 de julio; STC 199/2000, de 4 de julio. 
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Convenio para recordar que está prohibido despedir a un trabajador por hacer valer su 

derecho a ejercer las acciones derivadas de su contrato de trabajo 
124

. Los despidos también 

son nulos en las siguientes circunstancias: embarazo, suspensión del contrato por 

maternidad, riesgos durante el embarazo, licencia de lactancia, adopción o acogida, 

licencia familiar para el cuidado de los hijos o de personas con discapacidad, y 

determinadas circunstancias en las que una mujer trabajadora haya sido víctima de la 

violencia de género. Sin embargo, esto no constituye una prohibición absoluta, habida 

cuenta de que en estos casos el despido estará autorizado si la razón que lo motivó no está 

relacionada con el embarazo o el ejercicio del derecho a solicitar las licencias 

anteriormente mencionadas 
125

. Los representantes de los trabajadores y de los sindicatos 

también gozan de una protección especial. 

181. El trabajador podrá ser despedido sin causa justificada durante el período de prueba. En 

2009, de los 15,7 millones de personas empleadas, 42.500 (0,2 por ciento) estaban en 

período de prueba 
126

. 

182. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta. La ley no contempla 

explícitamente ningún procedimiento previo a la terminación, salvo en los casos en que el 

despido estuviera motivado por la conducta de un trabajador que es representante de los 

trabajadores. Por los mismos motivos, si el trabajador es miembro de un sindicato y el 

empleador tiene conocimiento de ello, deberá celebrarse una vista previa 
127

. 

183. La CEACR y la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia se interesaron por la 

aplicación del artículo 7 a finales de los noventa. Se trataba de determinar si la garantía 

prevista en el artículo 7 estaba disponible para todos los trabajadores, con independencia 

en particular de que el asunto se remita al tribunal competente y del procedimiento de 

firma del recibo del finiquito presentado por el empleador con ocasión del preaviso de la 

extinción de un contrato de trabajo 
128

. Se consideró que el procedimiento de conciliación 

administrativa (al que se hace referencia más adelante) debería llevarse a cabo antes de que 

se haga efectivo el despido con objeto de ofrecer al trabajador mejores posibilidades de 

defensa, que no le daría una simple entrevista previa de carácter puramente formal en el 

seno de la empresa 
129

. 

184. La ley determina que los convenios colectivos podrán establecer otros requisitos 

procedimentales para el despido. Un tercio de los convenios colectivos ofrece una 

protección adicional a los trabajadores que no son representantes de los trabajadores o no 

están afiliados a un sindicato 
130

. 

 

124
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 4.2, g). 

125
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 53, 4) — extinción por causas objetivas — y artículo 55, 5) 

— despido disciplinario. 

126
 Encuesta de Población Activa. 

127
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 55.1. 

128
 Observaciones de la CEACR – España (1994, 1996). Discusión de la Comisión de Aplicación de 

Normas de la Conferencia (1994). 

129
 CEACR, observación – España (1997). 

130
 Convenios colectivos firmados entre enero y septiembre de 2010. 
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185. Recurso contra la terminación. Los tribunales de trabajo son competentes en los litigios 

laborales individuales derivados del contrato de trabajo; las reclamaciones contra el 

despido deberán presentarse en un plazo de 20 días a partir del que se hubiera 

producido 
131

. Entre las posibles reparaciones se incluye la posibilidad de readmisión o 

indemnización. 

186. Será requisito previo para la tramitación del proceso el intento de conciliación ante el 

servicio administrativo correspondiente 
132

. Si el despido se declara nulo, será obligatoria 

la readmisión del trabajador con abono de los salarios dejados de percibir. Si el despido se 

declara improcedente, o si no se han observado los requisitos aplicables para el despido 

objetivo, el empleador puede optar entre readmitir al trabajador y abonar los salarios 

dejados de percibir o pagar una indemnización cuya cuantía establece la ley 
133

. Si el 

trabajador despedido es un representante de los trabajadores, corresponde al empleado 

decidir si opta por la readmisión o la indemnización. Los convenios colectivos pueden 

otorgar al trabajador que ha sido objeto de un despido improcedente el derecho a escoger 

entre ambas reparaciones. 

187. Ahora bien, la ley establece que hasta la fecha de la conciliación, el empleador puede 

abonar las siguientes cantidades, quedando liberado de cualquier responsabilidad potencial 

y produciéndose la extinción formal del contrato 
134

. 

Causa del despido  Indemnización  Limitaciones 

Despido improcedente  45 días de salario por año de servicio  Máximo de 42 mensualidades 

Despido improcedente, contrato 
de fomento de la contratación 
indefinida 1 

 33 días de salario por año de servicio  24 mensualidades. Disposición 
adicional primera, artículo 4, 
ley núm. 12/2001, de 9 de julio 

1 Ley núm. 12/2001, de 9 de julio. 

188. Plazo de preaviso. Se exige un plazo de preaviso de 15 días cuando el contrato se extinga 

por causas objetivas; no es necesario preaviso en caso de despido disciplinario 
135

. 

Cualquiera de las partes puede poner término a un contrato de duración determinada 

superior a un año con un preaviso de 15 días 
136

. La legislación no prevé la posibilidad de 

abonar una indemnización en lugar de notificar el preaviso, pero si el empleador no 

hubiera respetado los requisitos relativos al preaviso el despido se declarará improcedente 

y el trabajador tendrá derecho a recibir una indemnización equivalente a la cuantía del 

preaviso que no se notificó. 

 

 

131
 Ley de Procedimiento Laboral, artículo 103.1. 

132
 Ley de Procedimiento Laboral, artículo 63. 

133
 Cuarenta y cinco días de salario por cada año trabajado hasta un máximo de 42 mensualidades 

más los salarios dejados de percibir desde la fecha del despido hasta la notificación de la sentencia 

judicial, o hasta que el trabajador encuentre otro empleo, si tal colocación fuera anterior a dicha 

sentencia. 

134
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 56, 2). 

135
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 53, 1), c). La reforma del mercado de trabajo, promulgada 

por el real decreto-ley núm. 10/2010 ha reducido el plazo de preaviso de 30 a 15 días. 

136
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 49, 1), c). 
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España: recursos 

El gráfico 8 muestra el número y los resultados de los recursos contra la terminación cada año entre 
2000 y 2009, ambos inclusive. La proporción de los resultados permaneció constante a lo largo de ese período, 
a pesar de un fuerte aumento de los recursos coincidiendo con la recesión económica mundial de 2008 y 2009. 
La función de los tribunales de trabajo en lo referente a la aplicación de las protecciones en el empleo podría 
verse reforzada — con el consiguiente aumento del volumen de casos — por la complejidad de la legislación 
laboral española 1. 

Gráfico 8. España: resultados de los recursos contra el despido, 2000-2009 

 

Gráfico 9.  España: casos de despido recurridos ante los tribunales, 2000-2009 

 

1 Bertola, G., Boeri, T., Cazes, S. (2000). Protección del empleo en los países industrializados y necesidad de nuevos 
indicadores. Revista Internacional del Trabajo, vol. 119 (2000), núm. 1, pág. 66. 
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189. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. El 

subsidio de desempleo se percibe en caso de desempleo involuntario, o cuando el trabajador 

vea reducida temporalmente su jornada diaria ordinaria de trabajo, entre un mínimo de un 10 

y un máximo de un 70 por ciento, siempre que el salario sea objeto de análoga reducción. 

Para tener derecho a recibir el subsidio de desempleo es necesario que el trabajador haya 

cotizado como mínimo 360 días en los últimos seis años y esté inscrito en una oficina de 

empleo. Los trabajadores en período de prueba también están cubiertos. La duración del 

subsidio varía en función del número de días cotizados, hasta un máximo de 720 días. 

190. Además de las medidas de protección de los ingresos a través del seguro de desempleo, el 

despido a iniciativa del empleador conlleva pagos al trabajador. 

Tipo de contrato  Cuantía, en función del salario 
y la antigüedad 

 Limitaciones 

Cualquiera (incluidos los de duración 
determinada), en caso de extinción por 
causas objetivas (esto es, motivos 
económicos o capacidad del 
trabajador) 

 20 días de salario por año de 
servicio 

 Máximo de 12 mensualidades 1 

Contratos de duración determinada, 
en caso de finalización del contrato 

 8 días (hasta 12 en 2015) de salario 
por año de servicio 

 Máximo establecido únicamente en 
el marco de las salvaguardias de los 
contratos de duración determinada 

1 Estatuto de los Trabajadores, artículo 53.1, b). 

191. Si el despido está motivado por causas disciplinarias, el trabajador no tendrá derecho a una 

indemnización por fin de servicios. 

192. Al expirar un contrato de duración determinada o finalizar la obra o servicio objeto del 

contrato, el trabajador tendrá derecho a recibir una indemnización de ocho días de salario 

por cada año de servicio 
137

. Esto no se aplica a los contratos de formación o a los contratos 

destinados a sustituir a empleados que se encuentran temporalmente ausentes del puesto de 

trabajo. 

  

 

137
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 49, 1), c). La reforma del mercado de trabajo ha 

modificado el artículo 49, 1), c), incrementando con carácter anual la indemnización por extinción 

del contrato de duración determinada, desde ocho días de salario hasta 12 días de salario en 2015. 
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Reformas encaminadas a luchar contra el empleo temporal con contratos de duración 

determinada en España 1 

En los últimos años, España ha registrado uno de los porcentajes más altos de empleo con contratos de 
duración determinada en la Unión Europea. En abril de 2010, uno de cada cuatro trabajadores tenía un contrato que 
no era de duración indefinida. En varias ocasiones, el Gobierno ha tomado medidas para cambiar esta situación. 

Gráfico 10. España: contratos de trabajo registrados, por tipo (2001-2009) 

 

En 2001 se introdujeron contratos para el fomento de la contratación indefinida  2. Esos contratos sólo 
pueden concertarse con determinadas categorías de trabajadores; en caso de que se extingan por causas 
objetivas, el empleador deberá abonar una indemnización de 33 días de salario por año de servicio, hasta un 
máximo de 24 mensualidades 3. Con los años se han ido ampliando las categorías de trabajadores que pueden 
acogerse a estos contratos 4. 

En septiembre de 2010 se aprobó la ley núm. 35/2010 de medidas urgentes para la reforma del mercado 
de trabajo. En ella se prevén incentivos para el uso de los contratos de carácter indefinido, con objeto de que 
los contratos de duración determinada resulten menos atractivos. Por ejemplo, si los contratos de fomento de 
la contratación indefinida se extinguen por causas objetivas y el despido se considera o declara improcedente, 
la indemnización será de 33 días de salario por año de servicio, hasta un máximo de 24 meses. Asimismo, 
parte de la cuantía de las indemnizaciones en caso de que el contrato indefinido se extinga por causas 
objetivas se ha transferido de la empresa privada al FOGASA (Fondo de Garantía Salarial), que abonará ocho 
días de indemnización. 

Se han fortalecido las salvaguardias frente al abuso de la utilización de contratos de duración 
determinada. Entre otras cosas, se han establecido límites máximos para algunos contratos. Se han adoptado 
las disposiciones necesarias para garantizar que los contratos de duración determinada se tengan en cuenta 
en relación con el límite máximo no sólo cuando se renueven con la misma empresa, sino también con una 
empresa perteneciente al mismo grupo, cuando se haya transferido o subrogado la actividad. La indemnización 
que recibirá el trabajador al expirar un contrato temporal irá aumentando gradualmente de ocho a 12 días de 
salario por año trabajado  5. 

1 En su encuesta de recopilación de datos, el Instituto Nacional de Estadística define los «contratos temporales» como: 1)eventual 
por circunstancias de la producción, 2) de aprendizaje, formación o práctica, 3) estacional o de temporada, 4) cubre un período de 
prueba, 5) cubre la ausencia total o parcial de otro trabajador , 6) para obra o servicio determinado, 7) verbal no incluido en las 
opciones anteriores, y 8) otro tipo que no sea discontinuo.   2 Ley núm. 12/2001, de 9 de julio.   3 Disposición adicional primera, artículo 4, 
Ley núm. 12/2001, de 9 de julio.   4 Actualmente, los contratos de fomento de la contratación indefinida se pueden concertar con: 1) jóvenes 
desempleados (entre 16 y 30 años), 2) mujeres desempleadas en sectores con menor índice de empleo femenino, 3) desempleados 
mayores de 45 años, 4) desempleados con discapacidades, 5) desempleados en general que lleven al menos tres meses inscritos como 
demandantes de empleo, 6) desempleados que en los últimos dos años sólo tuvieron contratos temporales, 7) desempleados a quienes en 
los últimos dos años se les hubiera extinguido un contrato de carácter indefinido, y 8) conversión de contratos temporales en contratos 

indefinidos en 2010 y 2011.   5 Se trata de un incremento gradual entre 2010 y 2015. 
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193. Consulta de los representantes de los trabajadores. Si el empleador tiene previsto 

efectuar un despido colectivo, deberá consultar a los representantes de los trabajadores 

sobre las causas de los despidos, las alternativas y las medidas necesarias para atenuar sus 

consecuencias para los trabajadores afectados 
138

. Las consultas tendrán una duración no 

superior a 30 días corridos, 15 en el caso de empresas con menos de 50 trabajadores, esto 

es, el 98 por ciento de las empresas 
139

.
 

 

194. Notificación a la autoridad competente. El empresario que tenga la intención de efectuar 

un despido colectivo deberá solicitar la correspondiente autorización a la autoridad laboral 

competente. La resolución de la autoridad laboral será motivada y congruente con la 

solicitud de la empresa. 

Suiza 

195. Suiza no ha ratificado el Convenio. En el Estudio General de 1995 no se ofrecía 

información sobre los obstáculos o perspectivas para la ratificación. En el Estudio breve de 

2001 constaba que Suiza era uno de los cinco países que consideraban que «sus 

legislaciones nacionales se basaban en el concepto de libertad para poner fin a la relación 

de trabajo, lo cual contradecía lo dispuesto en el Convenio» 
140

. 

196. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones. En lo referente a los 

despidos colectivos exclusivamente, el Código de Obligaciones suizo (equivalente al 

Código del Trabajo) excluye a las empresas de 20 empleados o menos. El Código de 

Obligaciones se aplica a todos los contratos de derecho privado y regula la relación de 

trabajo entre los empleadores y los trabajadores que conciertan contratos de trabajo 

individuales. Otras leyes vigentes en la materia son: el Estatuto Federal de los 

Trabajadores, la Ley Federal sobre Igualdad de Trato a las Mujeres y a los Hombres y el 

Estatuto Federal de Información y Consulta a los empleados en la empresa 
141

. 

197. Por lo general, no existen limitaciones para la utilización de los contratos de duración 

determinada. No obstante, se considerarán indefinidos aquellos contratos de duración 

determinada que se renueven tácitamente. Eurostat indica que, en 2009, el porcentaje de 

trabajadores que trabajaban en Suiza con contratos de duración determinada se aproximaba 

al promedio de los países de la Europa de los 27, en torno al 13,2 
142

 por ciento. En el 

gráfico 11 se muestra una comparativa con los países que aplican otros enfoques para la 

protección del empleo. 

  

 

138
 Estatuto de los Trabajadores, artículo 51, 4). 

139
 Empresas inscritas en la seguridad social (agosto de 2010). 

140
 Estudio breve de 2001, párrafo 21. Los demás países eran Austria, Bélgica, Tailandia y Estados 

Unidos. 

141
 Baker & Mckenzie 2009. Worldwide Guide to Termination, Employment Discrimination, and 

Workplace Harassment Laws, pág. 333. 

142
 Eurostat: http://epp.eurostat.ec.europa.eu/statistics_explained/index.php?title=File:Proportion_ 

of_employees_with_a_contract_of_limited_duration,_2009%28%25_of_total_employees%29.PNG

&filetimestamp=20100729152319 (consultado el 4 de diciembre de 2010). 

http://epp.eurostat.ec.europa.eu/statistics_explained/index.php?title=File:Proportion_%0bof
http://epp.eurostat.ec.europa.eu/statistics_explained/index.php?title=File:Proportion_%0bof
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Gráfico 11. Suiza: proporción de empleados con un contrato de duración limitada, 2009 

 

198. Justificación de la terminación. Por lo general, no se requiere que la terminación a 

iniciativa del empleador tenga una causa justificada. 

199. Sin embargo, el despido no puede constituir un abuso de derecho, y se enumera una lista 

no exhaustiva de diversas causas 
143

. 

200. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta. La ley no especifica 

procedimientos previos al despido o en ocasión de su comunicación. La ley dispone que la 

parte que denuncia el contrato deberá alegar una causa para la terminación por escrito si así 

lo solicita la otra parte 
144

. 

201. Recurso contra la terminación. En función del cantón, serán los tribunales ordinarios o el 

tribunal de trabajo quienes tendrán competencia en los recursos por despido abusivo. 

202. No obstante, los despidos abusivos son válidos, sea cual sea su forma. En esos casos, se 

abonará una indemnización cuya cuantía no superará los seis meses de salario. 

Excepcionalmente, se podrá solicitar la readmisión en caso de despido por discriminación 

de género siempre que el trabajador haya sido despedido en el transcurso de un 

procedimiento interno de reclamación o un procedimiento judicial relacionado con la 

discriminación de género, o en un plazo de seis meses a partir de ese procedimiento 
145

. 

203. La Oficina Federal de Estadística ha confirmado que no se conservan los datos relativos al 

número de despidos. 

 

143
 Baker & Mckenzie 2009. Worldwide Guide to Termination, Employment Discrimination, and 

Workplace Harassment Laws, pág. 335. De acuerdo con EPLex, entre las causas que no justifican el 

despido figuran: el estado civil, el embarazo, la licencia de maternidad, las responsabilidades 

familiares, las enfermedades o accidentes profesionales temporales, la raza, el color, el sexo, la 

orientación sexual, la opinión política, el origen social, la nacionalidad, la edad, la afiliación y las 

actividades sindicales, la discapacidad, el desempeño del servicio militar o civil, el ejercicio de un 

derecho, sólo con la finalidad de impedir reivindicaciones jurídicas resultantes del contrato de trabajo. 

144
 Código de Obligaciones, artículo 335, 2). 

145
 Baker y Mckenzie, 2009. Worldwide Guide to Termination, Employment Discrimination, and 

Workplace Harassment Laws, pág. 341. 
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204. Plazo de preaviso. No se requiere preaviso para la terminación de un contrato de 

duración determinada. Se podrá poner término a los contratos indefinidos durante el 

período de prueba — máximo de tres meses — siempre que se dé el preaviso con siete días 

de antelación; después del primer año, con un preaviso de un mes; entre el segundo y el 

noveno año de servicio con un preaviso de dos meses; y posteriormente de tres meses. 

205. En caso de terminación sin preaviso, el despido seguirá siendo válido. Ahora bien, el 

trabajador podrá solicitar una indemnización equivalente a los salarios dejados de percibir 

hasta la expiración del contrato de duración determinada o, en caso de contrato indefinido, 

a lo que el trabajador hubiera percibido si la relación de trabajo se hubiera extinguido de 

conformidad con el plazo de preaviso estipulado 
146

. Si no se alega una causa justificada 

para el despido con efecto inmediato, se podrá reclamar una indemnización no superior a 

seis meses de salario 
147

. 

206. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. Las 

prestaciones de desempleo se perciben a través de la seguridad social. En caso de extinción 

del contrato de un trabajador mayor de 50 años con 20 o más años de servicio para el 

mismo empleador procederá el pago de una prestación por antigüedad. 

207. Consulta de los representantes de los trabajadores y notificación a la autoridad 

competente. Según se establece en el Código de Obligaciones, en el caso de los despidos 

colectivos son obligatorias tanto la consulta con los representantes de los trabajadores 

como la notificación a la autoridad competente 
148

. Las consultas tienen por objeto 

formular propuestas para evitar los despidos, limitar su número o atenuar sus 

consecuencias. Se deberá proporcionar información escrita del número de despidos 

colectivos previstos, la causa, el número de trabajadores habitualmente contratados, así 

como el período en el cual se prevé efectuar los despidos. En la notificación escrita a las 

autoridades públicas deberá constar esa misma información, así como indicaciones de los 

resultados de las consultas con los trabajadores o sus representantes. 

República Bolivariana de Venezuela 

208. La República Bolivariana de Venezuela ratificó el Convenio en 1985. Con el paso de los años, 

diversos regímenes legislativos han protegido a los trabajadores frente al despido injustificado. 

Actualmente, la Constitución de 1999 establece que «la ley garantizará la estabilidad en el 

trabajo y dispondrá lo conducente para limitar toda forma de despido no justificado. Los 

despidos contrarios a esta Constitución son nulos» 
149

. La observación más reciente de la 

CEACR invita al Gobierno a que indique las medidas adoptadas para que los trabajadores de 

 

146
 Ibíd., pág. 337. 

147
 Código de Obligaciones, artículo 337c. 

148
 Los despidos colectivos son aquellos despidos efectuados por el empleador en un plazo de 30 días 

por causas que no están relacionadas con la personalidad de los trabajadores y que afectan al número 

de trabajadores siguiente: 1) por lo menos 10 trabajadores en empresas de entre 20 y 200 trabajadores, 

2) por lo menos el 10 por ciento de la fuerza de trabajo en empresas de entre 100 y 300 trabajadores, o 

3) por lo menos 30 trabajadores en empresas que emplean a 300 trabajadores o más. 

149
 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, artículo 93. 
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dirección sean cubiertos por la protección ofrecida por el Convenio e insta a la consulta 

tripartita para resolver los desacuerdos sobre la política de estabilidad laboral 
150

. 

209. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones. La Ley Orgánica del 

Trabajo 
151

 se aplica a todos los trabajadores salvo los trabajadores domésticos, los 

funcionarios públicos, la policía, las fuerzas armadas y los servicios de seguridad de la 

Nación. Los trabajadores que desempeñan misiones financiadas por subvenciones 

gubernamentales con fines educativos, sanitarios y otros también quedan excluidos 
152

, así 

como los trabajadores de las cooperativas cuyos derechos se contemplen en otras leyes 
153

. 

210. Las disposiciones de la Ley Orgánica del Trabajo en materia de despido injustificado no se 

aplican al personal de dirección, doméstico, estacional u ocasional, ni a los trabajadores 

contratados por tiempo determinado o para una obra determinada si ha vencido el término 

o concluido la totalidad o parte de la obra que constituya su obligación 
154

. 

211. Se prevén diversas salvaguardias para el uso de los contratos de duración determinada, que 

sólo podrán concertarse cuando la naturaleza del trabajo lo permita. Los contratos de los 

obreros no podrán exceder un año, y los de los empleados y obreros calificados tres 

años 
155

. Los contratos de duración determinada se considerarán indefinidos en caso de que 

se prorroguen dos veces 
156

. 

212. La utilización de contratos de duración determinada es habitual en el sector público. La 

jurisprudencia sostiene que esos contratos y trabajadores no quedan excluidos de la Ley 

Orgánica del Trabajo, si bien los Servicios de Inspección del Trabajo consideran que no 

tienen competencia para supervisar cuestiones relacionadas con la seguridad laboral. 

213. Los contratos para una obra determinada pueden durar todo el tiempo requerido para la 

ejecución de la obra. Si en el mes siguiente a la terminación del contrato las partes 

celebraren un nuevo contrato, se entenderá que han querido obligarse, desde el inicio de la 

relación, por tiempo indeterminado. Los contratos en la industria de la construcción 

 

150
 CEACR, observación – República Bolivariana de Venezuela (2010). 

151
 Ley Orgánica del Trabajo, 20 de diciembre de 1990, texto refundido, en su tenor modificado por 

la reforma de 1997, Gaceta Oficial, núm. 5152, de 19 de junio de 1997. 

152
 No se dispone de estadísticas fiables del personal empleado en las misiones, pero se estima que 

podría ascender a 200.000 personas y las subvenciones podrían alcanzar el 6 por ciento del PIB. 

153
 En el decreto núm. 1440, de 30 de agosto de 2001, se establece que «los asociados que aportan 

su trabajo en las cooperativas no tienen vínculo de dependencia con la cooperativa y los anticipos 

societarios no tienen condición de salario. En consecuencia no estarán sujetos a la legislación 

laboral aplicable a los trabajadores dependientes (...)». En 2007 había 184.000 cooperativas 

registradas, de las cuales cerca de 60.000 estaban en activo, con un promedio de 5 a 10 miembros 

que también contrataban a otras personas. Se estima que más de un millón de personas está 

trabajando en ese régimen. Declaraciones del Superintendente de Cooperativas, Juan Carlos 

Alemán, al periódico El Universal, con fecha de 24 de marzo de 2007. (Véase, 

http://noticias.eluniversal.com/2007/09/21/eco_art_cooperativas-agrupan_487545.shtml (consultado 

el 30 de noviembre de 2010)). 

154
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 112. 

155
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 76. 

156
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 74. 
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quedan excluidos de dicha presunción 
157

, a pesar de que esta modalidad de contrato se 

utiliza con frecuencia en el sector. 

214. Los trabajadores permanentes podrán verse obligados a cumplir un período de prueba 

máximo de tres meses antes de que sea aplicable la protección frente al despido 

injustificado 
158

. 

215. Justificación de la terminación. La terminación de la relación de trabajo por iniciativa del 

empleador puede estar justificada o no 
159

. Se considera causa justa la terminación por 

motivos de conducta del trabajador 
160

. También está justificada la terminación en caso de 

grave incumplimiento de las obligaciones contractuales 
161

. Se pueden invocar razones 

económicas o tecnológicas para justificar un despido colectivo, de conformidad con los 

procedimientos pertinentes 
162

. 

216. No constituyen causas válidas para la terminación el estado civil, la raza, el sexo, la 

orientación sexual, la religión, la opinión política, el origen social, la edad y la afiliación o 

actividades sindicales. Algunos trabajadores, por diversas razones, están clasificados como 

«inamovibles», y no pueden ser despedidos, trasladados o desmejorados en sus 

condiciones de trabajo sin justa causa previamente calificada por el inspector del 
trabajo 

163
. 

 

157
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 75. 

158
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 112. 

159
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 98. La relación de trabajo puede terminar por despido, retiro, 

voluntad común de las partes o causa ajena a la voluntad de ambas. 

160
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 102. 

161
 Juzgado Transitorio Primero de Primera Instancia del Estado Lara, decisión de 17 de mayo de 

2005, en la que se hace referencia explícita al artículo 5 del Convenio y que concluye que el despido 

de un trabajador como consecuencia directa de haber ejercido una acción judicial constituye una 

clara vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva y, por consiguiente, no puede constituir 

una causa justa de despido por falta o grave incumplimiento del contrato. 

162
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 34. 

163
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 449. Representantes de los trabajadores, mujeres embarazadas 

y/o con licencia de maternidad, trabajadores con responsabilidades familiares y trabajadores que 

desempeñan el servicio militar o sustitutivo. 
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Decretos de inamovilidad laboral 

Además de los trabajadores considerados «inamovibles» en el Código del Trabajo, desde 2002 los 
decretos y otras normas ofrecen esa misma protección a otras categorías de trabajadores. Por ejemplo, se han 
promulgado «decretos de inamovilidad laboral», generalmente con una vigencia de un año, en favor de todos 
los trabajadores del sector privado y de aquellos cubiertos en el campo de aplicación del Código del Trabajo. 
Será necesaria la calificación previa del inspector del trabajo de que incurre una causa justa para el despido. 
La violación de esta norma se podrá reparar mediante la readmisión del trabajador, si así lo solicita. Quedan 
excluidos el personal de dirección, los trabajadores con menos de tres meses de antigüedad, los empleados 
con cargos de confianza y los trabajadores que ganan más de tres veces el salario mínimo — sólo cerca del 
5 por ciento de los trabajadores empleados. Los trabajadores del sector petrolífero y de las industrias 
extractivas también gozan de protección en el empleo y no pueden ser despedidos sin causa justa. 

Las comunicaciones a la CEACR de la Federación Venezolana de Cámaras y Asociaciones de Comercio 
y Producción (FEDECAMARAS) se han referido a esas protecciones y han mantenido que la política de 
protección del empleo vulnera el Convenio. La CEACR ha recordado que en el Convenio hay un equilibrio bien 
construido entre los intereses del empleador y los intereses del trabajador, en particular para los despidos por 
motivos relacionados con las necesidades del funcionamiento de la empresa, y ha insistido en que el Gobierno 
y los interlocutores sociales se comprometan a promover y reforzar el tripartismo y el diálogo social 1. 

1 CEACR, observaciones – República Bolivariana de Venezuela (2009, 2010). 

 

217. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta. La Ley Orgánica del 

Trabajo no contempla la posibilidad de conceder a un trabajador despedido por motivos 

relacionados con su conducta o su rendimiento la oportunidad de defenderse frente a las 

alegaciones efectuadas. En comentarios anteriores, la CEACR ha señalado esta cuestión a 

la atención del Gobierno 
164

. 

218. Recurso contra la terminación. Los tribunales del trabajo son competentes para conocer 

los casos de presuntos despidos injustificados; el tribunal podrá determinar si la 

terminación está o no justificada. Cerca del 90 por ciento de esos casos se resuelven a 

través de un procedimiento obligatorio de conciliación previa. Se pueden estimar recursos 

tanto sobre el fondo del asunto como en lo relativo a la reparación concedida. Los despidos 

injustificados dan derecho a la readmisión. 

219. El empleador tendrá derecho a optar por la readmisión del trabajador o el pago de una 

indemnización por despido injustificado en función de la antigüedad del trabajador, 

además de los salarios que hubiere dejado de percibir durante el procedimiento judicial 
165

. 

Si al efectuar el despido el empleador pagare al trabajador la indemnización establecida, no 

habrá lugar al procedimiento y por ende el empleador no deberá pagar los salarios que el 

trabajador hubiere dejado de percibir durante ese procedimiento 
166

. Los trabajadores de 

empresas con menos de diez empleados no tendrán derecho a ser readmitidos, y sólo 

podrán optar a una indemnización por despido injustificado. 

220. Plazo de preaviso. El trabajador tendrá derecho a un preaviso en función de su 

antigüedad, sólo en caso de despido injustificado o basado en motivos económicos o 

 

164
 CEACR, observación – República Bolivariana de Venezuela (2008). 

165
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 125. Diez días de salario si la antigüedad del trabajador fuere 

de entre tres y seis meses; 30 días de salario si la antigüedad del trabajador fuere de seis meses o 

más, y 30 días de salario por cada año de servicio, hasta un máximo de 150 días de salario. 

166
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 126. 
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tecnológicos. El preaviso podrá omitirse pagando al trabajador una cantidad establecida 
167

. 

En caso de despido por causa justificada no será necesario el preaviso. 

221. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. La 

protección de los ingresos en caso de terminación de la relación laboral queda garantizada 

a través del subsidio de desempleo y de una indemnización por fin de servicios. 

222. Tendrán derecho a percibir prestaciones todos los trabajadores del sector público o privado 

que hayan perdido involuntariamente su puesto de trabajo, estén afiliados a la seguridad 

social y hayan cotizado durante un mínimo de 12 meses en los 24 meses inmediatamente 

anteriores al cese 
168

. Los trabajadores con contratos de duración determinada, los 

trabajadores contratados para una obra determinada, los trabajadores independientes y los 

miembros de las cooperativas tendrán derecho a prestaciones. 

223. Además, al extinguirse el contrato y con independencia de las causas de su despido, todos los 

trabajadores tendrán derecho a percibir una prestación de antigüedad que devengará intereses 

y que se depositará mensualmente o se pagará al final de la relación de trabajo 
169

. 

224. Consulta de los representantes de los trabajadores y notificación a la autoridad 

competente. Cuando el empleador tenga la intención de reducir la plantilla por motivos 

de funcionamiento de la empresa, deberá notificarlo al inspector del trabajo presentando un 

documento en el que se especifique el número de trabajadores afectados, las 

modificaciones previstas y la situación económica de la empresa 
170

. Si se prevé un despido 

masivo por motivos de funcionamiento de la empresa, los representantes de los 

trabajadores y las autoridades competentes recibirán notificación y serán consultados a 

través de la formación de una junta de conciliación tripartita 
171

. La junta de conciliación 

deberá llevar a un acuerdo unánime sobre el número de trabajadores afectado por la 

reducción de la plantilla, los plazos y la indemnización por despido 
172

. La Junta también 

puede examinar alternativas al despido. Si las partes no llegaran a un acuerdo, el conflicto 

se someterá a arbitraje 
173

. 

Yemen 

225. Yemen ratificó el Convenio en 1989. La CEACR examinó la primera memoria del 

Gobierno sobre la aplicación del Convenio, presentada en 1997, tras la aprobación del 

 

167
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 106. 

168
 Ley de Régimen Prestacional de Empleo, Gaceta Oficial núm. 38281, de 27 de septiembre de 2005. 

169
 Ley Orgánica del Trabajo, artículo 108. 

170
 Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, artículo 46. 

171
 El despido se considerará masivo cuando afecte al diez por ciento de los trabajadores de una 

empresa que tenga más de 100 trabajadores, o al 20 por ciento de una empresa que tenga más de 

50 trabajadores, o a diez trabajadores de la que tenga menos de 50 dentro de un lapso de tres meses. 

Ley Orgánica del Trabajo, artículo 34. 

172
 Ley Orgánica del Trabajo, artículos 34 y 479, Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, artículo 47. 

173
 En caso de despido, el empleador deberá participarlo al juez competente, y de no hacerlo se le 

tendrá por confeso en el reconocimiento de que el despido lo hizo sin justa causa. Ley Orgánica del 

Trabajo, artículo 116. 
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Código del Trabajo de 1995. La CEACR tomó nota de que estaba en curso una revisión de 

la legislación, así como de las cuestiones relativas a la tutela de los trabajadores 

domésticos frente al despido sin justa causa y la definición de falta grave 
174

. 

226. En Yemen, la mayor parte de la población (23,5 millones de habitantes, con una población 

activa de 5,2 millones 
175

) están empleados en la agricultura y la ganadería. Se estima que 

hoy día menos de un cuarto de la fuerza de trabajo está empleada en los servicios, la 

construcción, la industria y el comercio. Esta cifra sería del 44 por ciento, según las 

estadísticas más recientes correspondientes a la Encuesta de Población Activa de 1999 
176

. 

Se trataba de una encuesta por hogares en la que se reflejaban «otras ramas» del empleo, 

esto es, los trabajadores por cuenta propia, las empresas familiares y la economía informal. 

Estos datos se desglosan en los gráficos siguientes. 

Gráfico 12. Yemen: empleo total en la economía formal e informal, 1999 

 

Fuente: Encuesta de Población Activa de 1999. 

  

 

174
 CEACR, solicitud directa – Yemen (2009). 

175
 Base de datos LABORSTA. 

176
 Encuesta de población activa de 1999. En 2004 las características eran similares: «El empleo 

total en Yemen se puede dividir principalmente en cuatro sectores: agricultura de subsistencia y 

pequeñas explotaciones agrícolas (cerca del 50 por ciento), Gobierno, incluida la administración 

pública, la educación pública y la salud (cerca del 20 por ciento), empresas públicas y privadas 

(cerca del 18 por ciento), y los trabajadores independientes (12 por ciento), que incluye a los 

trabajadores ocasionales de la construcción, taxistas y otros trabajadores por cuenta propia del 

transporte y actividades conexas.» Farhad Mehran, 2004. An analysis of the results of the Labour 

Demand Survey of establishments in Yemen, 2002-2003. Ginebra, Oficina Internacional del Trabajo, 

pág. 29. 
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Gráfico 13. Yemen: empleo total por ramas de actividad, 1999 

 

Fuente: Encuesta de Población Activa de 1999. 

227. A pesar de que el número de trabajadores es proporcionalmente bajo en las empresas del 

sector formal, la encuesta sobre la demanda de mano de obra en las empresas de 2003 

registró 19.049 despidos. A continuación se muestra la proporción de despidos por motivos 

de recesión, declive en la producción, reducción de costos de funcionamiento de la 

empresa, reorganización y cambios tecnológicos. 

Gráfico 14. Yemen: causas de despido, 2003 

 

228. La misma encuesta se interesó por las necesidades de mano de obra de las empresas. Sólo 

algo más del uno por ciento de 250.903 empresas señaló que necesitaba más empleados. El 

93 por ciento de éstas indicó dificultades para cubrir los puestos vacantes, en particular en 

las empresas más grandes. Entre éstas, el primer obstáculo señalado era la falta de 

disponibilidad de trabajadores cualificados, en segundo lugar la falta de fondos y en tercer 

lugar la falta de adecuación de la oferta y la demanda (se ofrecía un contrato a tiempo 
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parcial, mientras que el trabajador demandaba un empleo a tiempo completo) 
177

. A pesar 

del conocimiento y la aplicación de las leyes que protegen a los trabajadores frente a los 

despidos injustificados (véase más adelante), no hay constancia que una legislación laboral 

protectora constituya un obstáculo para la contratación. Un análisis posterior del 

crecimiento y la pérdida de empleo neto plasmados en la encuesta puso de relieve que «las 

empresas medianas y grandes [10 trabajadores o más] registraron un crecimiento del 

empleo neto, mientras que las pequeñas empresas y las microempresas presentaron una 

pérdida de empleo neto, lo que contrasta con la experiencia de muchos otros países, donde 

el grueso de la creación de empleo se concentra en las empresas más pequeñas» 
178

. 

229. Métodos de aplicación, campo de aplicación y definiciones. Los trabajadores ocasionales 

y domésticos quedan excluidos del ámbito de aplicación del Código del Trabajo de 

Yemen. La Ley del Servicio Civil núm. 19/1991 regula el empleo en el sector público. 

230. Por lo general, no existen limitaciones al uso de contratos de duración determinada o de 

contratos por obra o servicio. No obstante, se establecen diversas normas. El contrato se 

considerará indefinido si las partes no especifican lo contrario. Si al expirar el contrato la 

relación de trabajo continúa, el contrato de duración determinada se considerará válido por 

la misma duración estipulada inicialmente 
179

. Se podrá establecer un período de prueba 

por un máximo de seis meses una vez por cada puesto de trabajo que desempeñe el 

trabajador 
180

. 

231. Justificación de la terminación. El contrato podrá extinguirse a iniciativa del empleador 

por motivos relacionados con la capacidad o la conducta del trabajador, las necesidades de 

funcionamiento de la empresa o el cumplimiento de la edad de jubilación del trabajador 
181

. 

 

177
 Ibíd., págs. 21 y 22. 

178
 Ibíd., pág. 17. 

179
 Código del Trabajo de Yemen, artículo 29, 1) y 2). 

180
 Código del Trabajo de Yemen, artículo 28. 

181
 Código del Trabajo de Yemen, artículo 36. Se especifican las causas: «a) si una de las partes 

incumple las condiciones del contrato o la legislación laboral; b) si cesa el trabajo de forma 

permanente, ya sea íntegra o parcialmente; c) si se reduce el número de trabajadores por motivos 

técnicos o económicos; d) si el trabajador se ausenta sin una razón legítima durante más de 30 días 

en el mismo año o de 15 días consecutivos, siempre que el empleador notifique previamente por 

escrito el despido transcurridos 15 días de ausencia en el primer caso y siete días en el segundo; e) si 

el trabajador alcanza la edad de jubilación obligatoria; f) si el trabajador es declarado no apto para el 

trabajo por decisión del comité médico competente.». 

Código del Trabajo de Yemen, artículo 38, 1). Las causas que justifican el despido sumario (sin 

preaviso) son las siguientes: a) si el trabajador asume una identidad fraudulenta o presenta 

certificados o documentos falsificados; b) si el trabajador es condenado mediante sentencia firme 

por un delito que afecte a su honor, honradez o moral pública; c) si el trabajador es descubierto en 

estado de embriaguez o bajo los efectos de un estupefaciente durante el horario de trabajo; d) si, en 

el trabajo o por un motivo relacionado con el trabajo, el trabajador agrede al empleador o a su 

representante o a su supervisor directo de manera punible por la ley o bien agrede físicamente a otro 

trabajador en el lugar de trabajo o por un motivo relacionado con el trabajo; e) si el trabajador no 

logra demostrar su competencia para desempeñar la labor encomendada durante el período de 

prueba; f) si el trabajador incurre en una falta que acarree daños materiales para el empleador, 

siempre que el empleador comunique el incidente a la autoridad competente en un plazo de 48 horas 

a partir de que tenga conocimiento del mismo; g) si el trabajador incumple las instrucciones de 
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232. No constituyen causas justificadas para el despido la licencia de maternidad, la 

presentación de una denuncia contra el empleador, la ausencia temporal por enfermedad, o 

debida a una enfermedad o accidente profesional, la raza, el color, el sexo, la religión, la 

edad, la afiliación y actividades sindicales, el idioma y la participación en una huelga 

conforme a la ley 
182

. 

233. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta. El Código del Trabajo de 

Yemen no contempla la posibilidad de defensa con anterioridad al despido. 

234. Recurso contra la terminación. En caso de que el empleador extinguiera el contrato de 

forma arbitraria o de que el trabajador pusiera fin al contrato debido a la conducta del 

empleador 
183

, el trabajador tendrá derecho a presentar un recurso ante el Comité de 

Arbitraje competente para reclamar los daños resultantes de la terminación, además de 

otras compensaciones a las que pudiera tener derecho en concepto de salarios, ausencia de 

preaviso, etc. El Código del Trabajo de Yemen no autoriza la readmisión del trabajador. 

Antes del arbitraje se llevará a cabo una conciliación ministerial. 

235. Plazo de preaviso. El preaviso es obligatorio en caso de terminación por una causa justa, 

si bien se puede abonar indemnización en su lugar. No es necesario preaviso en caso de 

falta grave. El plazo de preaviso se establece en función de la antigüedad del trabajador 
184

. 

No es necesario preaviso cuando no se considera apto al trabajador durante el período de 

prueba 
185

. 

236. Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. 

Cuando el trabajador no tiene derecho a una pensión mensual o a un pago único de 

conformidad con la Ley de Seguridad Social u otras disposiciones, podrá recibir una 

indemnización por fin de servicios equivalente a un mínimo de un mes de salario por cada 

año de servicio al extinguirse el contrato 
186

. 

237. Consulta de los representantes de los trabajadores. La legislación no contempla la 

consulta con los representantes de los trabajadores en los términos del artículo 13 del 

Convenio 
187

. 

238. Notificación a la autoridad competente. La legislación no contempla la notificación a la 

autoridad competente en caso de despido colectivo por motivos de funcionamiento de la 

empresa. 

 
seguridad de los trabajadores y trabaja después de haber sido advertido, siempre que esas 

instrucciones estén consignadas por escrito y colocadas en una ubicación visible del lugar de 

trabajo; h) si el trabajador incumple las obligaciones básicas derivadas de su contrato de trabajo; 

i) si el trabajador lleva un arma de fuego al lugar de trabajo, excepto si su labor así lo requiere; j) si 

el trabajador divulga un secreto relativo a la labor que desempeña o que ha conocido debido a su 

trabajo; k) si el trabajador desobedece una sentencia firme dictada de conformidad con lo dispuesto 

en la parte I del capítulo XII de este Código, o no respeta lo dispuesto en el presente Código. 

182
 Código del Trabajo de Yemen, artículos 5, 37, 80 a 83, 142, 148, 2), y 152. 

183
 Código del Trabajo de Yemen, artículo 25, 2). 

184
 Código del Trabajo de Yemen, artículos 35, 1), y 38. 

185
 Código del Trabajo de Yemen, artículo 35, 1). 

186
 Código del Trabajo de Yemen, artículo 120, 2). 

187
 CEACR, solicitud directa – Yemen (2001). 
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Yemen: recurso contra el despido en la práctica 

Los comités de arbitraje son órganos tripartitos nombrados por el Ministro de Trabajo. Existen varios 
comités de arbitraje con jurisdicción geográfica en las distintas circunscripciones del país. Tienen amplias 
competencias en materia de conflictos colectivos e individuales. 

Entre 2007 y 2010, el Comité de Arbitraje de Sana’a Norte recibió 675 denuncias relativas a despidos 
injustificados. De éstas, 38 casos se resolvieron mediante conciliación, se dictaron resoluciones en 225 casos 
y el Comité no se pronunció en 30 casos. Hay 182 casos pendientes de resolución. 

El Comité de Arbitraje de Sana’a Sur tramitó 629 casos sólo en el período entre 2009 y mediados de 2010. 
Cerca del 80 por ciento o aproximadamente 500 estaban relacionados con un despido injustificado. De éstos, 
30 casos se resolvieron mediante conciliación, y en 48 casos se concedió una indemnización al trabajador. 

En el primer semestre de 2010, la Dirección de Resolución de Conflictos Laborales y los Comités de 
Arbitraje de la Gobernación de Taiz y de la Gobernación de Aden resolvieron 169 casos mediante conciliación 
o arbitraje. A continuación se muestran los resultados desglosados. 

Gráfico 15. Yemen: casos resueltos mediante arbitraje hasta mediados de 2010 

 

Gráfico 16. Yemen: casos resueltos mediante conciliación hasta mediados de 2010 

 

  

Despido 
injustificado

26%

Despido
justificado

21%

Finalización del 
contrato

1%

Motivos 
económicos

50%

Período de prueba
2%

Despido injustificado
16%

Despido
justificado

18%

Finalización
del contrato

2%

Motivos económicos
58%

Período de prueba
6%



 

 

70 TMEE-R-[2011-02-0011-12]-Sp.docx  

Parte IV. La terminación de la relación de trabajo 
en la práctica 

239. En esta Parte se presenta una imagen dinámica de la terminación de la relación de trabajo 

que ha sido elaborada a partir de una serie de «instantáneas» tomadas de las situaciones de 

los países descritas en los Estudios Generales de 1974 y 1995, el Estudio breve de 2001, la 

labor de los órganos de control y la base de datos EPLex. Este enfoque, en conjunción con 

los detallados estudios por país que se han citado, puede ayudar a la Reunión de expertos 

en la tarea de determinar las tendencias imperantes en la práctica del despido.  

240. El cuadro comparativo sobre la legislación relacionada con la terminación de la relación de 

trabajo en 105 Estados Miembros, que figura en el anexo VI al final del presente 

documento, se basa en uno similar incluido en el estudio breve de 2001. En el anexo se 

explica la metodología utilizada para recopilar y presentar la información pertinente.  

A. Tendencias desde el Estudio General de 1974 

241. Campo de aplicación. En el Estudio General de 1974 se indicaron algunos casos en los 

que la legislación general sobre la terminación injustificada de la relación de trabajo no era 

aplicable a determinadas categorías de trabajadores que, en ciertos casos, estaban 

amparadas por una legislación especial o métodos de aplicación distintos. La muestra de 

legislaciones contenida en el Estudio General de 1974 es demasiado reducida como para 

poder indicar una tendencia preponderante en aquel momento. Para hacerse una idea de la 

situación en aquel entonces habría que señalar que se mencionaron ocho países en relación 

con la cuestión de los trabajadores domésticos 
1
 — situación que no ha cambiado en por lo 

menos siete de este grupo de países 
2
 — y que también se mencionaron cinco en relación 

con la exclusión de categorías de trabajadores en el caso de empresas con menos de un 

número determinado de personas 
3
 — exclusión que han sido suprimida en dos países 

4
, 

reducida en uno 
5
, aumentada en otro 

6
 y permanecido idéntica en otro más 

7
. 

242. La legislación de 53 de los 75 países incluidos en la base de datos EPLex no contempla 

ninguna exclusión basada en el tamaño de la empresa. La legislación de los 22 países 

restantes contempla la posibilidad de excluir ciertas categorías de trabajadores en el caso 

de empresas con menos de cinco 
8
, diez 

9
, 15 

10
, 20 

11
 ó 30 

12
 trabajadores.  

 

1
 Chile, Egipto, Camboya, Jamahiriya Árabe Libia, Países Bajos, Panamá, Suecia, Trinidad y Tabago. 

2
 Chile, Egipto, Camboya, Países Bajos, Panamá, Suecia, Trinidad y Tabago. 

3
 Francia, Alemania, Italia, Sri Lanka, Reino Unido. 

4
 Francia y Reino Unido. 

5
 Italia, de menos de 35 a menos de 15. 

6
 Alemania, de menos de cinco a menos de diez. 

7
 Sri Lanka, menos de 15. 

8
 Austria, República de Corea. 
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243. La base de datos EPLex muestra que, en la actualidad, la principal legislación laboral de 

algunos países excluye determinadas categorías de trabajadores de la protección contra el 

despido injustificado. Sólo cuatro de los 75 países no han previsto exclusiones en este 

sentido. Las dos categorías que se excluyen con mayor frecuencia son los trabajadores de 

la administración pública y los trabajadores tradicionales del sector público quienes, como 

la CEACR señaló en su Estudio General de 1995, generalmente están amparados por una 

legislación especial o métodos de aplicación específicos 
13

. 

244. En la medida en que la exclusión de determinadas categorías de trabajadores de la 

legislación nacional general sea conforme con las disposiciones de los párrafos 4 ó 5 del 

artículo 2 del Convenio, los Estados Miembros deberán enumerar dichas exclusiones en la 

primera memoria sobre la aplicación del Convenio que sometan tras su ratificación. La 

Oficina señaló que tal vez deba contemplarse la posibilidad de reexaminar las cláusulas de 

flexibilidad del Convenio 
14

.  

245. En cuanto a las garantías previstas para los contratos de duración determinada, no se 

prevén restricciones en 19 de los 75 países incluidos en la base de datos EPLex 
15

. De estos 

19 países, 12 exigen por lo general una causa justificada para el despido 
16

. Deberán 

preverse garantías adecuadas a escala nacional para impedir el recurso abusivo a contratos 

de trabajo de duración determinada cuyo objeto sea eludir la protección que prevé la 

legislación en dichas jurisdicciones. Por otra parte, 46 países exigen que exista una causa 

justificada para despedir y prevén algún tipo de garantía contra el recurso a contratos de 

trabajo de duración determinada 
17

. 

246. Países que carecen de disposiciones relativas a la justificación. La CEACR señaló en el 

Estudio General de 1974 que 19 países no habían adoptado el principio de la justificación 

 

9
 Alemania, Marruecos, Eslovenia, República Bolivariana de Venezuela. 

10
 Australia, Italia, Kirguistán, Sri Lanka, Estados Unidos. 

11
 Bélgica, Bulgaria, Chipre, República Checa, Dinamarca, Finlandia, Grecia, Hungría, Serbia, 

Suiza. 

12
 Turquía. CEACR, observación: Turquía (2010). 

13
 Estudio General de 1995, párrafo 63. 

14
 Véase nota 13 de la parte II. 

15
 Antigua y Barbuda, Australia, Burkina Faso, Canadá (en el ámbito federal únicamente), Chipre, 

Egipto, Georgia, Ghana, Japón, Jordania, Lesotho, Malasia, Singapur, Sudáfrica, Sri Lanka, Suiza, 

Uganda, Yemen, Zambia. 

16
 Antigua y Barbuda, Australia, Burkina Faso, Canadá (en el ámbito federal únicamente), Chipre, 

Egipto, Ghana, Japón, Singapur, Sudáfrica, Uganda, Yemen. 

17
 Alemania, Arabia Saudita, Argentina, Armenia, Azerbaiyán, Bulgaria, Camboya, República 

Centroafricana, Chile, China, Comoras, República de Corea, República Democrática del Congo, 

Côte d'Ivoire, El Salvador, Eslovaquia, Eslovenia, España, Etiopía, Filipinas, Finlandia, Francia, 

Gabón, Hungría, Indonesia, Italia, Kirguistán, Luxemburgo, Madagascar, Malawi, Marruecos, 

México, República de Moldova, Namibia, Níger, Países Bajos, Panamá, Perú, Reino Unido, 

Federación de Rusia, Senegal, Serbia, Suecia, Turquía, República Bolivariana de Venezuela, 

Viet Nam. 
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ni en su legislación ni en los convenios colectivos aplicables 
18

. Once de estas 

jurisdicciones adoptaron ulteriormente este principio y seis no lo han hecho aún 
19

; no se 

dispone de información al respecto en el caso de Líbano y de Myanmar. Según la EPLex, 

otros 13 países no exigen por lo general que existan causas justificadas para la 

terminación 
20

. Como se indica en el cuadro comparativo, 59 de los 75 países incluidos en 

la EPLex exigen por regla general una causa justificada para terminar la relación de 

trabajo. 

247. El Estudio General de 1974 aludía a los requisitos exigidos por las autoridades de 

Sri Lanka, Países Bajos, Francia y Malí para la aprobación de los despidos individuales. 

Al parecer, actualmente no es necesaria en general una causa justificada para despedir en 

Sri Lanka, lo que, como ya se señalara en 1974, sí es el caso en los Países Bajos 
21

 y en 

Egipto. En cada uno de estos países la terminación de los contratos de duración indefinida 

debe contar con la aprobación previa de las autoridades: en el caso de Egipto, cuando el 

despido obedezca a motivos disciplinarios, y en el de los Países Bajos y Sri Lanka cuando 

no se trate de despidos sin aviso previo o por motivos disciplinarios, respectivamente. 

Estos son los únicos países en la EPLex que exigen la aprobación previa de las autoridades 

públicas en casos de despido individual. En Francia existía un requisito similar que ya no 

está en vigor y, en el caso de Malí, no se dispone de información sobre este particular 
22

. 

Cabe recordar que el Convenio no estipula la autorización previa de la autoridad 

competente.  

248. En el Estudio General de 1974 se observó que la protección contra el despido por los 

motivos indicados en el párrafo 3 de la Recomendación de 1963 — que se corresponde con 

el artículo 5 del Convenio — quedaba garantizada o bien implícitamente en las 

jurisdicciones en las que se requería una causa justificada para despedir o bien 

explícitamente en la mayoría de los países; ahora bien, en el Estudio no se identificaron 

deficiencias en materia de protección. En el Estudio General sobre la libertad sindical y la 

negociación colectiva de 1973 se señaló que Suiza era el único país que no garantizaba este 

tipo de protección, aunque actualmente lo hace de forma explícita 
23

. El Estudio General 

 

18
 Argentina, Australia, Bangladesh, Birmania, Canadá, Estados Unidos, Yemen, Guyana, Irlanda, 

Jamaica, Kuwait, Líbano, Malawi, Nicaragua, Nigeria, Qatar, Tailandia, Turquía, Zambia. Véase el 

Estudio General de 1974, párrafo 40. 

19
 Países que han adoptado el principio: Argentina, Australia, Bangladesh (salvo para algunos 

despidos), Canadá (implícitamente en la legislación federal), Guyana, Yemen, Irlanda, Jamaica, 

Malawi, Nicaragua, Turquía. Países que no lo han adoptado: Estados Unidos, Kuwait, Nigeria, 

Qatar, Tailandia, Zambia (aunque en el derecho consuetudinario se han planteado algunas 

excepciones a la norma de la extinción sin causa y existen prohibiciones contra la terminación por la 

mayoría de los motivos indicados en el artículo 5). 

20
 Austria, Bélgica, Brasil, Camerún, Dinamarca, Georgia, Grecia, Jordania, Malasia, Singapur, 

Sri Lanka, Suiza, República Árabe Siria. 

21
 Baker & Mckenzie 2009. Worldwide Guide to Termination, Employment Discrimination, and 

Workplace Harassment Laws, pág. 362. 

22
 Estudio General de 1974, párrafo 72. 

23
 Estudio General sobre la libertad sindical y la negociación colectiva de 1973, párrafo 144: «hay 

casos, sin embargo, en que la legislación no contiene disposiciones especiales para proteger a los 

trabajadores contra los despidos motivados por su afiliación o sus actividades sindicales y en que el 

empleador no está obligado normalmente a dar las razones del despido». Dicha protección está 

recogida ahora en los párrafos 1, e), y 2 del artículo 336 del Código de Obligaciones. 



 

 

TMEE-R-[2011-02-0011-12]-Sp.docx  73 

sobre la igualdad en el empleo y la ocupación de 1971 no identificó lagunas en este sentido 

y, por tanto, no puede servir de base para establecer posibles tendencias. 

249. Procedimientos previos a la terminación o en ocasión de ésta. Los datos disponibles no 

permiten evaluar la evolución de la situación a lo largo del tiempo. 

250. Recurso contra la terminación. Como ya se indicó, las observaciones formuladas por la 

CEACR en relación con la aplicación de los artículos 8, 9 y 10 se han centrado sobre todo 

en la atribución de la carga de la prueba. Cuando se intenta identificar las tendencias en las 

prácticas nacionales resulta difícil establecer puntos de referencia para hacer un 

seguimiento de la evolución posterior de la situación. El cuadro comparativo recoge 

algunos cambios recientes con respecto a las reparaciones previstas en la legislación 
24

. 

251. Plazo de preaviso. Casi todos los países que han sido examinados han introducido 

disposiciones relativas al plazo de preaviso cuando la relación de trabajo vaya a darse por 

terminada 
25

. 

252.  Indemnización por fin de servicios y otras medidas de protección de los ingresos. En el 

Estudio General de 1974 se indicó que 30 países habían notificado que las prestaciones del 

seguro de desempleo representaban una rama de la seguridad social 
26

. Como ya se 

indicó 
27

, 78 países cuentan actualmente con sistemas obligatorios de prestaciones de 

desempleo. En el Estudio General de 1974 se señalaba que en la legislación de 32 países se 

contemplaba el pago de una indemnización por fin de servicios, de una prima por 

antigüedad laboral u otras prestaciones análogas pagaderas directamente por el empleador 

cuando la relación de trabajo se hubiera dado por terminada 
28

. La columna 10 del cuadro 

comparativo muestra la situación actual a este respecto. 

 

 

24
 En 1974 se había señalado que en el Brasil, por ejemplo, las autoridades competentes podían 

ordenar el pago de una indemnización en lugar de ordenar la readmisión si estimaban que no era 

aconsejable continuar la relación de trabajo. Según la información disponible en la EPLex, el pago 

de indemnizaciones es la única reparación que por lo general se ordena en la actualidad en los casos 

de despido injustificado, si bien la readmisión es una opción disponible de pleno derecho en 

situaciones especiales, incluidas aquellas en las que el Tribunal de Trabajo no reconoce causas 

graves para el despido (Estudio General de 1974, pág. 48, nota 3). La información disponible en la 

EPLex indica que en Estados Unidos la readmisión es una posibilidad contemplada en numerosas 

leyes contra la discriminación, y podrá ordenarse cuando prosperen las demandas entabladas con 

arreglo al derecho consuetudinario sobre la base de los contratos o de hechos u omisiones ilícitos. El 

pago de una indemnización por daños era antes la única reparación disponible en Camboya, pero la 

readmisión es una opción que existe en la actualidad.  

25
 Véase la EPLex en relación con Belarús, España, México (cuya legislación no establece el 

momento oportuno para dar este preaviso), Panamá (con excepciones para ciertas categorías de 

trabajadores), Ucrania y la Federación de Rusia. En relación con Guatemala, véase el artículo 78 

del Código de Trabajo. 

26
 Estudio General de 1974, párrafo 115, nota 3. 

27
 En el párrafo 62 supra. 

28
 Argentina, Bangladesh, Brasil, Bulgaria, Belarús, Canadá, Dinamarca, Egipto, Francia, 

Guatemala, India, Irán, Côte d’Ivoire, Camboya, Kuwait, Líbano, Jamahiriya Árabe Libia, 

Luxemburgo, Malí, Mauricio, México, Marruecos, Pakistán, Panamá, Qatar, Federación de Rusia, 

Sudán, Suiza, Túnez, Turquía, Ucrania, Viet Nam. 
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Cuentas de ahorro de seguro de desempleo en el Brasil 

En el Brasil el empleador está obligado a depositar cada mes una suma equivalente al 8 por ciento del 
salario mensual del trabajador, que se ingresa a nombre del asalariado en una cuenta administrada por el 
Banco Federal de Ahorro. Dicha suma no se descuenta de los salarios, a diferencia de Chile, por ejemplo, país 
en el que el empleador descuenta directamente de los salarios de los trabajadores una cotización del 0,6 por 
ciento. El trabajador tiene derecho a retirar el saldo de la cuenta en varias circunstancias, entre las que pueden 
mencionarse las siguientes: despido injustificado (es decir, por cualquier motivo distinto de los que se incluyen 
en la lista de «causas justificadas» del Código del Trabajo chileno); vencimiento de un contrato de duración 
determinada; cierre de la empresa; despido por motivos de fuerza mayor; despido de común acuerdo; muerte 
del empleador; jubilación; cuando el trabajador o la persona a su cargo sufren de cáncer o son seropositivos; 
para la compra de una vivienda; para saldar o amortizar la deuda o el pago de parte de las cuotas de un 
crédito hipotecario, etc. En caso de despido sin causa justificada (que incluye la terminación por motivos 
económicos) el trabajador tendrá derecho — además del monto total depositado en su cuenta — a una 
indemnización adicional del 40 por ciento del valor actualizado neto de los ingresos en la cuenta. El empleador 
deberá pagar directamente al gobierno un 10 por ciento adicional. Los trabajadores con un contrato de 
duración determinada que hayan sido despedidos sin causa justificada también tendrán derecho — además de 
la suma indicada — al pago de una suma equivalente a la mitad de la remuneración a la que hubiera tenido 
derecho al expirar el contrato. Dichas sumas, y las demás a las que tenga derecho el trabajador, son 
pagaderas cuando la relación de trabajo se haya dado por terminada, y no es necesaria la sentencia de un 
tribunal reconociendo que el despido fue injustificado. Cuando el despido obedece a una causa justificada, y 
una vez que un tribunal haya reconocido que ha habido falta grave, el trabajador pierde entonces el derecho al 
pago de estas indemnizaciones, así como al retiro inmediato de la suma depositada en su cuenta. 

Dispositivos análogos se aplican en la Argentina, Colombia, Ecuador, Panamá, Perú, Uruguay y 
República Bolivariana de Venezuela 1. 

1 Ferrer, A. M. y Riddell, W. C., 2009: «Unemployment Insurance Savings Accounts in Latin America: Overview and 
Assessment», en Social Protection & Labor. Washington, D.C., Banco Mundial, pág. 32. 

 

253. Consulta de los representantes de los trabajadores y notificación a la autoridad 

competente. Los datos disponibles no permiten hacer una evaluación objetiva de la 

evolución de la situación a lo largo del tiempo. 

B. Tendencias desde el Estudio General de 1995  

254. El Estudio General de 1995 proporcionaba información sobre las perspectivas de 

ratificación del Convenio de varios países, información que ahora puede examinarse a la 

luz de los acontecimientos ocurridos durante los 15 años transcurridos desde entonces. 

Ratificaciones recientes 

255. Doce países han ratificado el Convenio núm. 158 desde el examen del Estudio General de 

1995 llevado a cabo en la reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo celebrada en 

junio de 1995. El Grupo de los Empleadores se preguntaba si los requisitos del Convenio 

no eran demasiado exigentes, lo que reduciría las perspectivas de ratificación de otros 

Estados Miembros 
29

. En la presente sección se describe la situación de este grupo de 

países. 

 

29
 Observaciones del Vicepresidente empleador sobre el informe de la Comisión de Aplicación de 

Normas de la Conferencia, Actas, Conferencia Internacional del Trabajo, 1995, pág. 27/7. En 1995 

el Grupo de los Empleadores afirmó que las declaraciones positivas acerca de las perspectivas de 

ratificación en el futuro que figuraban en el Estudio General tenían una validez limitada. Actas, 

Conferencia Internacional del Trabajo, 1995, pág. 24/31, párrafo 85. 
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256. En el Estudio General de 1995 se decía que Portugal había sometido al Parlamento la 

ratificación del Convenio para su aprobación. La ratificación del Convenio por Portugal se 

registró en noviembre de 1995. En sus observaciones a la CEACR las organizaciones de 

trabajadores plantearon la cuestión de las garantías contra el recurso a contratos de trabajo 

de duración determinada. A lo largo de los años se han concluido varios acuerdos de 

carácter tripartito cuya finalidad es consolidar las garantías y reforzar las protecciones. En 

agosto de 2003 y julio de 2006 se adoptaron nuevas leyes y normativas laborales para 

aplicar las disposiciones del Convenio. En sus observaciones más recientes formuladas en 

2007 la CEACR solicitó información sobre la aplicación del Convenio en las 

microempresas. Asimismo, la CEACR tomó nota de las observaciones formuladas por un 

sindicato y una organización de empleadores portugueses: 

La UGT [Unión General de Trabajadores] resume las disposiciones nacionales que 

garantizan la protección contra el despido sin «causa justificada» y expresa su preocupación 

por el recurso frecuente a los contratos de trabajo de duración determinada, que contribuyen a 

la precariedad de los trabajadores. La CTP [Confederación Portuguesa de Turismo] observa 

que las disposiciones nacionales parecen estar en conformidad con los principios del 

Convenio, aunque considera que las disposiciones del Código del Trabajo se ven, al parecer, 

superadas en una economía mundializada debido a su falta de flexibilidad, una característica 

que no alentaría el desarrollo económico de las empresas 
30

. 

257. En el Estudio General de 1995 se señalaba que Namibia había informado que no existían 

obstáculos para la ratificación del Convenio, precisando que si fuera necesario podría 

modificarse la legislación a fin de garantizar un cumplimiento más eficaz de sus 

disposiciones. La ratificación del Convenio por Namibia se registró en junio de 1996. En 

sus observaciones más recientes formuladas en 2010 la CEACR pidió aclaraciones y 

mayor información sobre algunos puntos a raíz de la adopción de la Ley del Trabajo 

núm. 11 de 2007. Con arreglo a esta ley, el despido sin una «causa válida y justificada» no 

está permitido. La CEACR pidió que se confirmara si estas causas eran las que se 

indicaban en el artículo 4. También pidió que se aclarara de qué manera la legislación y la 

práctica nacionales garantizaban que la ausencia temporal del trabajo por motivo de 

enfermedad o lesión no constituía una causa justificada de despido y, por último, solicitó 

información práctica sobre cómo se había definido el concepto de «falta grave» conducente 

a la pérdida del derecho a percibir la indemnización por fin de servicios. 

258. La República de Moldova ratificó el Convenio en febrero de 1997. Desde ese momento, se 

han presentado a la CEACR las memorias solicitadas y respondido a las preguntas 

formuladas. En la última solicitud directa se pidió información adicional sobre la 

aplicación en la práctica de la legislación en vigor. La CEACR también ha pedido al 

gobierno que a) precise de qué manera garantiza que presentar una queja o participar en un 

procedimiento entablado contra un empleador por supuestas violaciones de leyes o 

reglamentos, o recurrir ante las autoridades administrativas competentes no son motivos 

que constituyan causa justificada para despedir; b) explique cómo garantiza que las 

personas que no estén amparadas por convenios colectivos vigentes tienen derecho a un 

plazo de preaviso razonable o, en su lugar, a una indemnización, y c) aclare el papel de los 

convenios colectivos con respecto al pago de la indemnización por fin de servicios, de 

modo que la Comisión pueda evaluar mejor si todas las personas protegidas por el 

Convenio tienen derecho a una indemnización por fin de servicios, a prestaciones del 

seguro de desempleo o a una combinación de ambas medidas 
31

. 

 

30
 CEACR, observación: Portugal (2007). 

31
 CEACR, solicitud directa: República de Moldova (2009). 
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259. Papua Nueva Guinea, Santa Lucía y Serbia ratificaron el Convenio en junio, noviembre y 

diciembre de 2000, respectivamente. El Estudio General de 1995 no informó sobre las 

perspectivas de ratificación de estos países. Desde la primera solicitud directa de 2006 la 

CEACR ha pedido información a Papua Nueva Guinea sobre la aplicación del Convenio. 

El Gobierno informó a la CEACR sobre la elaboración y la promulgación de un nuevo 

régimen legislativo que incluía disposiciones en consonancia con el Convenio, algo que la 

CEACR tuvo ocasión de formular comentarios al respecto en 2010. En Santa Lucía  

— cuyo Gobierno había informado sobre la aplicación del Convenio en virtud de un 

Código del Trabajo aún no promulgado y, posteriormente, mediante una Ley de 1970 — se 

están adoptando medidas encaminadas a ajustar su legislación a la ley modelo de la 

CARICOM relativa a la terminación de la relación de trabajo. Por otra parte, se solicitó al 

Gobierno de Serbia que facilitara información suplementaria sobre las disposiciones 

relativas al plazo de preaviso y las medidas de protección de los ingresos. 

260. Luxemburgo y Lesotho ratificaron el Convenio en marzo y junio de 2001, respectivamente. 

En el Estudio General de 1995 se hacían numerosas referencias a las prácticas relativas a la 

terminación de la relación de trabajo en Luxemburgo, pero no se hacía ninguna en este 

sentido en el caso de Lesotho. Luxemburgo resolvió varias cuestiones poco después de que 

la CEACR las hubiera planteado. En 2010 la Comisión invitó al Gobierno a que siguiera 

facilitando información sobre ciertos puntos. En el caso de Lesotho, la CEACR ha pedido 

precisiones sobre la manera en que el Convenio se aplica a los trabajadores del sector 

público, dado que no todos los trabajadores de este sector están amparados por el Código 

del Trabajo. La CEACR ha formulado una solicitud directa pidiendo que se aclare cómo se 

aplica el Convenio a los trabajadores en período de prueba y qué garantías están previstas 

contra el recurso a contratos de trabajo de duración determinada. 

261. En septiembre de 2002 Antigua y Barbuda ratificó el Convenio. En su primera memoria el 

Gobierno facilitó información sobre el número de casos tramitados. De los 463 litigios 

tratados por el Departamento de Trabajo, 216 (es decir, el 46 por ciento) tenían que ver con 

el despido o la suspensión, o bien con la reducción de plantilla o el despido de los 

trabajadores de que se tratara en cada caso. Cuarenta y seis de los 53 casos presentados 

ante el Tribunal Laboral entre 2004 y 2005 se referían a despidos injustificados. Ninguno 

de estos 53 casos se resolvió a favor del empleador, 14 se resolvieron a favor del trabajador 

y los demás fueron retirados, se arreglaron extrajudicialmente o quedaron pendientes. En 

2010 la CEACR solicitó información suplementaria sobre la aplicación del Convenio en la 

práctica.  

262. En 2006, al convertirse en Estado Miembro de la OIT, Montenegro aceptó las obligaciones 

dimanantes del Convenio núm. 158, y está previsto que en 2011 presente su primera 

memoria sobre la aplicación de este instrumento. 

263. La República Centroafricana ratificó el Convenio en junio de 2006. En relación con los 

problemas generales de aplicación mencionados por algunos gobiernos, en el Estudio 

General de 1995 la CEACR señaló que el Gobierno de este país había aludido a «la 

reorganización en curso, como consecuencia de las transformaciones políticas» 
32

. Tras el 

examen de la primera memoria presentada en 2008 la CEACR planteó algunas cuestiones 

relacionadas con la aplicación del Convenio. 

264. Eslovaquia, que ratificó el Convenio en febrero de 2010, dará efecto a sus disposiciones en 

febrero de 2011. 

 

32
 Estudio General de 1995, párrafo 360. 
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Otras perspectivas de ratificación 

265. El Estudio General de 1995 incluía información sobre las perspectivas de ratificación de 

otros países que aún no han ratificado el Convenio. La situación de los países que se 

indican a continuación se resume en el cuadro comparativo del anexo VI sobre la 

legislación relacionada con la terminación de la relación de trabajo. 

País   Indicación en el Estudio General de 1995 

Comoras  Señaló que había propuesto a su Parlamento la ratificación del 
Convenio. 

Indonesia, Iraq y Swazilandia   Señalaron que estudiaban las posibilidades de ratificación. 

Burkina Faso   Señaló que no veía dificultades que impidieran la ratificación. 

Côte d’Ivoire, Guinea y Senegal   No señalaron dificultad alguna en relación con los instrumentos y 
consideraban que no existían obstáculos a la ratificación en el estado 
de la legislación y de la práctica. 

Bangladesh y Hungría   Señalaron que la legislación estaba de conformidad con el Convenio o 
con su espíritu, y que ya no parecía, por tanto, que existieran 
obstáculos a la ratificación. 

Argentina, Belarús, Bolivia, Egipto, Perú 
y Federación de Rusia  

 Informaron que preferían diferir la cuestión de la ratificación, habida 
cuenta de que la legislación del trabajo y la legislación en materia de 
relaciones profesionales, de empleo y de procedimientos de control  
se encontraban en curso de revisión. 

Estados Unidos y República Árabe Siria   Señalaron que no preveían por el momento ratificar el Convenio. 

Austria, Azerbaiyán, República de Corea, 
Filipinas, Guinea, Madagascar, Mauricio, 
Polonia, Federación de Rusia, Túnez y 
Zimbabwe  

 Mencionaron las modificaciones realizadas o previstas que deberían 
permitir aproximar la legislación nacional a las normas del Convenio  
y de la Recomendación. 

266. En razón de su alcance, el presente estudio no permite presentar información sobre 

Botswana (que consideraba que podrían formularse a las autoridades competentes 

recomendaciones para la ratificación); Benin y Malí (que señalaron que la legislación 

estaba de conformidad con el Convenio o con su espíritu, y que ya no parecía, por tanto, 

que existieran obstáculos a la ratificación); Belice, Croacia y Rumania (que informaron 

que preferían diferir la cuestión de la ratificación, habida cuenta de que la legislación del 

trabajo y la legislación en materia de relaciones profesionales, de empleo y de 

procedimientos de control se encontraban en curso de revisión ); Ecuador y Noruega (que 

no preveían por el momento ratificar el Convenio); ni de Canadá, Dominica, Estonia, 

Granada, Guinea Ecuatorial, Líbano, Malta, Noruega, Rumania, Seychelles y Tailandia 

(que mencionaron las modificaciones realizadas o previstas que deberían permitir 

aproximar la legislación nacional a las normas del Convenio y de la Recomendación). 

267. Veintitrés países indicaron que no habían modificado la legislación o que no estaba 

prevista su modificación 
33

. 

Tasa de ratificación  

268. Los miembros empleadores han sostenido particularmente que la tasa de ratificación 

constituye un indicador de la viabilidad del Convenio 
34

. 

 

33
 Alemania, Arabia Saudita, Bangladesh, Bélgica, Botswana, Bulgaria, Canadá (provincia de 

Alberta), Cuba, Ecuador, Ghana, Guinea, Indonesia, Iraq, Kuwait, México, Nueva Zelandia, 

Panamá, Perú, Qatar, Reino Unido, Singapur, Sri Lanka y Suriname. 
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269. Los miembros trabajadores destacaron en reiteradas ocasiones, por ejemplo en las 

consultas de noviembre de 2008, que la tasa de ratificación por sí sola no constituye un 

indicador adecuado de la importancia del Convenio. Así, por ejemplo, varios países que 

aún no han ratificado el Convenio núm. 158 ofrecen un nivel de protección mucho mayor 

que el previsto en el Convenio. Otro aspecto importante es el que tiene que ver con su 

utilización en los tribunales nacionales 
35

.  

270. El Convenio está en vigor en 35 países y ha sido denunciado por el Brasil 
36

.  

271. En caso de que la Reunión de expertos considere pertinente el factor de la tasa de 

ratificación, en los anexos III y IV figuran dos gráficos comparativos sobre este particular. 

El gráfico que trata sobre las «ratificaciones de convenios actualizados (excepto los 

convenios fundamentales)» presenta cada uno de estos convenios ordenados de izquierda a 

derecha sobre el eje de las abscisas según el número de ratificaciones de que haya sido 

objeto. El Convenio núm. 158, con 36 ratificaciones, se encuentra clasificado en el puesto 

38 de un total de 67. El gráfico que trata sobre las «ratificaciones de convenios 

actualizados (excepto los convenios fundamentales)» presenta cada uno de estos convenios 

ordenados de izquierda a derecha sobre el eje de las abscisas según el número de 

ratificaciones de que haya sido objeto. El Convenio núm. 158, con 36 ratificaciones, se 

encuentra clasificado en el puesto 38 de un total de 67. El gráfico que trata sobre las «tasas 

de ratificación de los Convenios núms. 158, 140 y 156» muestra la evolución de la tasa de 

 

34
 Examen del Estudio General de 1995 por la Comisión de Aplicación de Normas de la 

Conferencia, párrafo 80. 

35
 Véase la parte III de la Nota de 2009. 

36
 El Brasil ratificó el Convenio el 5 de enero de 1995 y lo denunció el 20 de noviembre de 1996. En 

el párrafo 15 de su informe general de 1997 la CEACR menciona las razones que explican esta 

decisión del Gobierno de Brasil: 

El Gobierno del Brasil indicó que había tomado la decisión de denunciar el Convenio 

núm. 158 después de haber celebrado las consultas tripartitas pertinentes al respecto. Recuerda 

que concede una gran importancia a la protección contra los despidos abusivos y los despidos 

injustificados, cuestión abarcada por el artículo 7, I, de la Constitución federal. Un proyecto 

destinado a completar la disposición constitucional fue objeto de consultas tripartitas. Según el 

Gobierno, circunstancias complejas de orden jurídico y económico, no percibidas en el 

momento de la ratificación, hicieron difícil la integración del Convenio núm. 158 en el 

ordenamiento jurídico brasileño. El Gobierno estima que, de hecho, el Convenio podría, por 

una parte, invocarse para la justificación de despidos excesivos e indiscriminados, basándose 

en la vaga noción general de las «necesidades de funcionamiento de la empresa, 

establecimiento o servicio», tal como prevé el artículo 4, y, por otra, dar cabida a una amplia 

prohibición de poner término a la relación laboral, que sería incompatible con el programa de 

reforma y de modernización económica y social en curso. Además, el Gobierno estima que, el 

Convenio constituye un paso atrás en el sentido de la reducción de la intervención del Estado 

y de la ampliación de la función de la negociación colectiva. Según el Gobierno, esta 

incertidumbre sobre el alcance de las disposiciones del Convenio produciría en el contexto del 

ordenamiento jurídico brasileño, basado en el derecho positivo, inseguridad y litigios sin 

ventajas prácticas para el mejoramiento y la modernización de las relaciones laborales. El 

Gobierno subraya, no obstante, que es sensible a las cuestiones abarcadas por el Convenio y 

que tiene la intención de seguir aplicando y mejorando la legislación nacional en lo referente a 

la protección del empleo. 

En febrero de 2008 el Presidente Lula da Silva presentó el Convenio núm. 158 ante el Congreso 

Nacional para su ratificación. En julio de 2008 la Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso 

Nacional se pronunció en contra de su ratificación. La cuestión relativa a la ratificación del 

Convenio se remitió para examen ante la Comisión Laboral del Congreso Nacional. 
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ratificación del Convenio sobre la terminación de la relación de trabajo, 1982 (núm. 158), 

del Convenio sobre la licencia pagada de estudios, 1974 (núm. 140) y del Convenio sobre 

los trabajadores con responsabilidades familiares, 1981 (núm. 156). El gráfico indica el 

ritmo al que han sido ratificados otros instrumentos que pueden compararse 

razonablemente con los tres convenios indicados. Se seleccionaron dos convenios de 

referencia: el Convenio núm. 140, ya que es el Convenio con menos ratificaciones después 

del Convenio núm. 158; y el Convenio núm. 156, ya que fue adoptado en 1981, un año 

antes que el Convenio núm. 158. El Convenio sobre la conservación de los derechos en 

materia de seguridad social, 1982 (núm. 157), adoptado el mismo año que el Convenio 

núm. 158, no hubiera sido una elección apropiada, habida cuenta de que sólo ha sido 

objeto de cuatro ratificaciones. El Convenio sobre la readaptación profesional y el empleo 

(personas inválidas), 1983 (núm. 159) también hubiera podido seleccionarse como 

referencia, salvo que es un caso excepcional en términos de su tasa de ratificación, pues su 

elevado número de ratificaciones se explica por una campaña de promoción de varias 

décadas llevada a cabo por una entusiasta división de cooperación técnica de la Oficina.  

272. La importancia de las actividades de promoción de la Oficina también puede percibirse en 

el caso del Convenio sobre la edad mínima, 1973 (núm. 138), que registraba lo que se 

consideraba un bajo nivel de ratificaciones antes de que se iniciara su promoción a raíz de 

la adopción en 1998 de la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos 

fundamentales en el trabajo y su seguimiento. De hecho, los miembros trabajadores 

estiman que las actividades de promoción de la Oficina multiplicarían el número de 

ratificaciones. 

C. Otras consideraciones 

Terminación de la relación de trabajo y enfoque 
de flexiguridad en cuatro países europeos 

273. Sería conveniente que la Reunión de expertos examinara, desde el punto de vista de las 

disposiciones del Convenio, cómo se aborda la terminación de la relación de trabajo por 

iniciativa del empleador en algunos países europeos que aplican un enfoque de 

flexiguridad en sus mercados de trabajo. Tal es el caso de Finlandia y Suecia, dos países 

que han ratificado el Convenio e, igualmente, de los Países Bajos y Dinamarca, otros dos 

países que suelen asociarse a un enfoque de flexiguridad. 

274. En el caso de Suecia, la CEACR señaló muy recientemente (2008) que las garantías contra 

el recurso a contratos de trabajo de duración determinada se aplicaban de común acuerdo 

entre las partes. La CEACR observó que «la Confederación de Asociaciones Profesionales 

de Suecia (SACO), la Confederación de Empresas de Suecia, el Organismo de 

empleadores gubernamentales de Suecia y la Asociación de Autoridades Locales y 

Regionales de Suecia indicaron que los contratos de duración determinada establecidos no 

habían dado origen a conflicto alguno». La segunda cuestión se refería a la exclusión de las 

personas contratadas en el marco de planes especiales de apoyo al empleo del campo de 

aplicación de la Ley de Empleo de 1982 y de sus disposiciones sobre la terminación de la 

relación de trabajo. El Gobierno señaló que se estaban preparando enmiendas para suprimir 

esta exclusión. 

275. Por lo que respecta a Finlandia, la CEACR destacó recientemente (2008) la revocación de 

una disposición por la que se ampliaba temporalmente la posibilidad de concertar contratos 

de trabajo de duración determinada cuando la demanda de los servicios de la empresa era 

inestable. La CEACR también examinó las observaciones formuladas por los sindicatos de 

Finlandia sobre el recurso a contratos de duración determinada en un marco que podría 
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considerarse una intervención en el mercado laboral basada en la flexiguridad. En relación 

con estas observaciones la CEACR señaló lo siguiente: 

La Organización Central de Sindicatos Finlandeses (SAK) y la Confederación de 

Sindicatos para las Profesiones Universitarias (AKAVA) consideran que la protección 

ofrecida por el Convenio y la Ley sobre Contratos de Empleo se han erosionado por la 

siguiente práctica: los empleadores contratan empleados para sus clientes. Los empleados 

reciben contratos cuyo período queda determinado por la duración del contrato entre el 

empleador y el cliente. De este modo, se justifican contratos de duración determinada aun en 

el caso de que el cliente tenga una necesidad continuada de empleados. Según indican la SAK 

y AKAVA, la finalidad de la situación anterior es eludir las disposiciones sobre empleos 

temporarios. 

En relación con sus comentarios anteriores, el Gobierno señala que de conformidad con 

la Ley sobre los Servicios Públicos del Empleo (núm. 1295 de 2002), la finalidad de las 

subvenciones para el empleo es mejorar la situación de una persona en el mercado de trabajo 

mediante la promoción de la colocación en el empleo para reforzar su formación y demás 

calificaciones. Los contratos de duración determinada se utilizan para proporcionar trabajo a 

los desempleados de larga duración, los jóvenes y los trabajadores con discapacidades para 

evitar que se extienda el periodo de desempleo y nivelar las diferencias regionales en materia 

de desempleo. A este respecto, el Gobierno indica que a finales de junio de 2006, se había 

proporcionado empleo a 38.300 personas en cumplimiento de las medidas de la 

Administración del Trabajo que prevén subvenciones para el empleo, 1.400 personas menos 

que el año anterior. De las personas a las que se había proporcionado un empleo, el 6 por 

ciento trabajaban para el Estado, el 25 por ciento para municipios y el 69 por ciento en el 

sector privado; el objetivo es incrementar la proporción del empleo en este sector. La 

Confederación Finlandesa de Empleados (STTL) sostiene que los contratos de duración 

determinada se utilizan en gran medida en el sector público (representan del 20 al 30 por 

ciento de las relaciones de trabajo en el sector público) pese al hecho de que la Ley sobre 

Contratos de Empleo requiere la contratación de personas en el marco de una relación de 

trabajo permanente cuando sea permanente la necesidad de mano de obra. La Comisión pide al 

Gobierno que indique qué garantías se han previsto para que los contratos de duración 

determinada no se utilicen en la práctica con objeto de eludir la protección que prevé el 

Convenio, proporcionando ejemplos sobre la manera en que la noción «causas justificadas» 

prevista en la Ley sobre Contratos de Empleo se utiliza en los sectores público y privado. A 

este respecto, la Comisión agradecería recibir información sobre las personas en empleos 

subvencionados, la duración máxima de la utilización de contratos de duración determinada en 

esos casos, y sus repercusiones. 

276. La marca distintiva de la reglamentación de las relaciones laborales en Dinamarca es el 

hecho de fundarse en normas negociadas colectivamente a nivel nacional, sectorial y 

empresarial. Se estima que el 80 por ciento de la fuerza de trabajo danesa está amparada 

por estos convenios colectivos, ya sea porque el empleador haya adquirido la obligación de 

aplicar las normas negociadas colectivamente por vía de su organización de empleadores o 

porque haya decidido hacerlo de forma voluntaria 
37

. No hay que olvidar que este 

mecanismo resulta apropiado para aplicar las disposiciones del Convenio. Según se refleja 

en el cuadro comparativo del anexo VI, todo parece indicar que los principios del 

Convenio se respetan en la práctica en el caso de una gran mayoría de trabajadores 
38

. Las 

 

37
 Incluso las agencias de empleo temporal — un mecanismo para la promoción del empleo que 

sin duda constituye un elemento importante del paradigma de mercado laboral basado en la 

flexiguridad — están comprendidas en esta estimación del 80 por ciento, y los derechos relativos a la 

terminación de la relación de trabajo «suelen quedar por escrito en el convenio colectivo que ampara al 

trabajador contratado por la agencia de empleo temporal». (Véase Denmark: Temporary agency work and 

collective bargaining in the EU en: http://www.eurofound.europa.eu/eiro/studies/tn0807019s/dk0807019q.htm 

(consultada el 8 de enero de 2011). 

38
 Consúltese la base de datos EPlex para mayores detalles y referencias. 

http://www.eurofound.europa.eu/eiro/
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normas de aplicación general sobre la justificación de los despidos en Dinamarca se 

negocian colectivamente desde hace mucho tiempo. En resumen, el modelo de mercado 

laboral danés — que ha sido descrito como un «triángulo de flexiguridad» que combina un 

alto grado de movilidad laboral, una red de protección social para los desempleados y una 

política activa de mercado de trabajo 
39

 — parece funcionar en consonancia con algunos 

aspectos del Convenio 
40

. En el Estudio breve de 2001 se indica que el Gobierno danés 

estaba examinando, o examinaría en un futuro próximo, la posibilidad de ratificar el 

Convenio 
41

. 

277. Los contratos de trabajo de duración determinada y para realizar determinada tarea 

constituyen un rasgo importante del modelo de flexiguridad que se aplica en los Países 

Bajos. Al igual que en Dinamarca, la negociación colectiva desempeña un papel destacado 

en la reglamentación de las relaciones laborales, aunque la legislación que establece las 

normas sobre los despidos también desempeña un papel importante 
42

. En los Países Bajos 

el despido por causa justificada debe contar con la aprobación previa de la autoridad 

competente, ya se trate de contratos de duración indefinida o de contratos de duración 

determinada a los que se ha puesto término prematuramente. El despido con efecto 

inmediato está permitido cuando no pueda pedirse razonablemente al empleador que 

continúe empleando al trabajador. Las disposiciones sobre las garantías también son 

aplicables a los contratos consecutivos de duración determinada ya que en circunstancias 

concretas se considera que una serie de contratos de duración determinada es equiparable a 

un empleo de duración indefinida. Aparte de esto, como se indica en el cuadro 

comparativo, el modelo de flexiguridad de los Países Bajos contiene los elementos del 

Convenio, incluidos aquellos que se refieren a los despidos colectivos. En el estudio breve 

de 2001 se indicó que estaba discutiéndose la legislación nacional relacionada con el 

despido, y que la ratificación se sopesaría una vez que se hubiesen tomado decisiones 

finales respecto a estos temas; tampoco parecía haber obstáculos que impidiesen o 

retrasasen la ratificación de este Convenio 
43

. 

278. La experiencia sugiere que, en el contexto de estos cuatro países europeos, la aplicación 

del Convenio núm. 158 permite ofrecer seguridad y, al mismo tiempo, adoptar otras 

medidas destinadas a promover la flexibilidad del mercado de trabajo. Esto coincide en 

líneas generales con la observación de Auer y Cazes en su estudio de 2000, en el sentido 

de que los mercados de trabajo de Finlandia y Suecia presentan tanto una elevada tasa 

media de permanencia en el empleo como una proporción elevada de empleo temporal (es 

decir, de contratos de duración determinada y para realizar determinada tarea) lo que, 

contrariamente a la hipótesis de que todo el mercado está derivando hacia empleos 

inseguros y de corta duración, indica la flexibilidad y la seguridad de estos mercados de 

trabajo 
44

. 

 

39
 Madsen, P. K. (2005):«The Danish road to flexicurity: Where are we? And how did we get there?» en 

Bredgaard, T. y F. Larsen (eds.): Employment policy from different angles, Copenhagen, Editorial DJØF. 

40
 Para la descripción de los procedimientos de terminación, véase: http://www.eurofound. 

europa.eu/emire/DINAMARCA/TERMINATION-DN.htm (consultada el 8 de enero de 2011). 

41
 Estudio breve de 2001, párrafo 51. 

42
 Baker y McKenzie, pág. 360 y ss. 

43
 Estudio breve de 2001, párrafos 17 y 18. 

44
 Auer, P. y Cazes, S.: Fortaleza de la relación de trabajo duradera en los países industrializados, en 

Revista Internacional del Trabajo, vol. 119, núm. 4 (2000), pág. 394. 

http://www.eurofound.europa.eu/emire/DINAMARCA/TERMINATION-DN.htm
http://www.eurofound.europa.eu/emire/DINAMARCA/TERMINATION-DN.htm
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Repercusiones económicas de la legislación 
de protección del empleo 

279. Se han hecho varios intentos encaminados a determinar el enfoque metodológico más 

adecuado para estudiar cómo repercute en el funcionamiento de los mercados de trabajo la 

legislación de protección del empleo. Los estudios recientes sugieren que una legislación 

rigurosa en materia de despidos, especialmente en aquellos sectores que recurren más a la 

innovación, fomenta la innovación y el crecimiento económico 
45

. Resulta interesante 

constatar que los efectos sobre la innovación de la legislación relativa a los despidos se 

hayan estudiado utilizando el Índice de la Legislación sobre el Despido, el cual incorpora 

las principales disposiciones del Convenio y la Recomendación 
46

. 

280. En sus Perspectivas del Empleo 2010 la OCDE resumía por lo menos 20 estudios 

importantes por países publicados desde 2004 en los que se investigaban, a partir de datos 

microeconómicos, las repercusiones de la legislación de protección del empleo y su 

jurisprudencia sobre los flujos de empleo. Algunos de estos estudios examinaban el impacto 

de las excepciones aplicables a las pequeñas empresas sobre la rotación de la mano de 

obra 
47

. Otros aprovechaban las reformas para examinar los efectos de esta legislación antes y 

después de la puesta en práctica de las reformas 
48

. Estos estudios ponen de manifiesto que es 

necesario hacer más esfuerzos para establecer la correlación entre los resultados observados 

de los mercados de trabajo (por ejemplo los flujos de entrada y salida del empleo, las 

características del mercado de trabajo, el recurso a modalidades de trabajo y formas de 

contratación atípicas, etc.) y las disposiciones de la legislación de protección del empleo.  

 

45
 Según este estudio, «una legislación laboral estricta podría dotar a las empresas de un dispositivo 

de compromiso para no sancionar las faltas a corto plazo, incitando de este modo a los trabajadores 

a consagrarse a actividades innovadoras que incrementen el valor (...) Constatamos que una 

legislación rigurosa en materia de despidos, especialmente en aquellos sectores que recurren más a 

la innovación, fomenta la innovación y el crecimiento económico en un país». Acharya V. V., 

Baghai, R. P. y Krishnamurthi. «Labor laws and innovation», documento de trabajo 16484, National 

Bureau of Economic Research, octubre de 2010. 

46
 Para una descripción de las variantes 16 a 24 del Índice de la Legislación sobre el Despido véase 

Deakins, S., Lele, P. y Siems, M.: «Evolución del derecho laboral: Análisis comparado de algunos 

regímenes», Revista Internacional del Trabajo, vol. 126, núm. 3-4 (2007). El proyecto Law, 

Finance and Development fue concluido en 2009 por el Centre for Business Research de la 

Universidad de Cambridge. Consúltese la dirección 

http://www.cbr.ac.uk/research/programme2/project2/project2-20.htm. 

47
 (Australia) Venn, D. (2010): «The Impact of Small-firm Exemptions from Employment 

Protection», OECD Social, Employment and Migration Working Paper, Ediciones OCDE, París, en 

prensa; (Alemania) T. Bauer, S. Bender y H. Bonin (2007): «Dismissal Protection and Worker 

Flows in Small Establishments», Economica, vol. 74, págs. 804 a 821; (Suecia) von Below, D. y 

P. Thoursie (2010): «Last In, First Out? Estimating the Effect of Seniority Rules in Suecia», Labour 

Economics, en prensa; (Portugal) Martins, P. (2009): «Dismissals for Cause: The Difference That 

Just Eight Paragraphs Can Make», Journal of Labor Economics, vol. 27, núm. 2, págs. 257 a 279. 

48
 (Italia) Kugler, A. D. y G. Pica (2008): «Effects of Employment Protection on Worker and Job 

Flows: Evidence from the 1990 Italian Reform», Labour Economics, vol. 15, núm. 1, págs. 78 a 95; 

(Reino Unido) Marinescu, I. (2009): «Job Security Legislation and Job Duration: Evidence from the 

United Kingdom», Journal of Labor Economics, vol. 27, núm. 3; (España) Kugler, A., J. F. Jimeno 

y V. Hernanz (2010): «Employment Consequences of Restrictive Permanent Contracts: Evidence 

from Spanish Labor Market Reforms», Journal of the European Economic Association, en prensa; 

(Turquía) Venn, D. (2010): «The Impact of Small-firm Exemptions from Employment Protection», 

OECD Social, Employment and Migration Working Paper, Ediciones OCDE, París, en prensa. 

http://www.cbr.ac.uk/research/programme2/project2/project2-20.htm
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281. Análisis de esta naturaleza, como recordaron los miembros trabajadores en marzo de 2001, 

examinan la legislación nacional de protección del empleo sin estudiar los efectos sobre el 

mercado de trabajo del Convenio propiamente dicho 
49

, de ahí que sus resultados puede 

que no sean de inmediata utilidad para emitir un juicio sobre este instrumento. Como ha 

señalado la OCDE, «la protección del empleo engloba una serie de disposiciones muy 

heterogéneas que probablemente no tengan ni la misma importancia económica ni el 

mismo impacto» 
50

. La flexibilidad explícita de las disposiciones del Convenio propicia esa 

diversidad heterogénea a la que alude la OCDE.  

282. Como ejemplo, considérense los elementos del Convenio que se refieren a la notificación a 

las autoridades en casos de despidos colectivos y a la indemnización por despido colectivo. 

En el recuadro que figura a continuación se resumen las legislaciones laborales de los 

países A y B 
51

. 

País A  País B 

Se necesita una autorización previa  Notificación a las autoridades con una antelación de 
10 días civiles como mínimo 

Umbral > 10 trabajadores  Umbral > 25% de la fuerza de trabajo, pero al menos 
50 trabajadores 

La denegación de la autorización implica que los 
trabajadores deberán ser readmitidos, sin que pueda 
recurrirse a la opción de las bajas incentivadas 

 De no notificarse a las autoridades deberá pagarse a 
cada trabajador una indemnización a tanto alzado 
con tope máximo basada en la antigüedad 

Si se concede la autorización, el empleador deberá pagar 
una indemnización por despido colectivo basada en la 
antigüedad 

 El fondo de seguridad social paga la indemnización 
por despido colectivo 

283. En los dos casos las disposiciones están en consonancia con el artículo 14 del Convenio. 

Cada una de estas legislaciones podría tener efectos distintos en el comportamiento del 

empleador y del trabajador. Los análisis empíricos para determinar la relación entre estas 

disposiciones y los resultados del mercado de trabajo no se refieren a la norma 

internacional sino únicamente a las disposiciones nacionales. Dada la flexibilidad inherente 

a la aplicación de todas las disposiciones del Convenio (en lo tocante a las garantías 

adecuadas contra el recurso a contratos de trabajo de duración determinada o para realizar 

determinada tarea, el campo de aplicación, los requisitos relativos a la notificación, las 

disposiciones sobre la posibilidad de defenderse y recurrir, las medidas de protección de 

los ingresos y las consultas, para mencionar sólo algunos aspectos) resulta muy 

complicado emitir un juicio sobre la norma internacional debido a la enorme variedad de 

formas en que cada país puede darles cumplimiento. 

 

49
 Véase el documento GB.280/LILS/5, párrafo 63. 

50
 OCDE, Perspectivas del Empleo 2010, pág. 186. 

51
 En ambos casos se asume que la legislación exige una solicitud de autorización previa o una 

notificación, incluida una «constancia por escrito de los motivos de las terminaciones previstas, el 

número y las categorías de los trabajadores que puedan verse afectados y el período durante el cual 

habrían de llevarse a cabo dichas terminaciones». 
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Gráfico 17. OCDE: Rigor de la protección global del empleo, diez países, 2008 

 

Escala de 0 (nivel de rigor más bajo) a 6 (nivel más riguroso). 

284. La dificultad de establecer una vinculación entre el análisis empírico de la legislación 

nacional y el Convenio puede ilustrarse gráficamente. En efecto, el gráfico 17 indica el 

rigor de la protección global del empleo en diez países referenciados por la OCDE 
52

. 

Todos los países en cuestión — Australia, Eslovaquia, Eslovenia, España, Finlandia, 

Francia, Luxemburgo, Portugal, Suecia y Turquía — han ratificado el Convenio núm. 158. 

En cada caso se han utilizado medios distintos para aplicar las disposiciones del Convenio 

y las prácticas específicas de cada país han evolucionado desde la ratificación. La escala 

utilizada va de 0 (nivel de rigor más bajo) a 6 (nivel más riguroso). Si bien se han señalado 

dificultades a lo largo de los años, las observaciones más recientes de la CEACR indican 

que ninguno de estos países plantea mayores problemas por lo que respecta a la aplicación: 

todos aplican las disposiciones del Convenio. La CEACR ha señalado que en este 

momento no existe ningún problema de aplicación, o que sólo existen unos pocos en 

Eslovenia, España Francia y Portugal,; en el caso de Australia y Turquía se han planteado 

algunas cuestiones relacionadas con el alcance de la protección y la exclusión de los 

trabajadores en las empresas más pequeñas (además de algunas cuestiones sobre los 

procedimientos en el caso de Australia); se han abordado diversas cuestiones en el caso de 

Luxemburgo, Suecia y Finlandia. Eslovaquia ratificó recientemente el Convenio y deberá 

presentar su primera memoria en 2011. Así pues, esta reducida muestra de países pone de 

manifiesto que el Convenio es lo suficientemente flexible como para dar cabida a casi dos 

puntos de variación en el nivel de rigor de la legislación nacional de protección del 

empleo. Aunque los argumentos económicos y los resultados de las investigaciones 

inciden en el conjunto de disposiciones que se adoptan a efectos de reglamentar el despido, 

unos y otros sólo tienen una utilidad anecdótica al determinar algunos de los efectos del 

Convenio, pues la combinación de disposiciones adoptadas puede variar 

considerablemente y, a pesar de ello, seguir ajustándose a las normas del Convenio. 

 

52
 Fuente: Indicadores de la OCDE de la protección del empleo, en la dirección 

http://stats.oecd.org/Index.aspx?DatasetCode=EPL_OV (consultada el 8 de enero de 2011). La OCDE 

evalúa cuatro indicadores del rigor de la legislación en materia de despido y recurso a contratos de 

duración determinada: 1) global, 2) empleo regular, 3) empleo temporal y 4) despidos colectivos. 
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Algunas conclusiones de las investigaciones de la OCDE 

La investigación empírica ha explorado las repercusiones de la legislación mediante análisis econométricos, 
lo cual dio hasta ahora resultados poco concluyentes sobre la influencia de la LPE en los resultados del mercado 
de trabajo. Un problema crítico es medir la legislación laboral. Por lo tanto, se debe actuar con prudencia y no 
generalizar algunos resultados, ya que su obtención podría depender de la metodología utilizada para construir los 
indicadores relativos a la LPE, así como de las hipótesis subyacentes del modelo. 

A partir del examen global de la información empírica que lleva a cabo la OCDE 1, se pueden sacar 

algunas conclusiones generales: i) se ha determinado que, casi siempre, la LPE tuvo un efecto escaso o nulo 
sobre el desempleo global, si bien puede incidir en la duración del desempleo y en su composición 
demográfica; ii) una LPE más estricta tiende a reducir la rotación de la fuerza de trabajo y a aumentar la 
proporción de puestos de trabajo duraderos, mientras que su efecto sobre el empleo temporal y el empleo a 
tiempo parcial es más bien ambiguo, y iii) una LPE más estricta puede inducir un aumento del desempleo entre 
las mujeres, los trabajadores poco calificados y los jóvenes. Además, el análisis multivariante permite formarse 
una idea de los vínculos que hay entre la LPE y otras instituciones del mercado de trabajo; por ejemplo, se ha 
determinado que la negociación colectiva a nivel central tiende a atenuar los efectos negativos de una LPE 
más estricta. El estudio de la OCDE también pone de manifiesto que los niveles de sustitución de las 
prestaciones de desempleo tienen un impacto negativo importante en materia de empleo y desempleo, si bien 
este último se disipa en parte cuando se combina un sistema de prestaciones generosas con la aplicación de 
políticas del mercado de trabajo eficaces y dinámicas. Por último, el análisis confirma que el impacto de la LPE 
parece ser mayor sobre la dinámica y la composición del empleo que sobre el nivel de empleo. 

No obstante, la información empírica reciente sugiere que se está lejos de alcanzar un consenso sobre la 
cuestión. Por ejemplo, algunos autores consideran que la legislación sobre seguridad en el empleo de la India 
tiene un efecto negativo sobre las oportunidades de empleo y reduce el nivel de bienestar de los trabajadores 2; 
en otro documento se llega a la conclusión de que el plazo de preaviso y las indemnizaciones por despido en 
América Latina no surtieron ningún efecto sobre el empleo y el desempleo, al tiempo que las retenciones 
sociales parecen redundar en una reducción del empleo y un aumento del desempleo 3. Otros investigadores 
encontraron pruebas de que la LPE ha tenido un efecto positivo sobre los resultados en el empleo 4 o sobre la 
duración prolongada de la permanencia en un puesto de trabajo y la productividad 5, lo que sugiere que las 
disposiciones de la LPE pueden surtir efectos positivos al estimular el aumento de las inversiones en recursos 
humanos. Resumiendo, las recomendaciones de política sobre el efecto de la LPE en los resultados a nivel de 
la economía y el mercado de trabajo se deberían formular con gran cautela, habida cuenta de los resultados 
empíricos ambiguos y las cuestiones de medición que se han planteado» 

1 Véase OCDE, Perspectivas del Empleo, 2006.   2 Ashan, A. y Pagès, C., 2007: Are all labour regulation equal? Assessing 
the effects of job security, labor dispute and contract labor in India, Banco Mundial.   3 Heckman, J. y Pagès, C., 2000: The 
cost of job security regulation: evidence from Latin America countries, NBER Working Paper 7773, NBER, Cambridge, 
Massachussets, USA.   4 Amable, B., Demmou, L. y Gatti, D.: «Employment performance and institutions: New answers to 
an old question», Institute of the Study of Labour (IZA) Bonn, marzo de 2007.   5 Auer, P., Berg, J. y Coulibaly, I.: «¿El 
trabajo estable mejora la productividad?» en  Revista Internacional del Trabajo, vol. 124, núm. 3, 2005. 

 

285. Además, cuando se comparan las estadísticas disponibles para el período 2000-2007 de 

Francia y España, dos países que según la OCDE presentan valores similares en cuanto al 

rigor de la protección del empleo, el número de casos sobre despido que se llevan ante un 

tribunal varía considerablemente en uno y otro país. El gráfico 18 — para cuya elaboración 

se han aprovechado una serie de estudios multidisciplinarios realizados recientemente en 

los que se examina minuciosamente la legislación y la práctica francesa relativa al despido 

— indica cuántos casos de despidos se han presentado ante los tribunales de trabajo 

franceses 
53

. También indica el número de casos de despidos presentados a los tribunales 

de trabajo españoles (casos que ya han sido examinados en la parte III). El gráfico muestra 

que el número de estos casos ha sido más elevado en Francia que en España, y que entre 

2002 y 2007 se registró en Francia una disminución de su número, mientras que en 

España se mantuvo estable durante el mismo período. En 2007 se remitieron 

 

53
 B. Gomel, E. Serverin y D. Méda, 2009: L’emploi en ruptures. Editions Dalloz. Más 

específicamente: E. Serverin, y J. Valentin: Licenciement et recours aux prud’hommes, questions de 

mesure, págs. 121 a 138, entre otros estudios que figuran en esta publicación, donde se hace 

referencia al Convenio núm. 158 y a la labor de la OIT. 



 

 

86 TMEE-R-[2011-02-0011-12]-Sp.docx  

141.000 casos a los tribunales de trabajo de Francia, cifra que en España fue de 

aproximadamente 64.000 
54

. Así pues, como puede deducirse de la información presentada 

en este gráfico, en dos países ratificantes con un nivel equivalente de rigor de la protección 

del empleo el número de casos de despidos puede variar considerablemente sin menoscabo 

del cumplimiento en la legislación y en la práctica del artículo 8 del Convenio. 

Gráfico 18. Francia y España: casos de despido, 1993-2009 

 

Todas las causas, por año (de 1993 a 2009). 

286. El número total de casos en Francia incluye aquellos en los que el despido obedece a 

causas relacionadas con la capacidad o la conducta del trabajador (despido por motivos 

personales) y aquellos en los que prevalecen los motivos económicos, tecnológicos, 

estructurales o análogos (despido por motivos económicos). Los casos de despido por 

motivos económicos presentados ante los tribunales de trabajo franceses representan una 

parte reducida del número total de casos, y su proporción registró una tendencia a la baja 

entre 1993 y 2007 
55

: en 1993 representó el 3,6 por ciento; en 2004 el 2,8 por ciento; y en 

2007 el 2,2 por ciento 
56

. En España, los casos que en el período comprendido entre 2000 y 

 

54
 En 2008 el número de casos examinados por los tribunales de Jordania ascendió a 13.492, cifra 

que en 2009 fue de 12.934 (véase la parte III). 

55
 La situación es muy distinta en Yemen, donde el 50 por ciento de un total de 119 casos de 

despido por motivos económicos llevados ante los tribunales de trabajo se resolvieron por vía 

arbitral durante el primer semestre de 2010 y el 58 por ciento de un total de 50 casos mediante 

conciliación (véase la parte III). 

56
 Esta información también se incluyó en el estudio mencionado anteriormente (véase la nota 53). 

Quizás valga la pena recordar que, en Chile, el despido por cualquier motivo deberá notificarse a la 

Inspección del Trabajo, y el número de cartas de preaviso registradas por despidos basados en las 
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2007 no fueron objeto de un arreglo extrajudicial se decidieron la mayoría de las veces a 

favor del trabajador. Así, por ejemplo, en 2007 se falló a favor del trabajador en 

19.238 casos, frente a 8.629 a favor del empleador. Ese mismo año los tribunales 

ordenaron el pago de reparaciones por un total de 246,6 millones de euros, mientras que las 

reparaciones acordadas mediante conciliación ascendieron a 103,7 millones de euros. 

 

 
necesidades de funcionamiento ascendió a cerca de 200.000 en el período comprendido entre enero 

y septiembre de 2010 (véase la parte III). 
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Parte V. Conclusión y puntos para discusión 

287. El objetivo de las disposiciones del Convenio sobre la terminación de la relación de 

trabajo, 1982 (núm. 158) y la Recomendación sobre la terminación de la relación de 

trabajo, 1982 (núm. 166) es garantizar el derecho del empleador a despedir a un trabajador 

por una causa justificada y el derecho del trabajador a que no se lo prive de su trabajo sin 

justificación. Así pues, la finalidad de estos instrumentos es establecer un equilibrio entre 

los intereses del empleador y los intereses del trabajador. 

288. El principio básico del Convenio y su correspondiente Recomendación es que no se pondrá 

término a la relación de trabajo de un trabajador a menos que exista para ello una causa 

justificada relacionada con su capacidad o su conducta, o basada en las necesidades de 

funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio. En la mayoría de los países 

considerados a efectos de la presente Reunión de expertos, es decir, en 59 de los 75 países 

incluidos en la EPLex, se exige por lo general una causa justificada para poner término a la 

relación de trabajo. Los otros principios del Convenio que han sido reconocidos en la 

mayoría de los países tienen que ver con el preaviso, la oportunidad de defenderse antes 

del despido y el recurso ante un órgano independiente. 

289. Para evitar o minimizar el impacto social y económico de los despidos, el Convenio y la 

Recomendación prevén un procedimiento para responder a los despidos colectivos, el cual 

incluye la consulta con los trabajadores o sus representantes y la notificación a las 

autoridades gubernamentales competentes.  

290. Como se desprende de los datos recopilados para esta Reunión de expertos, las 

disposiciones relativas a las garantías procesales y a los motivos que no constituyen causa 

justificada enumerados en el artículo 5, al igual que aquellas que se refieren a la 

posibilidad de recurrir ante un organismo neutral y a la celebración de consultas en los 

casos de despidos colectivos, tienen alguna resonancia en los Estados Miembros. 

291. Además, el Convenio permite una aplicación flexible de las disposiciones del artículo 2, 

que prevé dos tipos de exclusiones: las que pueden hacerse en cualquier momento 

(párrafo 2 del artículo 2) y aquellas enumeradas en la primera memoria sobre la aplicación 

del Convenio que cada Miembro deberá someter en virtud del artículo 22 de la 

Constitución de la OIT (párrafos 4 a 6 del artículo 2). La Reunión de expertos tal vez desee 

examinar si es necesario revisar estas disposiciones. 

292. Con arreglo al formulario para la presentación de las memorias requeridas en virtud del 

artículo 22, los países que han ratificado el Convenio deberán indicar si los tribunales 

ordinarios de justicia u otros órganos judiciales han dictado resoluciones sobre cuestiones 

de principio relativas a la aplicación del Convenio. Vale la pena señalar que los casos 

judiciales incluidos en las memorias y los que se han presentado para la presente Reunión 

de expertos permiten concluir que los tribunales nacionales hacen referencia o se fundan en 

las disposiciones del Convenio al pronunciar sus sentencias. 

293. Por otra parte, los Estados Miembros que ratifiquen el Convenio deberán facilitar 

observaciones generales sobre su aplicación en la práctica, incluyendo la información 

estadística disponible sobre las sentencias de los tribunales de apelación y el número de 

casos en que el despido haya obedecido a motivos económicos, tecnológicos, estructurales 

o análogos. A este respecto, una de las dificultades que se han señalado es el hecho de que 

cada país utiliza metodologías diferentes para recopilar la información requerida, algo que 

impide llevar a cabo análisis comparativos de conjunto sobre las cuestiones abarcadas por 

los instrumentos. 
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294. A la luz de la información presentada en este documento de trabajo, se invita a la Reunión 

de expertos a que examine los siguientes puntos para discusión: 

— Teniendo en cuenta la experiencia de la crisis, el Pacto Mundial para el Empleo y la 

información facilitada en el presente documento de trabajo, ¿cuáles son los principios 

comunes sobre protección contra el despido injustificado que más se aplican 

actualmente en el mundo? ¿Es eficaz la protección que se aplica en la actualidad? 

— ¿Cuáles deberían ser los principales objetivos de las actividades de la OIT relativas a 

la protección contra el despido injustificado? 

— ¿El Convenio núm. 158, la Recomendación núm. 166 y los principios consagrados en 

dichos instrumentos pueden seguir considerándose actualmente como adecuados para 

lograr los objetivos estratégicos más amplios de la Organización enunciados en la 

Declaración sobre la Justicia Social de 2008 y el Pacto Mundial para el Empleo de 

2009? 

— ¿Qué función debería desempeñar el diálogo social para identificar las mejores 

soluciones en relación con los despidos? 

— ¿Qué disposiciones específicas del Convenio plantean dificultades particulares? 

— ¿Es suficiente el nivel de flexibilidad que ofrece el Convenio (párrafo 2 y párrafos 4 a 

6 del artículo 2)? 

— ¿Sobre qué ámbitos de los que tratan los instrumentos debería recopilarse 

información? ¿Qué tipos de datos deberían recopilarse en cada caso?  

— ¿Qué propuestas concretas deberían presentarse al Consejo de Administración en lo 

que respecta al seguimiento de esta reunión y las medidas que habría que adoptar en 

relación con el Convenio y la Recomendación? 

 





 

 

TMEE-R-[2011-02-0011-12]-Sp.docx  91 

Anexo I 

Lista de ratificaciones en vigor (en orden alfabético) 

Antigua y Barbuda 16 de septiembre de 2002 

Australia 26 de febrero de 1993 

Bosnia y Herzegovina 2 de junio de 1993 

Camerún 13 de mayo de 1988 

República Centroafricana 5 de junio de 2006 

Chipre 5 de Julio de 1985 

República Democrática del Congo 3 de abril de 1987 

Eslovaquia 22 de febrero de 2010 

Eslovenia 29 de mayo de 1992 

España 26 de abril de 1985 

Etiopía 28 de enero de 1991 

Ex República Yugoslava de Macedonia 17 de noviembre de 1991 

Finlandia 30 de junio de 1992 

Francia 16 de marzo de 1989 

Gabón 6 de diciembre de 1988 

Lesotho 14 de junio de 2001 

Letonia 25 de agosto de 1994 

Luxemburgo 21 de marzo de 2001 

Malawi 1.º de octubre de 1986 

Marruecos 7 de octubre de 1993 

República de Moldova 14 de febrero de 1997 

Montenegro 3 de junio de 2006 

Namibia 28 de junio de 1996 

Níger 5 de junio de 1985 

Papua Nueva Guinea 2 de junio de 2000 

Portugal 27 de noviembre de 1995 

Santa Lucía 6 de diciembre de 2000 

Serbia 24 de noviembre de 2000 

Suecia 20 de junio de 1983 

Turquía 4 de enero de 1995 

Ucrania 16 de mayo de 1994 

Uganda 18 de Julio de 1990 

República Bolivariana de Venezuela 6 de mayo de 1985 

Yemen 13 de marzo de 1989 

Zambia 9 de febrero de 1990 
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Anexo II 

Texto del Convenio núm. 158  
y de la Recomendación núm. 166  
(disposiciones sustantivas) 

Convenio sobre la terminación de la relación  
de trabajo, 1982 (núm. 158) 

PARTE I. MÉTODOS DE APLICACIÓN, CAMPO DE APLICACIÓN  

Y DEFINICIONES 

Artículo 1 

Deberá darse efecto a las disposiciones del presente Convenio por medio de la legislación 

nacional, excepto en la medida en que esas disposiciones se apliquen por vía de contratos 

colectivos, laudos arbitrales o sentencias judiciales, o de cualquier otra forma conforme a la práctica 

nacional. 

Artículo 2 

1. El presente Convenio se aplica a todas las ramas de actividad económica y a todas las 

personas empleadas. 

2. Todo Miembro podrá excluir de la totalidad o de algunas de las disposiciones del presente 

Convenio a las siguientes categorías de personas empleadas: 

a) los trabajadores con un contrato de trabajo de duración determinada o para realizar 

determinada tarea; 

b) los trabajadores que efectúen un período de prueba o que no tengan el tiempo de servicios 

exigido, siempre que en uno u otro caso la duración se haya fijado de antemano y sea 

razonable; 

c) los trabajadores contratados con carácter ocasional durante un período de corta duración. 

3. Se deberán prever garantías adecuadas contra el recurso a contratos de trabajo de duración 

determinada cuyo objeto sea eludir la protección que prevé el presente Convenio. 

4. En la medida en que sea necesario, y previa consulta con las organizaciones de 

empleadores y de trabajadores interesadas, cuando tales organizaciones existan, la autoridad 

competente o el organismo apropiado de cada país podrá tomar medidas para excluir de la 

aplicación del presente Convenio o de algunas de sus disposiciones a ciertas categorías de personas 

empleadas cuyas condiciones de empleo se rijan por disposiciones especiales que en su conjunto 

confieran una protección por lo menos equivalente a la que prevé este Convenio. 

5. En la medida en que sea necesario, y previa consulta con las organizaciones de 

empleadores y de trabajadores interesadas, cuando tales organizaciones existan, la autoridad 

competente o el organismo apropiado de cada país podrá tomar medidas para excluir de la 

aplicación del presente Convenio o de algunas de sus disposiciones a otras categorías limitadas de 

personas empleadas respecto de las cuales se presenten problemas especiales que revistan cierta 

importancia habida cuenta de las condiciones de empleo particulares de los trabajadores interesados 

o de la dimensión o naturaleza de la empresa que los emplea. 

6. Todo Miembro que ratifique el presente Convenio deberá enumerar, en la primera 

memoria sobre la aplicación del Convenio que someta en virtud del artículo 22 de la Constitución 

de la Organización Internacional del Trabajo, las categorías que hubieren sido excluidas en virtud de 

los párrafos 4 y 5 del presente artículo, explicando los motivos de dicha exclusión, y deberá indicar 
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en las memorias subsiguientes el estado de su legislación y práctica respecto de las categorías 

excluidas y la medida en que aplica o se propone aplicar el Convenio a tales categorías. 

Artículo 3 

A los efectos del presente Convenio, las expresiones terminación y terminación de la relación 

de trabajo significan terminación de la relación de trabajo por iniciativa del empleador. 

PARTE II. NORMAS DE APLICACIÓN GENERAL 

SECCIÓN A. JUSTIFICACIÓN DE LA TERMINACIÓN 

Artículo 4 

No se pondrá término a la relación de trabajo de un trabajador a menos que exista para ello 

una causa justificada relacionada con su capacidad o su conducta o basada en las necesidades de 

funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio. 

Artículo 5 

Entre los motivos que no constituirán causa justificada para la terminación de la relación de 

trabajo figuran los siguientes: 

a) la afiliación a un sindicato o la participación en actividades sindicales fuera de las horas de 

trabajo o, con el consentimiento del empleador, durante las horas de trabajo; 

b) ser candidato a representante de los trabajadores o actuar o haber actuado en esa calidad; 

c) presentar una queja o participar en un procedimiento entablado contra un empleador por 

supuestas violaciones de leyes o reglamentos, o recurrir ante las autoridades administrativas 

competentes; 

d) la raza, el color, el sexo, el estado civil, las responsabilidades familiares, el embarazo, la 

religión, las opiniones políticas, la ascendencia nacional o el origen social; 

e) la ausencia del trabajo durante la licencia de maternidad. 

Artículo 6 

1. La ausencia temporal del trabajo por motivo de enfermedad o lesión no deberá constituir 

una causa justificada de terminación de la relación de trabajo. 

2. La definición de lo que constituye una ausencia temporal del trabajo, la medida en que se 

exigirá un certificado médico y las posibles limitaciones a la aplicación del párrafo 1 del presente 

artículo serán determinadas de conformidad con los métodos de aplicación mencionados en el 

artículo 1 del presente Convenio. 

SECCIÓN B. PROCEDIMIENTOS PREVIOS A LA TERMINACIÓN  

O EN OCASIÓN DE ÉSTA 

Artículo 7 

No deberá darse por terminada la relación de trabajo de un trabajador por motivos 

relacionados con su conducta o su rendimiento antes de que se le haya ofrecido la posibilidad de 

defenderse de los cargos formulados contra él, a menos que no pueda pedirse razonablemente al 

empleador que le conceda esta posibilidad. 
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SECCIÓN C. RECURSO CONTRA LA TERMINACIÓN 

Artículo 8 

1. El trabajador que considere injustificada la terminación de su relación de trabajo tendrá 

derecho a recurrir contra la misma ante un organismo neutral, como un tribunal, un tribunal del 

trabajo, una junta de arbitraje o un árbitro. 

2. Si una autoridad competente ha autorizado la terminación, la aplicación del párrafo 1 del 

presente artículo podrá variar de conformidad con la legislación y la práctica nacionales. 

3. Podrá considerarse que el trabajador ha renunciado a su derecho de recurrir contra la 

terminación de su relación de trabajo si no hubiere ejercido tal derecho dentro de un plazo razonable 

después de la terminación. 

Artículo 9 

1. Los organismos mencionados en el artículo 8 del presente Convenio estarán facultados 

para examinar las causas invocadas para justificar la terminación de la relación de trabajo y todas 

las demás circunstancias relacionadas con el caso, y para pronunciarse sobre si la terminación estaba 

justificada. 

2. A fin de que el trabajador no esté obligado a asumir por su sola cuenta la carga de la 

prueba de que su terminación fue injustificada, los métodos de aplicación mencionados en el 

artículo 1 del presente Convenio deberán prever una u otra de las siguientes posibilidades, o ambas: 

a) incumbirá al empleador la carga de la prueba de la existencia de una causa justificada para la 

terminación, tal como ha sido definida en el artículo 4 del presente Convenio; 

b) los organismos mencionados en el artículo 8 del presente Convenio estarán facultados para 

decidir acerca de las causas invocadas para justificar la terminación habida cuenta de las 

pruebas aportadas por las partes y de conformidad con los procedimientos establecidos por la 

legislación y la práctica nacionales. 

3. En los casos en que se invoquen para la terminación de la relación de trabajo razones 

basadas en necesidades de funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio, los 

organismos mencionados en el artículo 8 del presente Convenio estarán facultados para verificar si 

la terminación se debió realmente a tales razones, pero la medida en que esos organismos estarán 

facultados también para decidir si esas razones son suficientes para justificar la terminación deberá 

determinarse por los métodos de aplicación mencionados en el artículo 1 de este Convenio. 

Artículo 10 

Si los organismos mencionados en el artículo 8 del presente Convenio llegan a la conclusión 

de que la terminación de la relación de trabajo es injustificada y si en virtud de la legislación y la 

práctica nacionales no estuvieran facultados o no consideraran posible, dadas las circunstancias, 

anular la terminación y eventualmente ordenar o proponer la readmisión del trabajador, tendrán la 

facultad de ordenar el pago de una indemnización adecuada u otra reparación que se considere 

apropiada. 

SECCIÓN D. PLAZO DE PREAVISO 

Artículo 11 

El trabajador cuya relación de trabajo vaya a darse por terminada tendrá derecho a un plazo de 

preaviso razonable o, en su lugar, a una indemnización, a menos que sea culpable de una falta grave 

de tal índole que sería irrazonable pedir al empleador que continuara empleándolo durante el plazo 

de preaviso. 
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SECCIÓN E. INDEMNIZACIÓN POR FIN DE SERVICIOS Y OTRAS  

MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE LOS INGRESOS 

Artículo 12 

1. De conformidad con la legislación y la práctica nacionales, todo trabajador cuya relación 

de trabajo se haya dado por terminada tendrá derecho: 

a) a una indemnización por fin de servicios o a otras prestaciones análogas, cuya cuantía se fijará 

en función, entre otras cosas, del tiempo de servicios y del monto del salario, pagaderas 

directamente por el empleador o por un fondo constituido mediante cotizaciones de los 

empleadores; o 

b) a prestaciones del seguro de desempleo, de un régimen de asistencia a los desempleados o de 

otras formas de seguridad social, tales como las prestaciones de vejez o de invalidez, bajo las 

condiciones normales a que están sujetas dichas prestaciones; o 

c) a una combinación de tales indemnizaciones o prestaciones. 

2. Cuando el trabajador no reúna las condiciones de calificación para tener derecho a las 

prestaciones de un seguro de desempleo o de asistencia a los desempleados en virtud de un sistema 

de alcance general, no será exigible el pago de las indemnizaciones o prestaciones mencionadas en 

el párrafo 1, apartado a), del presente artículo por el solo hecho de que el trabajador no reciba 

prestaciones de desempleo en virtud del apartado b) de dicho párrafo. 

3. En caso de terminación por falta grave podrá preverse la pérdida del derecho a percibir las 

indemnizaciones o prestaciones mencionadas en el párrafo 1, apartado a), del presente artículo por 

los métodos de aplicación mencionados en el artículo 1 del presente Convenio. 

PARTE III. DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS SOBRE LA TERMINACIÓN  

DE LA RELACIÓN DE TRABAJO POR MOTIVOS ECONÓMICOS,  

TECNOLÓGICOS, ESTRUCTURALES O ANÁLOGOS 

SECCIÓN A. CONSULTA DE LOS REPRESENTANTES  

DE LOS TRABAJADORES 

Artículo 13 

1. Cuando el empleador prevea terminaciones por motivos económicos, tecnológicos, 

estructurales o análogos: 

a) proporcionará a los representantes de los trabajadores interesados, en tiempo oportuno, la 

información pertinente, incluidos los motivos de las terminaciones previstas, el número y 

categorías de los trabajadores que puedan ser afectados por ellas y el período durante el cual 

habrían de llevarse a cabo dichas terminaciones; 

b) de conformidad con la legislación y la práctica nacionales, ofrecerá a los representantes de los 

trabajadores interesados, lo antes posible, una oportunidad para entablar consultas sobre las 

medidas que deban adoptarse para evitar o limitar las terminaciones y las medidas para atenuar 

las consecuencias adversas de todas las terminaciones para los trabajadores afectados, por 

ejemplo, encontrándoles otros empleos. 

2. La aplicación del párrafo 1 del presente artículo se podrá limitar, mediante los métodos de 

aplicación mencionados en el artículo 1 del presente Convenio, a los casos en que el número de 

trabajadores cuya relación de trabajo se prevea dar por terminada sea por lo menos igual a una cifra 

o a un porcentaje determinados del personal. 

3. A los efectos del presente artículo, la expresión representantes de los trabajadores 

interesados se aplica a los representantes de los trabajadores reconocidos como tales por la 

legislación o la práctica nacionales, de conformidad con el Convenio sobre los representantes de los 

trabajadores, 1971. 
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SECCIÓN B. NOTIFICACIÓN A LA AUTORIDAD COMPETENTE 

Artículo 14 

1. De conformidad con la legislación y la práctica nacionales, el empleador que prevea 

terminaciones por motivos económicos, tecnológicos, estructurales o análogos las notificará lo antes 

posible a la autoridad competente, comunicándole la información pertinente, incluida una 

constancia por escrito de los motivos de las terminaciones previstas, el número y las categorías de 

los trabajadores que puedan verse afectados y el período durante el cual habrían de llevarse a cabo 

dichas terminaciones. 

2. La legislación nacional podrá limitar la aplicabilidad del párrafo 1 del presente artículo a 

los casos en que el número de trabajadores cuya relación de trabajo se prevea dar por terminada sea 

por lo menos igual a un número o a un porcentaje determinados del personal. 

3. El empleador notificará a las autoridades competentes las terminaciones a que se hace 

referencia en el párrafo 1 del presente artículo con un plazo mínimo de antelación a la fecha en que 

se procederá a las terminaciones, plazo que será especificado por la legislación nacional. 

PARTE IV. DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 15 

Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su registro, al 

Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 

Artículo 16 

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización Internacional 

del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General. 

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos 

Miembros hayan sido registradas por el Director General. 

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, doce meses 

después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación. 

Artículo 17 

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de un 

período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, mediante un 

acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. La 

denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que se haya registrado. 

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después de 

la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga uso del 

derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo período de diez 

años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada período de diez años, 

en las condiciones previstas en este artículo. 

Artículo 18 

1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los 

Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas ratificaciones, 

declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros de la Organización. 

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación que 

le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 

Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
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Artículo 19 

El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario General 

de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el artículo 102 de la Carta 

de las Naciones Unidas, una información completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones y 

actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 

Artículo 20 

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional 

del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y 

considerará la conveniencia de incluir en el orden del día la Conferencia la cuestión de su revisión 

total o parcial. 

Artículo 21 

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 

o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en contrario: 

a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, la denuncia 

inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el artículo 17, 

siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor; 

b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente Convenio 

cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros. 

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para 

los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor. 

Artículo 22 

Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas. 
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Recomendación sobre la terminación de la relación  
de trabajo, 1982 (núm. 166) 

I. MÉTODOS DE APLICACIÓN, CAMPO DE APLICACIÓN  

Y DEFINICIONES 

1. Las disposiciones de la presente Recomendación se podrán aplicar mediante la legislación 

nacional, contratos colectivos, reglamentos de empresa, laudos arbitrales o sentencias judiciales, o 

de cualquier otra forma conforme con la práctica nacional y que resulte apropiada según las 

condiciones nacionales. 

2.  

1) La presente Recomendación se aplica a todas las ramas de actividad económica y a todas las 

personas empleadas. 

2) Todo Miembro podrá excluir de la totalidad o de alguna de las disposiciones de la presente 

Recomendación a las siguientes categorías de personas empleadas: 

a) los trabajadores con un contrato de trabajo de duración determinada o para realizar 

determinada tarea; 

b) los trabajadores que efectúen un período de prueba o que no tengan el tiempo de 

servicios exigido, siempre que en uno u otro caso la duración se haya fijado de antemano 

y sea razonable; 

c) los trabajadores contratados con carácter ocasional durante un período de corta duración. 

3) En la medida en que sea necesario, y previa consulta con las organizaciones de empleadores y 

de trabajadores interesadas, cuando tales organizaciones existan, la autoridad competente o el 

organismo apropiado de cada país podrá tomar medidas para excluir de la aplicación de la 

presente Recomendación o de algunas de sus disposiciones a ciertas categorías de personas 

empleadas cuyas condiciones de empleo se rijan por disposiciones especiales que en su 

conjunto confieran una protección por lo menos equivalente a la que prevé la Recomendación. 

4) En la medida en que sea necesario, y previa consulta con las organizaciones de empleadores y 

de trabajadores interesadas, cuando tales organizaciones existan, la autoridad competente o el 

organismo apropiado de cada país podrá tomar medidas para excluir de la aplicación de la 

presente Recomendación o de algunas de sus disposiciones a otras categorías limitadas de 

personas empleadas respecto de las cuales se presenten problemas especiales que revistan 

cierta importancia habida cuenta de las condiciones de empleo particulares de los trabajadores 

interesados o de la dimensión o naturaleza de la empresa que los emplea. 

3.  

1) Se deberían prever garantías adecuadas contra el recurso a contratos de trabajo de duración 

determinada cuyo objeto sea eludir la protección que prevén el Convenio sobre la terminación 

de la relación de trabajo, 1982, y la presente Recomendación. 

2) Con este fin, se podría, por ejemplo, prever una o varias de las siguientes medidas: 

a) limitar la utilización de los contratos de duración determinada a los casos en que, a causa 

de la índole del trabajo que haya de realizarse, a causa de las condiciones en que deba 

realizarse o en razón de los intereses del trabajador, la relación de trabajo no pueda ser 

de duración indeterminada; 

b) salvo en los casos mencionados en el apartado precedente de este subpárrafo, considerar 

los contratos de duración determinada como contratos de trabajo de duración 

indeterminada; 

c) considerar que, salvo en los casos mencionados en el apartado a) del presente 

subpárrafo, los contratos de trabajo de duración determinada, cuando se renueven una o 

varias veces, tendrán los mismos efectos que los contratos de duración indeterminada. 

4. A los efectos de la presente Recomendación, las expresiones terminación y terminación 

de la relación de trabajo significan terminación de la relación de trabajo por iniciativa del 

empleador. 
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II. NORMAS DE APLICACIÓN GENERAL 

JUSTIFICACIÓN DE LA TERMINACIÓN 

5. Además de los motivos mencionados en el artículo 5 del Convenio sobre la terminación 

de la relación de trabajo, 1982, los siguientes tampoco deberían constituir causa justificada para la 

terminación de la relación de trabajo: 

a) la edad, sin perjuicio de la legislación y la práctica nacionales con respecto a la jubilación; 

b) la ausencia del trabajo debido al servicio militar obligatorio o al cumplimiento de obligaciones 

cívicas de conformidad con la legislación y la práctica nacionales. 

6.  

1) La ausencia temporal del trabajo por motivo de enfermedad o lesión no debería constituir una 

causa justificada de terminación de la relación de trabajo. 

2) La definición de lo que constituye una ausencia temporal del trabajo, la medida en que se 

exigirá un certificado médico y las posibles limitaciones a la aplicación del subpárrafo 1) del 

presente párrafo deberían determinarse de conformidad con los métodos de aplicación 

mencionados en el párrafo 1 de la presente Recomendación. 

PROCEDIMIENTOS PREVIOS A LA TERMINACIÓN  

O EN OCASIÓN DE ÉSTA 

7. No debería darse por terminada la relación de trabajo de un trabajador por una falta cuya 

índole, en virtud de la legislación o la práctica nacional, sólo justificaría la terminación en caso de 

reincidencia una o varias veces, a menos que el empleador haya prevenido por escrito al trabajador 

de manera apropiada. 

8. No debería darse por terminada la relación de trabajo de un trabajador por desempeño 

insatisfactorio, a menos que el empleador le haya dado las instrucciones apropiadas y le haya 

advertido por escrito y el trabajador siga realizando su labor en forma insatisfactoria después de 

haber transcurrido un período razonable para que la mejore. 

9. Todo trabajador debería tener derecho a contar con la asistencia de otra persona cuando, 

de conformidad con lo previsto en el artículo 7 del Convenio sobre la terminación de la relación de 

trabajo, 1982, se defienda de cargos acerca de su conducta o su trabajo que puedan llevar a la 

terminación de su relación de trabajo; este derecho puede ser regulado por los métodos de 

aplicación previstos en el párrafo 1 de la presente Recomendación. 

10. Se debería considerar que el empleador ha renunciado a su derecho de dar por terminada 

la relación de trabajo de un trabajador a causa de una falta de éste si no hubiera adoptado esta 

medida dentro de un período razonable desde que tuvo conocimiento de la falta. 

11. El empleador podría consultar a los representantes de los trabajadores antes de adoptar 

una decisión definitiva en los casos de terminación individual de la relación de trabajo. 

12. El empleador debería notificar por escrito al trabajador la decisión de dar por terminada 

su relación de trabajo. 

13.  

1) El trabajador a quien se haya notificado la terminación de su relación de trabajo o cuya 

relación de trabajo se haya dado por terminada debería tener derecho a que su empleador le 

extienda, a su pedido, una constancia por escrito en la que se exponga el motivo o los motivos 

de tal terminación. 

2) No será necesario aplicar la disposición del subpárrafo 1) del presente párrafo en los casos de 

terminación colectiva que se produjeren por los motivos mencionados en los artículos 13 y 14 

del Convenio sobre la terminación de la relación de trabajo, 1982, a reserva de que se 

observen los procedimientos en ellos previstos. 
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RECURSO CONTRA LA TERMINACIÓN 

14. Se podrá prever un procedimiento de conciliación antes de interponer un recurso contra 

una terminación de la relación de trabajo o durante el mismo. 

15. Las autoridades públicas, los representantes de los trabajadores y las organizaciones de 

trabajadores deberían esforzarse por asegurar que los trabajadores estén plenamente informados 

acerca de las posibilidades de recurso de que disponen. 

TIEMPO LIBRE DURANTE EL PERÍODO DE PREAVISO 

16. Durante el plazo de preaviso previsto en el artículo 11 del Convenio sobre la terminación 

de la relación de trabajo, 1982, el trabajador debería tener derecho a períodos de tiempo libre 

razonables, sin pérdida de remuneración, que tomará en momentos convenientes para ambas partes, 

con el fin de buscar otro empleo. 

CERTIFICADO DE TRABAJO 

17. Todo trabajador cuya relación de trabajo se haya dado por terminada debería tener 

derecho a recibir, a solicitud suya, un certificado del empleador en que se indiquen sólo las fechas 

de comienzo y de terminación de la relación de trabajo y la naturaleza de las tareas que 

desempeñaba. Sin embargo, a solicitud del trabajador, podría incluirse una evaluación de su 

conducta y de su trabajo en ese mismo certificado o en un segundo certificado. 

INDEMNIZACIÓN POR FIN DE SERVICIOS Y OTRAS MEDIDAS  

DE PROTECCIÓN DE LOS INGRESOS 

18.  

1) De conformidad con la legislación y la práctica nacionales, todo trabajador cuya relación de 

trabajo se haya dado por terminada debería tener derecho: 

a) a una indemnización por fin de servicios o a otras prestaciones análogas, cuya cuantía se 

fijará en función, entre otras cosas, del tiempo de servicios y del monto del salario, 

pagaderas directamente por el empleador o por un fondo constituido mediante 

cotizaciones de los empleadores; o 

b) a prestaciones del seguro de desempleo, de un régimen de asistencia a los desempleados 

o de otras formas de seguridad social, tales como las prestaciones de vejez o de 

invalidez, bajo las condiciones normales a que están sujetas dichas prestaciones; o 

c) a una combinación de tales indemnizaciones o prestaciones. 

2) Cuando el trabajador no reúna las condiciones de calificación para tener derecho a las 

prestaciones de un seguro de desempleo o de asistencia a los desempleados en virtud de un 

sistema de alcance general, no sería exigible el pago de las indemnizaciones o prestaciones 

mencionadas en el subpárrafo 1), apartado a), del presente párrafo por el solo hecho de que el 

trabajador no reciba prestaciones de desempleo en virtud del apartado b) de dicho subpárrafo. 

3) En caso de terminación por falta grave podría preverse la pérdida del derecho a percibir las 

indemnizaciones o prestaciones mencionadas en el subpárrafo 1), apartado a), de este párrafo, 

por los métodos de aplicación mencionados en el párrafo 1 de la presente Recomendación. 
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III. DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS SOBRE LA TERMINACIÓN  

DE LA RELACIÓN DE TRABAJO POR MOTIVOS ECONÓMICOS,  

TECNOLÓGICOS, ESTRUCTURALES O ANÁLOGOS 

19.  

1) Todas las partes interesadas deberían tratar de evitar o limitar en todo lo posible la terminación 

de la relación de trabajo por motivos económicos, tecnológicos, estructurales o análogos, sin 

perjuicio para el funcionamiento eficaz de la empresa, establecimiento o servicio, y esforzarse 

por atenuar las consecuencias adversas de toda terminación de la relación de trabajo por estos 

motivos para el trabajador o los trabajadores interesados. 

2) Cuando proceda, la autoridad competente debería ayudar a las partes a buscar soluciones a los 

problemas que planteen las terminaciones previstas. 

CONSULTAS SOBRE CAMBIOS IMPORTANTES EN LA EMPRESA 

20.  

1) El empleador que prevea la introducción en la producción, el programa, la organización, la 

estructura o la tecnología de cambios importantes susceptibles de provocar terminaciones 

debería consultar lo antes posible a los representantes de los trabajadores interesados, entre 

otras cosas, sobre la introducción de tales cambios, sus posibles repercusiones y las medidas 

para prevenir o atenuar sus efectos perjudiciales. 

2) A fin de que los representantes de los trabajadores interesados puedan participar eficazmente 

en las consultas a que se hace referencia en el subpárrafo 1) del presente párrafo, el empleador 

debería proporcionarles en tiempo oportuno toda la información pertinente sobre los cambios 

importantes previstos y sus posibles repercusiones. 

3) A los efectos del presente párrafo, la expresión representantes de los trabajadores interesados 

se aplica a los representantes de los trabajadores reconocidos como tales por la legislación o la 

práctica nacionales, de conformidad con el Convenio sobre los representantes de los 

trabajadores, 1971. 

MEDIDAS PARA EVITAR O LIMITAR AL MÁXIMO LAS TERMINACIONES 

21. Entre las medidas que deberían considerarse con miras a evitar o limitar al máximo las 

terminaciones por motivos económicos, tecnológicos, estructurales o análogos podrían figurar la 

restricción de la contratación de personal, el recurso a la disminución natural del personal sin 

reponer las bajas durante cierto período, los traslados internos, la formación y el readiestramiento de 

los trabajadores, el retiro anticipado voluntario con la adecuada protección de los ingresos, la 

disminución de las horas extraordinarias y la reducción de la duración normal del trabajo. 

22. Cuando se estime que una reducción temporal de la duración normal del trabajo podría 

evitar o limitar las terminaciones de la relación de trabajo debidas a dificultades económicas 

pasajeras, convendría tomar en consideración el otorgamiento de una compensación parcial por la 

pérdida de los salarios correspondientes a las horas normales no trabajadas, financiada según 

métodos adecuados conformes a la legislación y la práctica nacionales. 

CRITERIOS DE SELECCIÓN A EFECTOS DE LA TERMINACIÓN 

23.  

1) La selección por el empleador de los trabajadores cuya relación de trabajo vaya a darse por 

terminada por motivos económicos, tecnológicos, estructurales o análogos debería efectuarse 

según criterios, en lo posible fijados de antemano, que tengan debidamente en cuenta tanto los 

intereses de la empresa, establecimiento o servicio como los de los trabajadores. 

2) Estos criterios, su orden de prelación y su importancia relativa deberían determinarse por los 

métodos de aplicación mencionados en el párrafo 1 de la presente Recomendación. 
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PRIORIDAD DE READMISIÓN 

24.  

1) Los trabajadores cuya relación de trabajo se haya dado por terminada por motivos 

económicos, tecnológicos, estructurales o análogos deberían gozar de cierta prioridad para ser 

readmitidos si el empleador vuelve a contratar trabajadores con calificaciones comparables, a 

condición de que hubieran indicado su deseo de ser readmitidos dentro de cierto plazo a partir 

de la terminación. 

2) La prioridad de readmisión podría limitarse a un período determinado. 

3) El orden de prelación de los criterios de readmisión, las cuestiones relativas a la conservación 

de derechos, en particular de los derechos de antigüedad en caso de readmisión, y las 

disposiciones en materia de salario de los trabajadores readmitidos deberían determinarse de 

conformidad con los métodos de aplicación mencionados en el párrafo 1 de la presente 

Recomendación. 

ATENUACIÓN DE LOS EFECTOS DE LA TERMINACIÓN 

25.  

1) En caso de terminación de la relación de trabajo por motivos económicos, tecnológicos, 

estructurales o análogos, debería promoverse con medidas adecuadas a las circunstancias 

nacionales tomadas por la autoridad competente, en lo posible con la colaboración del 

empleador y de los representantes de los trabajadores interesados, la colocación lo antes 

posible de los trabajadores afectados en otros empleos apropiados, impartiendo a dichos 

trabajadores, llegado el caso, la formación o el readiestramiento necesarios. 

2) Siempre que sea posible, el empleador debería ayudar a los trabajadores afectados a buscar 

otro empleo adecuado, por ejemplo mediante contactos directos con otros empleadores. 

3) Al ayudar a los trabajadores afectados a obtener otro empleo adecuado o a recibir la formación 

o el readiestramiento necesarios se podrían tener en cuenta el Convenio y la Recomendación 

sobre desarrollo de los recursos humanos, 1975. 

26.  

1) Con miras a atenuar las consecuencias perjudiciales de las terminaciones de la relación de 

trabajo por motivos económicos, tecnológicos, estructurales o análogos, se debería considerar 

la posibilidad de proporcionar una protección de los ingresos durante cualquier curso de 

formación o de readiestramiento y el reembolso parcial o total de los gastos en que se haya 

incurrido para la formación o readiestramiento y para la búsqueda de un empleo, así como 

para la incorporación al mismo, cuando ésta implique cambio de residencia. 

2) De conformidad con la legislación y la práctica nacionales, la autoridad competente debería 

estudiar la posibilidad de otorgar recursos financieros que cubran en todo o en parte el costo 

de las medidas a que se hace referencia en el subpárrafo 1) del presente párrafo. 

IV. EFECTOS SOBRE LA RECOMENDACIÓN ANTERIOR 

27. Esta Recomendación y el Convenio sobre la terminación de la relación de trabajo, 1982, 

reemplazan a la Recomendación sobre la terminación de la relación de trabajo, 1963. 
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Anexo III 

Ratificaciones de los Convenios núms. 158, 140 y 156 desde 1975 hasta 2010 

 

Ratificaciones registradas y en vigencia: Convenio núm. 140: 34; Convenio núm. 156: 41; Convenio núm. 158: 35. 
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Anexo IV 

Ratificaciones de convenios actualizados, excepto los convenios fundamentales (hasta diciembre de 2010) 

 

El número del convenio se indica en el eje de las abscisas. El Convenio núm. 158 con 36 ratificaciones se indica mediante una barra en color negro. Los convenios adoptados con anterioridad al Convenio núm. 158 (que han tenido 
más tiempo para lograr un mayor número de ratificaciones) y que registran menos ratificaciones se indican mediante barras con patrón de relleno. 
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Anexo V 

Pautas para los estudios por país 

Perfiles por país sobre la terminación  
de la relación de trabajo 

I. Antecedentes 

Para dar curso a los debates celebrados en la Comisión LILS en su 304.ª reunión (marzo de 

2009), el Consejo de Administración aprobó, en su 306.ª reunión (noviembre de 2009), la 

celebración de una reunión de un grupo tripartito de expertos encargados de examinar el Convenio 

sobre la terminación de la relación de trabajo, 1982 (núm. 158) y la Recomendación sobre la 

terminación de la relación de trabajo, 1982 (núm. 166). El grupo estará compuesto por seis expertos 

gubernamentales, seis expertos empleadores y seis expertos trabajadores. 

La información relacionada con el debate actual sobre la situación del Convenio núm. 158 y la 

Recomendación núm. 166 puede consultarse en la Nota sobre el Convenio núm. 158 y la 

Recomendación núm. 166 sobre la terminación de la relación de trabajo (2009); los demás 

documentos pertinentes pueden consultarse en el sitio web de la OIT. 

II. Cometido del colaborador externo 

El colaborador externo deberá llevar a cabo un examen de la legislación y la práctica 

nacionales en relación con el Convenio núm. 158 y la Recomendación núm. 166; asimismo, deberá 

facilitar información relacionada con las decisiones judiciales sobre la terminación de la relación de 

trabajo y con la utilización del Convenio, la Recomendación y las observaciones formuladas por los 

órganos de control de la OIT. 

■ El colaborador externo presentará una evaluación cuantitativa (porcentaje de la fuerza de 

trabajo) de la cobertura legal, teniendo en cuenta las diferentes categorías de personas 

excluidas legalmente del campo de aplicación, como por ejemplo: 

— los trabajadores cuyas condiciones de empleo se rijan por disposiciones especiales 

(funcionarios públicos, entre otros); 

— los trabajadores que efectúen un período de prueba o que no tengan el tiempo de 

servicios exigido; 

— los trabajadores por cuenta propia; 

— los trabajadores con contrato de trabajo de duración determinada; con contrato de corta 

duración; con contrato temporal y con contrato de servicios; 

— los trabajadores de pequeñas empresas, empresas familiares, etc.; 

— los trabajadores de determinados sectores excluidos (agricultura, trabajo doméstico, 

entre otros). 

■ El colaborador externo también presentará una evaluación cuantitativa (porcentaje de la fuerza 

de trabajo) de la cobertura en la práctica, teniendo en cuenta los casos en que no se aplica la 

legislación por motivos tales como el desempleo, la importancia de la economía informal y el 

incumplimiento de las disposiciones de la legislación (ineficacia de la inspección del trabajo o 

problemas de acceso a los tribunales del trabajo). 

■ El colaborador externo llevará a cabo una evaluación cuantitativa de los casos en que la 

aplicación de la legislación de protección del empleo ha conducido finalmente a evitar los 

despidos y proteger el empleo; asimismo, cuando exista información al respecto, el 

colaborador externo deberá recopilar datos sobre los siguientes puntos: 

— número de despidos en relación con la fuerza de trabajo; 

— proporción de despidos por motivos particulares (motivos económicos, personales, de 

conducta); 
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— proporción de los casos de despidos que se llevan ante los tribunales; 

— resultado de los procedimientos judiciales: 

— porcentaje de despidos declarados injustificados; 

— porcentaje de despidos declarados justificados; 

— porcentaje de despidos resueltos por otros medios. 

■ También evaluará otra serie de posibles efectos de la legislación de protección del empleo 

como, por ejemplo: 

— porcentaje de los trabajadores (menos protegidos) con contrato de duración determinada 

y trabajadores por cuenta propia en la fuerza de trabajo; 

— la tasa global de desempleo y la tasa de desempleo de grupos específicos de trabajadores 

en el mercado de trabajo, por ejemplo, los trabajadores poco calificados, los 

desempleados de larga duración, los trabajadores con discapacidad, los trabajadores de 

edad, los trabajadores más jóvenes y las mujeres trabajadoras; 

— la duración media de las relaciones de trabajo; 

— la duración media de los períodos de desempleo y la proporción de desempleados de 

larga duración respecto a la cifra total de desempleados; 

— la creación de empleo, sobre todo en las pequeñas empresas; 

— los costos que implica para las empresas (costas judiciales, honorarios de los abogados, 

indemnizaciones por despido, planes sociales, duración indeterminada de los 

procedimientos judiciales, etc.). 

■ El colaborador externo evaluará igualmente la disponibilidad y la eficacia de los mecanismos 

complementarios de protección del empleo que se utilicen para atenuar los efectos del despido 

y promover el empleo como: 

— el apoyo a los ingresos mediante sistemas de seguridad social; 

— los incentivos para retomar un empleo; 

— los programas de formación y reorientación profesionales. 

III. Resultados 

El colaborador externo deberá presentar un documento de entre 15 y 20 páginas 

(5.000 palabras) en el plazo de un mes. 
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Anexo VI 

Legislación relativa a la terminación de la relación de trabajo 
en 105 Estados Miembros – Cuadro comparativo 

En el siguiente cuadro se aporta información sobre la legislación relativa a la terminación de la 

relación de trabajo en 105 Estados Miembros. Para confeccionar este cuadro se han utilizado cuatro 

fuentes de referencia. 

1) El documento Termination of employment digest: A legislative review, Ginebra, Oficina 

Internacional del Trabajo, 2000, se utilizó para recopilar datos sobre los 59 Estados Miembros 

seleccionados para el estudio breve de 2001 
1
. Los nombres de esos países están subrayados en 

el cuadro 
2
. 

2) La base de datos sobre la legislación de protección del empleo (EPLex) aporta datos relativos 

a otros 37 países que no se incluyen en el anexo al estudio breve de 2001 
3
. Gracias a la base 

de datos EPLex se ha podido comparar y actualizar la situación de 36 de los 59 países 

examinados en el estudio breve 
4
. 

3) La información relativa a las prestaciones de desempleo se ha extraído del cuadro 18 

(Desempleo) de la parte B del anexo estadístico del Informe Mundial sobre la Seguridad 

Social de 2011 (World Social Security Report). 

4) Para los otros siete países incluidos en el cuadro se utilizó la información contenida en la Nota 

de 2009 y en las memorias presentadas en virtud del artículo 22 
5
. 

De los 105 países examinados, 33 han ratificado el Convenio núm. 158 y 72 no lo han hecho 
6
. 

Uno de los países que sí ha ratificado el Convenio (Lesotho) también figuraba entre los 59 países 

 

1
 Alemania, Argentina, Austria, Bangladesh, Bélgica, Bolivia, Brasil, Bulgaria, Camboya, Canadá, 

República Checa, Chile, China, Colombia, República de Corea, Côte d'Ivoire, República 

Dominicana, Egipto, Estados Unidos, Filipinas, Gambia, Ghana, Guinea, Hungría, India, Indonesia, 

República Islámica del Irán, Iraq, Israel, Italia, Jamaica, Japón, Kenya, Lesotho, Malasia, Mauricio, 

México, Nepal, Nigeria, Nueva Zelandia, Países Bajos, Pakistán, Panamá, Perú, Polonia, Reino 

Unido, Federación de Rusia, Senegal, Singapur, Sri Lanka, Sudáfrica, Suiza, Swazilandia, 

República Árabe Siria, Tailandia, República Unida de Tanzanía, Túnez, Viet Nam, Zimbabwe. 

2
 Los países marcados con un * se han incorporado en esta ocasión, a partir de su inclusión en la 

base de datos EPLex. En estos casos, no se puede efectuar una comparación con la situación 

imperante en 2000. Los países marcados con una «†» figuraban en la Nota de 2009. Los países 

marcados con una X no están incluidos en la base de datos EPLex. 

3
 Antigua y Barbuda, Armenia, Australia, Azerbaiyán, Burkina Faso, Camerún, República 

Centroafricana, Comoras, Chipre, República Democrática del Congo, Dinamarca, El Salvador, 

Eslovaquia, España, Etiopía, Finlandia, Francia, Gabón, Georgia, Grecia, Jordania, Kirguistán, 

Luxemburgo, Madagascar, Malawi, Marruecos, República de Moldova, Namibia, Níger, Santa 

Lucía, Arabia Saudita, Suecia, Turquía, Uganda, República Bolivariana de Venezuela, Yemen, 

Zambia. 

4
 Alemania, Argentina, Austria, Bélgica, Brasil, Bulgaria, Camboya, Canadá, República Checa, 

Chile, China, República de Corea, Côte d'Ivoire, Egipto, Estados Unidos, Filipinas, Ghana, Hungría, 

Indonesia, Italia, Japón, Lesotho, Malasia, México, Países Bajos, Panamá, Perú, Reino Unido, 

Federación de Rusia, Senegal, Singapur, República Árabe Siria, Sri Lanka, Sudáfrica, Suiza, 

Viet Nam. 

5
 Belarús, Bosnia y Herzegovina, Eslovenia, Letonia, Portugal, Serbia, Ucrania. 
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examinados en el estudio breve de 2001. Los países están agrupados por región. Los once temas que 

se abordan en este examen corresponden a los artículos del Convenio núm. 158 que se indican en el 

cuadro. Los primeros nueve temas ya se analizaron en el estudio breve de 2001. Los dos últimos, 

relativos a la protección de los ingresos, proceden de la base de datos EPLex y del Informe Mundial 

sobre la Seguridad Social. Se presenta la información disponible más reciente; si se han producido 

cambios desde el año 2000, también se incluyen y subrayan los datos anteriores, con objeto de 

representar la tendencia a lo largo del período. La información de que se dispone actualmente, y que 

no estaba disponible con anterioridad, ha permitido introducir las correcciones necesarias en los 

cuadros de datos anteriores. En esos casos, no se indica que se haya producido ningún cambio 
7
. 

 

 

6
 La CEACR no dispone de información sobre Papua Nueva Guinea; en el caso de Montenegro se 

espera la primera memoria en 2011. Ninguno de estos dos países se incluye en el cuadro. 

7
 En algunos casos se han introducido cambios para adaptar la presentación al modo en que se 

abrevian las respuestas (sí/no) en la base de datos EPLex. Por ejemplo, si se prevé la readmisión a 

modo de reparación únicamente en casos concretos, se indica un «sí» con una nota aclaratoria. 
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Legislación sobre la terminación de la relación de trabajo en 105 Estados Miembros – Cuadro comparativo 

P
aí

s 
Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

África            

Burkina 
Faso * 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí (B) No previsto 

Camerún *† Sí Sí No, excepto 
para los 
representantes 
de los 
trabajadores 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No previsto 

República 
Centroafricana * 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No (B) No previsto 

Comoras * Sí Sí Sí Por definir No Sí Sí No Sí Por definir No previsto 

Rep. Dem. del 
Congo *† 

Sí No Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No No previsto 

Côte d’Ivoire Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No previsto 

Egipto† 1 Sí Sí No, excepto 
despidos por 
actividades 
sindicales Sí 

No, excepto 
aprendices 
Sí 

n.a. Sí Sí No Sí No Sí Sí Sí (A) Seguro 
social 
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P
aí

s 

Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Etiopía *† Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Sí No Sí No previsto 

Gabón *† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No previsto 

Gambia X Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No No hay 
información 

No previsto 

Ghana† 2 No Sí No Sí No Sí Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Sí (A) No previsto 

Guinea X Sí Sí Sí (en casos 
de 
terminación 
por motivos 
económicos) 

Sí Sí No No Sí Sí – No previsto 

Kenya X Sí  Sí Sí Sí Sí Sí No  Sí Sí No hay 
información 

No previsto 

Lesotho† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No Sí 3 No Sí No previsto 

Madagascar * Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí (A) No previsto 

Malawi *† Sí No Sí Sí Sí Sí Sí No  No Sí 4 Sí No previsto 

Marruecos *† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No previsto 

Mauricio X Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí Sí No hay 
información 

Asistencia 
social, 
seguro social 
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P
aí

s 

Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Namibia * Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No previsto 

Níger *† Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No previsto 

Nigeria X No Sí Sí (sólo para 
determinadas 
categorías de 
despido) 

Sí Sí Sí Sí Sí No No hay 
información 

Disposición 
limitada: 
fondos de 
previsión 

Senegal† Sí Sí Sí (sólo para 
representan 
tes de los 
trabajadores) 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No previsto 

Sudáfrica† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí, para 
facilitar las 
consultas 

Sí (A) Seguro 
social 

Swazilandia X Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No hay 
información 

No previsto 

Rep. Unida de 
Tanzanía X 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí No No No No hay 
información 

Disposición 
limitada: 
responsabili
dad del 
empleador 
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P
aí

s 

Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Túnez X Sí Sí No Sí Sí No, excepto para 
los miembros del 
comité de empresa 

Sí Sí Sí No hay 
información 

Asistencia 
social 

Uganda * Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No Sí Sí No previsto 

Zambia *† No Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí (C) No previsto 

Zimbabwe X Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No hay 
información 

No previsto 

Américas            

Antigua y 
Barbuda * 

Sí Sí Sí Sí Sí No No No No Sí (A) No previsto 

Argentina† Sí Sí No Sí Sí, pero no en 
las PYME 

Sí Sí Sí Sí Sí (A) Seguro 
social 

Estado 
Plurinacional 
de Bolivia X † 

No Sí Sí No Sí Sí Sí Sí No No Sí Disposición 
limitada: 
responsabi 
lidad del 
empleador 

Brasil† Sí Sí No  Sí Sí Sí Sí Sí No  Sí Asistencia 
social 

Canadá Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Seguro social 
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P
aí

s 

Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Chile† Sí Sí Sí (sólo 
despidos por 
discriminación) 

Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Seguro 
privado 
obligatorio, 
asistencia 
social 

Colombia † X No si se paga 
una 
indemnización 
por daños 

Sí Sí (sólo para 
categorías 
específicas 
de despido) 

Sí Sí Sí Sí No No  Sí Seguro 
privado 
obligatorio 

República 
Dominicana † X 

Sí Sí No Sí Sí Sí Sí No Sí Sí No previsto 

El Salvador * Sí Sí No No n.a. Sí Sí No No No No previsto 

Estados 
Unidos† 

No Sí Generalmente 
No 5 

No (B) No Sí Sí No (B) Sí No (B) Seguro 
social 

Jamaica X Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No No No hay 
información 

No previsto 

México† Sí Sí Sí No n.a. Sí  Sí No Sí No Sí Sí Disposición 
limitada: 
responsabili
dad del 
empleador 
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P
aí

s 

Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Panamá† Sí Sí Sí No1 n.a. Sí Sí  No Sí Sí (A) Disposición 
limitada: 
responsa 
bilidad del 
empleador 

Perú† Sí Sí Sí Sí (limitado 
a determina 
dos tipos de 
despido) 

No Sí Sí Sí Sí No (sólo en 
casos de 
despido 
arbitrario) 

Disposición 
limitada: 
responsa 
bilidad del 
empleador 

Santa Lucía * No Sí Sí Sí Sí Sí Sí No No Sí (A) No previsto 

República 
Bolivariana de 
Venezuela *† 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí  Sí Sí Sí Seguro 
social 

Asia            

Armenia *† Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social 

Australia *† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí (A); excepto 
para las 
pequeñas 
empresas 

Asistencia 
social 
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P
aí
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Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Azerbaiyán *† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No No Sí Seguro 
social 

Bangladesh † X Sí, excepto para 
determinadas 
categorías de 
despidos  

Sí Sí Sí Sí Sí No No Sí Sí Disposición 
limitada: 
responsa 
bilidad del 
empleador 

Camboya† Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No previsto 

China† 6 Generalmente 
No Sí 

Sí No Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí  Seguro 
social 

República de 
Corea† 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No Sí Seguro 
social 

Filipinas Sí Sí Sí Sí (sólo para 
terminaciones 
por motivos 
económicos) 

No Sí Sí No Sí Sí (A) (y causas 
autorizadas) 

 

No previsto 

India† X Sí, con 
excepciones 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social 

Indonesia Sí Sí  Sí No n.a. Sí Sí Sí Sí 7 Sí No previsto 
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Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Japón† 8 Generalmente 
No Sí 9 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí  No Sí No (B) Seguro 
social 

Malasia No Sí Sí Sí Sí Sí Sí No No Sí No previsto 

Nepal X Sí No Sí Sí Sí No No No No No hay 
información 

Disposición 
limitada: 
responsa 
bilidad del 
empleador 

Nueva 
Zelandia X 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí  No No hay 
información 

Asistencia 
social 

Pakistán X Sí  Sí Sí Sí Sí Sí No No Sí, se 
necesita 
autorización 
para cerrar la 
empresa o 
despedir a 
más del 50% 
de la plantilla 

No hay 
información 

Disposición 
limitada: 
responsa 
bilidad del 
empleador 

Singapur Sí 10 Sí Sí Sí Sí Sí Sí No No No (B) No previsto 
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P
aí

s 

Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Sri Lanka No (autorización 
previa en casos 
específicos) 

Sólo por motivos 
válidos  

Sí Sí No No Sí 11 Sí No Sí Sí No previsto 

Tailandia X Generalmente 
No 

Sí Sí Sí Sí Sí No Sí Sí No hay 
información 

Seguro 
social 

Viet Nam Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social 

Europa            

Alemania† Sí Sí Sí Sí No Sí  Sí Sí Sí Sí (A) Seguro social, 
asistencia 
social 

Austria† No, excepto para 
determinadas 
categorías de 
despido  

Sí Sí Sí Sí  Sí, para miembros 
y candidatos de 
comités de 
empresa  

Sí Sí Sí Sí Seguro 
social, 
asistencia 
social 

Belarús† X Sí No hay 
información 

No hay 
información 

Sí  Sí Sí Sí Sí Sí  
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P
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Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Bélgica No, excepto 
para 
determinadas 
categorías de 
despido 

Sí Sí (sólo 
determinadas 
categorías de 
despido) 

Sí Sí Sí, para miembros 
de comités de 
empresa y 
comités de 
seguridad y salud 
en el trabajo 

Sí Sí Sí Sólo para despidos 
colectivos 
pactados mediante 
un convenio 
colectivo de ámbito 
nacional 

Seguro 
social 

Bosnia y 
Herzegovina † X 

Sí Sí Sí Sí  Sí Sí Sí Sí Sí  

Bulgaria Sí Sí Sí Sí Sí  Sí Sí No Sí 12 Sí Sí (C) Seguro 
social 

República 
Checa 

Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí (C) Seguro 
social 

Chipre *† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí (A) Seguro 
social 

Dinamarca * No, excepto si 
así se dispone 
en un convenio 
colectivo 

Sí Sí Sí No Sí Sí Sí Sí No (B) Seguro 
privado 
obligatorio, 
asistencia 
social 

Eslovaquia * Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí (C)  Seguro 
social 
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P
aí

s 

Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Eslovenia *† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social 

España *† Sí Sí Sí Sí No 14 Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social, 
Asistencia 
social 

Ex República 
Yugoslava de 
Macedonia X 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No Seguro 
social 

Finlandia *† Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí  Seguro 
privado 
obligatorio, 
asistencia 
social 

Francia *† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social, 
asistencia 
social 

Georgia *† No Sí No No No Sí Sí No No Sí …  
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P
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Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Grecia * No Sí Sí Sólo 
trabajadores 
en puestos 
administrativos 

Sí Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social, 
asistencia 
social 

Hungría 13 Sí Sí Sí Sí No n.a. Sí Sí No Sí No Sí Sí Seguro social, 
asistencia 
social 

Israel X Sí 3  Sí, 
indemnización 
por daños en 
caso de despido 
improcedente 

Sí (sólo para 
despidos que 
vulneran la 
legislación 
contra la 
discriminación) 

No en el 
estatuto, pero 
se puede 
contemplar en 
un convenio 
colectivo o 
aplicar en 
virtud del 
derecho 
consuetudina 
rio 4 

Sí Sí Sí Sí5 Sí No hay 
información 

Seguro 
social 

Italia Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social 

Kazajstán† X  Sí   Sí  Sí Sí Sí Sí Sí (A) … 
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P
aí

s 

Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Kirguistán *† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí (A) Seguro 
social 

Letonia † X Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Sí Sí No Seguro 
social 

Luxemburgo*† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social 

República de 
Moldova *† 

Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social 

Países Bajos Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Sí Sí No Seguro 
social, 
asistencia 
social 

Polonia X Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Sí Sí No hay 
información 

Seguro 
social 

Portugal † X Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social 

Reino Unido† Sí Sí Sí Sí No 16 Sí Sí Sí Sí Sí (A) Seguro 
social, 
asistencia 
social 
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P
aí

s 

Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Federación de 
Rusia † 

Sí Sí Sí Sí (A) Sí (A) Sí Sí Sí Sí Sí Seguro 
social, 
asistencia 
social 

Serbia *† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí (A) Seguro 
social 

Suecia *† Sí Sí Sí Sí No Sí Sí Sí Sí Sí (B) Seguro 
social, 
fondos de 
previsión 

Suiza No, excepto 
para 
determinadas 
categorías de 
despido  

Sí No Sí No Sí Sí Sí Sí No Seguro 
social 

Turquía *† Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No Sí 15 No Sí Sí Seguro 
social 

Ucrania † X  Sí Sí Sí Sí No Sí Sí No Sí Sí Sí Seguro 
social, 
asistencia 
social 
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P
aí

s 

Justificación de 
la terminación 

Indemnización/readmisión Preaviso Causas no justificadas Despidos colectivos Protección de los ingresos 

1.  
¿El empleador 
ha de justificar 
el despido? 

2.  
Indemnización 
por despido 
injustificado 

3.  
¿Se cuenta 
con el 
derecho a la 
readmisión? 

4. 
¿Se concede 
un plazo de 
preaviso? 

5.  
¿Se puede 
conceder una 
indemnización 
en su lugar? 

6.  
Protección de 
dirigentes 
sindicales y otros 
representantes de 
los trabajadores 

7.  
Protección 
de la 
maternidad 

8.  
¿Se requiere 
una consulta 
con los 
representantes 
de los 
trabajadores? 

9.  
¿Se requiere 
una 
notificación a 
las autoridades 
competentes? 

10.  
¿Se prevé una 
indemnización 
por fin de 
servicios? 

11.  
¿Hay 
seguro de 
desempleo? 

Sí/No Sí/No Sí/No Plazo 
razonable 

Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No Sí/No 

  Puede ser 
propuesto u 
ordenado por 
el organismo 
neutral 

        

          

Art. 4 Art. 10 Art. 10 Art. 11 Art. 11 Art. 5, a) y b) Art. 5, d) y e) Art. 13 Art. 14.1 Art. 12, 1), a) Art. 12, 1), b) 

Estados 
árabes 

           

Arabia 
Saudita *† 

Sí Sí Sí Sí Sí No Sí No No Sí No previsto 

República 
Islámica del 
Irán X 

Sí Sí Sí No n.a. No No No No No hay 
información 

Seguro 
social 

Iraq X Sí Sí Sí No n.a No No No No No hay 
información 

No previsto 

Jordania * No Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No previsto 

República 
Árabe Siria 

Sí No Sí No Sí Sí Sí No Sí No Sí No Sí Sí No (sólo es 
pagadera en 
casos concretos) 

No previsto 

Yemen * Sí Sí No Sí Sí Sí Sí No Sí Sí No previsto 

1 Ley del Trabajo, 2003, modificada en 2008.   2 Ley del Trabajo, 2003.   3 Serame Khampepe v. Muela Hydropower Project Contractors and four others (1997).   4 Ordenanza administrativa de reciente adopción.   5 Excepto en casos de 
terminación por motivos de discriminación ilícitos y bajo los requisitos de «causa justificada» negociados colectivamente.   6 Ley de Contrato de Trabajo, 2007.   7 Para facilitar las consultas.   8 Ley de Medidas de Empleo, 1996, modificada 
en 2009.   9 Ley de Normas de Trabajo, modificada en 2003.   10 Para más información, véase el estudio por país contenido en el documento.   11 Enmiendas de 1999.   12 Modificado en 2004.   13 Código del Trabajo, modificado en 2007.   
14 No obstante, si no se respeta el preaviso, el empleador deberá abonar una indemnización de cuantía equivalente al plazo de preaviso.   15 Las modificaciones de 2009 no se tuvieron en cuenta en la Nota de 2009. 

A) Sólo en casos de despido por motivos económicos.   B) Previsto en el convenio colectivo.   C) Si el despido obedece a motivos de funcionamiento de la empresa o a una lesión o enfermedad profesional. 
 n.a. = no se aplica. 

 




